
I. RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

DEMBOUR, J.: Droit Administratif, 2.a ed.
Faculté de Droit, Liége, 1972, 514 pp.

No es fácil para nosotros emitir un jui-
cio sobre Manuales y Cursos de Derecho
administrativo por la sencilla razón de que
dichas obras son muy raras en nuestro
ambiente. Es, quizá, ésta otra de las más
señaladas carencias de nuestro ambiente
universitario, y, posiblemente, la más la-
mentable dentro del ámbito concreto de
nuestro Derecho administrativo, que a es-
tas alturas sigue siendo una novedad. Es
posible que haya quien se extrañe por el
empleo de este término. Sin embargo, no
hay que ser ingenuo. Basta "salirse" un
poco del propio y reducido ambiente de la
especialidad para comprobar que en el con-
texto del país el Derecho administrativo
sigue siendo un secreto en manos de unos
pocos. Esto explica muchas cosas a poco
que se reflexione sobre ello.

Pienso por eso que va siendo urgente el
poner remedio a esta carencia tradicional y
que todavía "caben" en nuestras Faculta-
des de Derecho cuatro o cinco manuales u
obras generales de la disciplina, además de
las que ya existen en la actualidad. Creo,
también, que, sin caer en el polo opuesto
de la ligereza, es necesario reducir en muy
buena parte el excesivo respeto que los
profesores tienen a este tipo de obras. En
mi opinión, no deben considerarse otra
cosa que instrumentos de trabajo, siempre
perfectibles y útiles en todo caso, aunque
no sean definitivos. Creo, incluso, que "de-
finitivos" no pueden serlo nunca y que,
por ello, no es razonable esperar para es-
cribirlos a estar eri condiciones de con-
cluir uno que pueda merecer ese califi-

cativo. Al que crea lo contrario no hay
sino que recordarle las once ediciones que
el maestro HAURIOU hizo de su Précis de
Droit administrad} et de Droit public, to-
das ellas muy distintas y muchas radical-
mente diferentes. Todas, sin embargo, fueron
útiles y todas pueden ser hoy consideradas
igualmente definitivas (o no definitivas, s¡
se quiere, pero en la misma medida).

Desde esta óptica desmitificadora y uti-
litaria, es decir, considerando este tipo de
obras como instrumentos de trabajo siempre
útiles y siempre perfectibles, es como creo
que debe juzgarse el libro que se reseña.

Inevitablemente su corte es muy francés
en el método y en la factura. Muy claro,
por lo tanto, y muy elemental.

Su contenido es forzosamente parcial,
dado su destino a un curso de la discipli-
na, y se estructura en tres títulos: el pri-
mero de ellos se dedica a las personas de
Derecho DÚblico, al servicio público, y a las
instituciones privadas de interés general;
el segundo, a los medios de acción de la
Administración (personal, actos adminis-
trativos, policía administrativa, bienes, ex-
propiación y servidumbres de utilidad pú-
blica); el tercero, a las instituciones regio-
nales, provinciales, municipales y supra-
municipales.

Es una pena que por las exigencias pro-
pias del curso al que va destinado no in-
cluya los capítulos correspondientes al con-
trol jurisdiccional, que en Bélgica presenta
especial interés desde la instauración del
Consejo de Estado como tribunal adminis-
trativo en 1946.

El capítulo niás logrado de toda la
obra es el relativo a la tutela administra-
tiva (pp. 126 a 165), tema sobre él cual
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el autor tiene escrita una monografía (Les
actes de tutelle administrative en droit bel-
ge, Bruxelles, 1955).

Para el lector español lo más interesan-
te, sin duda, son las páginas dedicadas al
estudio de las instituciones creadas por la
reforma constitucional belga de ly70 en
relación a las comunidades lingüísticas y
culturales y al plano regional, concretamente
las referentes a los Consejos culturales
para las Comunidades culturales francesa
y holandesa, su potestad reglamentaria au-
tónoma (con exclusión del legislador en el
ámbito cultural y lingüístico, es decir, di-
rectamente vinculada a la Constitución) y
el "procedimiento para la prevención y re-
gulación de los conflictos entre la ley y el
decreto de un Consejo Cultural y entre de-
cretos de los dos Consejos Culturales.

Un libro, en suma, interesante y útil,
como el que deben hacerse varios todavía
en nuestro Dais.

T. R. FERNANDEZ

FRONDIZI, Risieri: La Universidad en un
mundo de tensiones. Misión de las Uni-
versidades en América Latina. Editorial
Paidós, Buenos Aires, 1971, 337 pp.

El libro de FRONDIZI invita a una seria
reflexión. Un mundo de tensiones acongoja
a la Universidad. Reformas por doquier,
endurecimiento progresivo de las teinsio-
nes en relación con el ámbito de la ¡Univer-
sidad, desajuste en los arreglos propios de
una institución en decadencia, cuyo telón
de fondo sirve a la vez de pantalla en una
triste paradoja. Cran despiste. De otro la-
do, i el problema universitario es tan uni-
versal que los argumentos expuestos por
FRONDIZI en el libro del que ahora doy
noticia son perfectamente referibles a núes-,
tro. país. Pero vayamos por partes.

Los argumentos de FRONDIZI nos hacen
ver muy claramente las cosas. La experien-
cia vivida por un universitario eminente du-
rante su largo período de servicio a la
Universidad bonaerense, hasta culminar «i
labor con el desempeño del cargo rectoral
en' dicha Universidad, es evidentemente

muy útil cuando tal experiencia se sincera
en las dilatadas páginas del libro comen-
tado. Risieri FRONOIZI no quiere dogmati-
zar. A lo largo y ancho de unas elaboradas
páginas convierte su experiencia en una
fuente ilustrativa de los males universita-
rios. Y debe quedar constancia, ante todo,
de que mi pretensión a la hora de enjui-
ciar los comentarios sobre la experiencia
narrada por FRONDIZI, no es otra que la
de transmitir en una breve recensión al-
gunos de los males detectados por el autor.

Hay una advertencia preliminar en el
prefacio que quiero destacar muy especial-
mente. Para quienes tratan de desconectar
problemas tan íntimamente ligados como
los económicos, sociales, políticos y cultu-
rales, es especialmente sugerente la idea
que expone FRONBIZI como tesis central de
su obra: "Nuestras Universidades debun
convenirse en uno de los factores princi-
pales de transformación radical de las an-
ticuadas estructuras económicas, sociales,
políticas y culturales de nuestra América."
Pienso que no es necesario un gran esfuer-
zo para sustituir el topónimo, ni decir más
cosas sobre la Universidad con tan pocas
palabras.

Los tiempos actuales son buena muestra
de la discordancia creciente entre las ne-
cesidades reales de cualquier país y las
que la Universidad satisface. Tal vez por
ello Risieri FRONDIZI insiste en la poten-
cialidad del factor de cambio que la Uni-
versidad representa (o debe representar).
Es evidente que el "rápido desarrollo cien-
tífico y tecnológico permitió a muchos paí-
ses aventar el hambre, la miseria y la en-
fermedad", pero "en amplias zonas de nues-
tra América, en cambio, sólo sirvió para
hacer más lucrativa la.'explotación de las
clases trabajadoras y estabilizar técnica-
mente la injusticia social" (p. 12). Con ello
se desvirtúa ampliamente la posible pos-
tura teórica de quienes exclusivamente con-
templan a la Universidad como un "cor-
pus" independiente y alejado de problemas
más reales. Con ello también FRONDIZI tra-
ta de demostrar que lo importante en un
análisis serio y profundo de la Universidad
es constatar "al servicio de qué y de quié-
nes está..." (p. 12).

494



RF.CF.NSÍONKS Y ÑOTÍCIA BE UUflOS

Las ¡deas que acaba por exponer el au-
tor están en esa línea. El descender a las
causas profundas del desajuste universita-
rio es muy necesario cuando se tiene plena
convicción en la inevitable ligazón entre
los fenómenos a que al principio aludimos.
Todo lo que no se haga u observe desde
esta perspectiva está condenado al fracaso.
Por ello —transcribo más o menos textual-
•mente a FRONDIZI—• ni los reaccionarios
enemigos de toda reforma porque se ali-
mentan de las cenizas de la historia, ni
los utopistas que se encuentran en el ex-
tremo opuesto y encubren su falta de ob-
jetividad en la contemplación de los pro-
blemas a través de una visión excesiva-
mente optimista de la independencia de
la Universidad y su misión, ni siquiera los
más eclécticos, cuya postura es la de pos-
tergar toda reforma hasta el momento del
gran cambio político-social, obtienen éxito
alguno en el trato con el mundo universita-
rio. Dice FRONDIZI —y en mi criterio muy
acertadamente—que "una reforma efecti-
va implica el cambio de las estructuras bá-
sicas de la institución" (p. 25).

El libro de Risieri FRONDIZI, sin embar-
go, no apunta soluciones concretas. Mal
puede apuntarlas, por otra parte, cuando
indica bien a las claras que si se desatien-
de la mutación de estructuras básicas no
hay posibilidad de reforma efectiva en la
Universidad. FRONDIZI —digámoslo una vez
más—recoge su experiencia en un cargo
directivo de una Universidad—como tantas
otras—en crisis. No es, pues, su libro un
producto de la más pura investigación cien-
tífica y objetiva. En gran parte de los
pasajes de su obra se combinan^ muy com-
prensiblemente por cierto, las ideas des-
provistas de carga emocional con otras mu-
chas bien tamizadas por su propia expe-
riencia. Y en ellas se descubre mucho oj
human bondage. Pero como documento,
como ilustración de cuáles y cuántos son
los males que aquejan a la • Universidad,
no deja de tener el libro comentado una
gran dosis de acierto y brillantez.

Resaltemos algunos de esos males que
recoge FRONDIZI:

a) La excesiva atención a los aspectos
formales; está, en efecto, probado que el

remedio a los grandes problemas de hoy
en muchos campos—y, cómo no, en la
Universidad— trata de encontrarse en las
reformas legislativas, reformas que FRON-
DIZI intitula "de tono retórico o simples
reformas en el papel" (p. 25), y que jamás
se llevan a la práctica. La modificación de
los planes de estudio, variaciones en la
forma de gobierno, aprobación de disposi-
ciones inaplicables o de . largos reglamen-
tos de instituciones inexistentes integran
la categoría de reformas en el papel. Coin-
cide en este punto el autor con las conclu-
siones expuestas por A. K. RICE en su íe-
ciente trabajo sobre la Universidad moder-
na, cuyo documento, por cierto, ha sido
difundido por el Ministerio de Educación
y Ciencia español (1).

b) En un plano más importante—y
abundando en lo dicho anteriormente—: la
esterilidad de la Universidad responde a la
casi nula concordancia entre ciencia y téc-
nica con las necesidades reales del país1.

c) Desde perspectiva distinta,' y descen-
diendo a puntos concretos, FRONDIZI arre-
mete contra los exámenes de ingreso, con
todo lo que ello significa. Arguye el autor
que "no es con un examen que (sic)" se
corrige el mal. En primer lugar,' porque el
estudiante no es culpable de su formación
deficiente y el examen sólo comprueba el
hecho sin reparar el mal. En segundo tér-
mino, porque al presentarse a la prueba
de ingreso el estudiante escogió ya una ca-
rrera que quizá no sea la que mejor res-
ponda a su vocación y a las necesidades
del país..." (p. 31). Tampoco los' demás
exámenes salen bien parados, porque "se
basaban en la repetición de los apuntes y
la. fidelidad de la repetición se premiaba
con un sobresaliente. Cómo es natural, la
asistencia a clase no era frecuente, pues
el profesor repetía lo que decía el manual
o el apunte" (p. 34). Y lo que es más gra-
ve—y en'lo que estoy plenamente de acuer-
do con FRONDIZI—.es- que los exámenes
condicionan mucho ^a educación üniversi-

(1) A. K. RICE; Universidad moderna, con
prólogo de lord FÜLTOK: Documento dé tra-
bajo de circulación restringida, editado por
el Servicio de Publicaciones del Ministerio
de Educación y Ciencia, Madrid, 1972. En con;

creto, página 85. ' •'• • ' •' ' ' '''•
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laria porque se colocan como objetivo in-
mediato de toda la enseñanza (2).

Por lo que se refiere a la investigación
científica, existe un mal detectado por
l'RONDizi, y al que denomina "simulación
oficializada". Alude con ello a los llamados
Institutos de Investigación, que no son más
que "nexos burocráticos de las cátedras
para justificar un aumento de sueldo del
profesor" (p. 35). Por supuesto, y partien-
do de la idea general expuesta antes por
f'BONDizi acerca del difícil maridaje entre
ciencia, técnica y necesidades reales del
país, así como, de otro lado y nada trivial,
de la falta de ambiente propicio al inves-
tigador (léase laboratorios, bibliotecas, et-
cétera), no puede quedar muy bien parada
en la línea argumental del autor.

También alude FRONDIZI a defectos que
resultan para nosotros especialmente suge-
rentcs, aunque —insisto— su exposición
quede circunscrita al ámbito de la Univer-
sidad de Buenos Aires. Son, entre otros, la
escasa utilidad didáctica de la "clase ma-
gistral" impartida con carácter exclusivo en
las aulas universitarias; la repetida y ab-
surda pretensión de ciertos profesores de
enseñarlo todo —en sus respectivas discipli-
nas—, tratando de evitar las lagunas dis-
ciplínales; la casi nula formación de pro-
fesionales con conciencia social (3); la
insuficiencia del sistema de becas que de-
nota la poca sensibilidad social de las Uni-
versidades (4); el carácter bastante enfá-

(2) Hace tres años —en 1969— un informe
del Comité de Cooperación Internacional pa-
ra la reforma de la educación en España,
informe que hizo público la Secretaria Ge-
neral Técnica del Ministerio de Educación
y Ciencia, aludfa a los exámenes, tal y como
se conciben y han aplicado en el pasado,
considerándolos como un «factor decidida-
mente antieducativo». En la elaboración del
informe colaboraron los profesores H. BEC-
KER (Alemania), G. BBTANCUR (Colombia),
A. BIENAYME (Francia). P. H. COOMBS (Estados
Unidos), M. COULON (Bélgica), CHACAS (Bra-
sil), A. EL KOUSTI (R. A. U) , E. GOZZEB (Ita-
lia), R. KAPUR (India). KERR (Estados Uni-
dos), V. LIPATTI (Rumania), PERKINS (Estados
Unidos) y J. VAIZY (Inglaterra).

(3) Para apoyar su singular afirmación,
alude jocosamente FRONDIZI a los médicos,
que se preocupan más por los trastornos
gástricos producidos por exceso de comida
que por los males que ocasiona la escasa
alimentación (p. 242).

(4) Sobre el tema, mi trabajo Evolución,
presente y perspectivas de la protección es-
colar, publicado en el número 139 de la re-

lico del reconocimiento de la autonomía
universitaria, justamente por la atención
casi exclusiva a los aspectos jurídicos de
dicha autonomía, cuando —como nos re-
cuerda Alejandro NIETO (5)—, lo importan-
te de verdad es la autonomía científica;
por fin, la errónea concepción de un cierto
tipo de orden para la Universidad que no
es instrumento adecuado a la actividad des-
arrollada en ella. Vale la pena recoger e)
testimonio literal del autor en apoyo de
la idea que expongo en el párrafo inme-
diatamente anterior: "La Universidad pa-
rece desordenada a quien pretende trans-
ferirle el orden propio de instituciones que
desempeñan funciones muy distintas. La
obediencia ciega tiene sentido en un cuar-
tel, pero no en la Universidad. Un orden
que se apoya en la simple obediencia care-
ce en ella totalmente de sentido. La labor
de investigación científica, de creación hu-
manística, de enseñanza de cualquiera de
las disciplinas, no se basa ni en la obe-
diencia ni en el orden externo. La discre-
pancia, la duda, la insatisfacción, el espí-
ritu crítico, dan nuevo vigor a la labor
científica. La creación artística y humanís-
tica suponen la ruptura de lo aceptado, de
las formas admitidas, del orden establecido.
A su vez, la enseñanza no se puede basar
en la obediencia, sino en el respeto inte-
rior, profundo. La autoridad por sí misma
no tiene valor pedagógico. Educar es en-
señar a poner en duda las verdades admi-
tidas, someter todo a dura crítica, acoplar
sólo lo que ha pasado por el tamiz de l:i
razón y de la experiencia" (p. 291).

En la cumbre de sus críticas a la Uni-
versidad argentina se encuentran dos ata-
ques que me parece oportuno recoger: el
uno se refiere a los titulares del Departa-
mento de Educación. Ellos son los grandes
desconocedores de los problemas funda-
mentales de la educación argentina, porque
"cuando se les ocurrió introducir cambios
pensaron modificar los reglamentos y no
la realidad; reformar los planes de estudio

vista «Documentación Administrativa», co-
rrespondiente al bimestre de enero-febrero
de 1971 (pp. 39-84).

(5) En su libro La ideología revolucionaria
de los estudiantes europeos, editado por
Ariel, Barcelona. 1971, p. 180.
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y no los métodos y las actitudes de los
maestros" (p. 253). El otro ataque nos
afecta muy directamente. Es feroz e indis-
criminada su alusión a la huella española
en Hispanoamérica. Arguye • FBONDIZI, en
efecto, que "nuestra tradición hispánica
está impregnada de dogmatismo, intoleran-
cia y espíritu autoritario. Hemos heredado
—continúa— de España muchas virtudes y
no pocos vicios, además del formalismo que
tanto mal hizo a nuestras Universidades".
Y más adelante, incluso señala un ejemplo
concreto de expresiones de tal autoritaris-
mo intolerante (pp. 287-288) (6).

A todas estas duras críticas, más o me-
nos acertadas, que Risieri FRONDIZI hace
de la Universidad argentina no caben se-
rias objeciones. La crisis de la Universi-
dad es, por cierto, un fenómeno universal
que produce cierto temblor. Sin llegar a la
aceptación de la brutal expresión italiana
de que la Universidad es "un ghetto d'oro
in un mondo de merda"—que recuerda
Alejandro NIETO en su l i b r o ya cita-
do (7)—, lo cierto es que esa misma cri-
sis mete en juego a la sociedad entera.
Descuidar la realidad de esa interrelación
es bastante peligroso. Peligroso... e inge-
nuo, hasta el punto de que si resulta vero-
símil la afirmación del ya citado A. K. RICE
de que "en la mayoría de las Universida-
des hay un acuerdo masivo c inconsciente
para mantener la confusión organizacional
con el fin de evitar el reconocimiento del
conflicto de los valores culturales" (8), es
también necesario recordar—en un contex-
to más amplio—que "la comprensión de la
escena política es una exigencia primaria

(6) Se refiere a las Instrucciones... de San
Alberto, que fue obispo en Córdoba en 1780
y en Charcas en 1785. el cual escribía acer-
ca de las obligaciones mas principales que
un vasallo debe a su rey y señor: «La cár-
cel, el destierro, el presidio, los azotes o la
confiscación, el fuego, el cadalso, el cuchillo
y la muerte son penas justamente estable-
cidas contra el vasallo inobediente, díscolo,
tumultuario, sedicioso, infiel y traidor a su
soberano. El vasallo deberá denunciar toda
conjuración que llegue a su conocimiento;
aun cuando los conjurados fueran amigos,
parientes, hermanos o padres, hay obliga-
ción de delatarlos.»

(7) La ideología..., cit., p. 89.
(8) En su obra cit. en nota 1, p. 86.

para la consideración, por ejemplo, de la
literatura o de la educación" (9).

Con todo —-y digámoslo una vez más—,
el libro comentado sólo ofrece el interés,
que no es poco, de recordarnos tachas y
defectos, cuestión hoy no demasiado difícil
habida cuenta de la crítica y depauperada
situación de los valores clásicos. Sirve, pues,
de recordatorio, porque pone el dedo en
la Haga en bastantes ocasiones y, frecuen-
temente, con un espíritu que —pienso—
puede atravesar los contornos geopolíticos
de la América Latina.

Hoy, por cierto, que la Universidad es-
pañola atraviesa una fase transicional, cu-
yos resultados tardaremos en comprobar
—aunque alguno ya se deje ver con cierta
claridad—, vale la pena reflexionar sobre
alguna de las sugerencias que Risieri FRON-
DIZI expone en el libro comentado. Libro
que puede incorporarse dignamente, en mi
criterio, a esa copiosa bibliografía "margi-
nal" que sobre temas universitarios se vie-
ne publicando.'

J. BERMEJO VERA

MARTÍN OVIEDO, José María: Formación
y aplicación del Derecho (Aspectos actua-
les). Ed. Instituto de Esludios Fiscales.
Madrid, 1972; 196 pp.

El nuevo libro de José María MARTÍN
OVIEDO, que reproduce su tesis doctoral,
está dedicado a la exposición y análisis
de las aportaciones actuales al estudio de
los procesos de formación y aplicación del
derecho. El autor precisa en sus palabras
introductorias que el estudio de lo "actual"
parte de la mitad del siglo xix, en el cam-
bio, que juzga justamente de trascendental,
que se opera en las ciencias jurídicas a
partir de SAVICNY e IHERINC.

Los dos capítulos del libro, dedicados a
la formación y aplicación del derecho, res-
pectivamente, guardan una estructura pa-
ralela. El autor, antes de analizar los cri-
terios trascendentes de las doctrinas actua-
les y de exponer, en apretada síntesis, la

(9) P. CAVENDISH, y J. GRAT: La revolución
cultural y la crisis china, editada por Ariel,
Barcelona, 1970, p. 107.

497
REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA.—32



BIBLIOGRAFÍA

problemática del momento en los temas que
aborda, coloca al lector en el punto de
partida. Para ello cada capítulo se abre con
una breve exposición-resumen de las prin-
cipales conclusiones a que conduce la doc-
trina clásica.

La exposición de las actuales doctrinas
del proceso de formación del derecho se
convierte en una precisa lección universi-
taria sobre el estado actual de la doctrina
de las fuentes del derecho. Su origina-
lidad para mí proviene del sistema ex-
positivo, donde se refleja la doble consi-
deración que para el autor merece el tema
y que deriva de su "doble filiación jurí-
dica". Como estudioso de la teoría abs-
tracta del derecho aporta una exposición
sintética de la teoría normativa, examinan-
do el proceso de la crisis de la legalidad
formal a través de la evolución ideológica
del xix y las modificaciones sufridas en el
esquema kelseniano. Por otra parte, no
duda en introducir consideraciones sobre
el orden jurídico presente, poniendo de ma-
nifiesto su formación de administrativisla.
En consecuencia, puede ligar el proceso de
decadencia del rigor formal de los positi-
vistas y las modernas corrientes iusnatura-
listas a los fenómenos reales del panorama
jurídico presente: invasión de la ley por
la potestad reglamentaria de la Adminis-
tración, positivación de los principios ge-
nerales fiel derecho en su aplicación por los
Tribunales de Justicia, aparición de la pla-
nificación instrumentada en normas de ran-
go legal. •

f-a aplicación del derecho constituye para
el autor un proceso integrado de una se-
rie de operaciones de carácter técnico, que
se estructuran en cinco escalones sucesivos.

La primera operación es la de determi-
nar la norma aplicable (norma vigente y
ajustada al bloque de la legalidad). Fijada
tal norma se procede a la subsunción del
supuesto de hecho en la legalidad aplica-
ble. Un tercer escalón del proceso será la
interpretación, que según las actuales ten-
dencias del pensamiento no constituye ya
el único y ni siquiera el principal momen-
to en la aplicación del derecho. Cuando la
técnica interpretativa queda desbordada
ante la ausencia de la ley, la "plenitud
del ordenamiento jurídico" (el autor utili-

za el título del célebre libro de Cossío)
obliga a integrar en el mismo el supuesto
de hecho correspondiente. La ausencia nor-
mativa no puede justificar la ruptura del
proceso de aplicación del derecho. Como
último eslabón de la cadena, el derecho se
aplica por los diferentes órganos del Esta-
do y por los particulares, que participan
activamente en ese proceso de formación.

Este esquema, que guarda una trabazón
lógica, permite exponer, ayudado de una
información bibliográfica muy completa, la
evolución de las doctrinas sobre la inter-
pretación e integración del derecho en el
último siglo.

I.o que más destaca del conjunto es el
desapasionamiento. El autor, que demues-
tra un interés muy particular por el arran-
que del formalismo merckeliano, extiende
el panorama de dos cuestiones capitales en
la teoría general del derecho, sin mostrar
pasión por las tesis concretas de los auto-
res cuyas doctrinas examina. Deja conven-
cido al lector de su profundo conocimien-
to del derecho en su conjunto, y ahí
radica la aportación del libro. Lejos de mos-
trarse partidario de una línea de pensa-
miento, trata el tema a la luz de todo el
orden jurídico. Es un libro de jurista que
hace teoría general y no de filósofo. Intro-
duce el método jurídico en un tenia que
normalmente se aborda al margen de la
realidad jurídica española, y esto es muy
importante.

Una completa serie de índices facilitan
la tarea del futuro estudioso del tema que
aborda este libro, que, al tomarlo en las
manos, parece pequeño y fácil, pero que
encierra dos lecciones de contenido sustan-
tivo.

I. BAYON

MILIBAND, Ralph: El Estado en la socie-
dad capitalista, traducción al español de
Francisco GONZÁLEZ ARAMBURU. México,
1970, Ed. Siglo XXI, 273 pp. 275 ptas.

1. La afirmación de HAURIOU, según la
cual el progreso en la sistematización del
derecho administrativo debería venir prin-
cipalmente de un previo y correlativo pro-
greso en la teoría del Estado, parece hoy
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más evidente <Jue nunca. Sucede, como es
bien sabido, que la actual construcción sis-
temática del derecho público ha sido hecha
principalmente a partir de las concepcio-
nes liberales del Estado, las cuales, o son
concepciones meramente ideológicas, o tie-
nen como base la observación de la estruc-
tura y función del Estado en un orden so-
cial—el del capitalismo de competencia—
bien diferente del actual. Nadie puede ig-
norar tampoco las transformaciones que la
entrada en la llamada era keynesiana ha
impuesto al aparato estatal y a las relacio-
nes de éste con la sociedad civil. Tales
transformaciones se hallan, a mi modo de
ver, en la raíz de muchas de las crisis con-
ceptuales y de sistema tan reiteradamente
denunciadas, cuya superación, obviamente,
exige la reconsideración de las teorías tra-
dicionales y la construcción de las nuevas
y más adecuadas a las actuales circunstan-
cias históricas. Por otro lado, el carácter
"lunar" de nuestra ciencia, recientemente
denunciado por CARBONNIER—y que no es
más que una consecuencia de la heterono-
mía de su objeto—, hace que tales recon-
sideración y construcción no puedan venir
sin más de la teoría jurídica. Volviendo a
HAUKIOU, la parte fundamental de luz debe-
ría proceder aquí de la teoría del Estado.
Sucede, sin embargo, que en mal sistema
planetario nos hallamos situados. Porque,
paradójicamente, resulla que, en una época
en que los hombres vivimos más que nun-
ca a la sombra del Estado, éste hace ya
mucho tiempo que, como sujeto de estudio
político, ha dejado de estar en boga. En
efecto, la teoría del Estado hoy dominante
en la mayor parte de los países occidenta-
les —la concepción democrático-pluralista
del mismo—, sobre ser de formulación an-
terior a los nuevos hechos, tiene el incon-
veniente de dar por resueltos, con fuerza
escasamente convincente, algunos de los más
importantes problemas tradicionalmente
planteados a propósito del Estado, impidien-
do o haciendo innecesaria, así, la preocu-
pación por definir su naturaleza y papel en
las sociedades de tipo occidental. Y en
este contexto, no nos cabe sino dar la
bienvenida a una obra que, como esta de
MILIBAND, intenta remontar el estado de co-
sas existente, replanteando a la luz de los

nuevos hechos las viejas cuestiones sobre la
naturaleza y papel del Estado y,prestando
así, de rechazo, un innegable servicio a
otras disciplinas y muy en especial al de-
recho público.

2. Dos son los objetivos primordiales
que MILIBAND expresamente confiesa perse-
guir con su obra. El primero es el demos-
trar pormenorizadamente que la concepción
democrático-pluralista de la sociedad, de la
política y del Estado es errónea en todos
sus aspectos esenciales y que por ello, en
vez de servirnos de guía para la compren-
sión de la realidad del capitalismo avan-
zado, constituye una profunda ofuscación. El
segundo es el de contribuir a desarrollar,
haciéndola salir de su propio camino tri-
llado, la concepción que es con mucho la
más importante de las enfrentadas a la
teoría democrático-pluralista, es decir, la
concepción marxista del Estado, práctica-
mente abandonada desde las reflexiones de
GRAMSCI y simplista en exceso al tratar de
explicar la naturaleza y papel del Estado
en las sociedades capitalistas avanzadas.

El plan mediante el que se pretende lle-
gar a la consecución de estos objetivos vie-
ne constituido por los nueve capítulos en
que se encuentra dividida la obra y de cu-
yas principales proposiciones damos noti-
cia a continuación.

En el capítulo primero se concreta el
tipo de Estado objeto de estudio, siendo
de destacar que esta concreción se realiza
en base, no a las características del propio
aparato estatal, sino a las de lá sociedad
en que éste se desenvuelve. La obra tan
sólo tiene que ver, pues, con los Estados
operantes en países con una serie de rasgos
comunes, los más importantes de los cua-
les son: 1. Estar muy industrializados.
2. Tener los sectores clave de su vida eco-
nómica crecientemente dominados por un
número relativamente pequeño de grandes
empresas, fuertemente concentradas, y su-
jetas, no obstante la existencia de un im-
portante sector público, a la propiedad y
al control privados. 3. Ser países en los
que la vida económica y política se encuen-
tra primordialmente determinada por la re-
lación, nacida del modo de producción ca-
pitalista, entre la clase, relativamente pe-

499



BIBLIOGRAFÍA

quena, de los detentadores de la riqueza
y/o del poder de control, por un lado, y,
por otro, la clase obrera, crecientemente
diversificada, pero clara y específica como
formación social.

Ni que decir tiene que, de los rasgos
apuntados, es el tercero el más problemá-
tico. Quizá por ello se ha planteado MILI-
BAND como objeto del capítulo II de su
obra responder a la cuestión de si en' las
sociedades capitalistas avanzadas existe
realmente una clase económicamente domi-
nante. Y para esto tiene, primeramente, que
enfrentarse' a la extendida opinión según
la cual la creciente separación entre propie-
dad y control, característica de la organi-
zación interna de Ja gran empresa capita-
lista, no sólo ha determinado la pérdida
de importancia económica del derecho de
propiedad —pérdida que falsearía la noción
marxista de una clase imperante basada en
la propiedad de los medios de producción—,
sino también ]a aparición del fenómeno co-
rrientemente conocido por la revolución de
los managers o gerentes, esto es, el naci-
miento de un nuevo grupo económico-social
al que la opinión en cuestión atribuye mo-
tivaciones e intereses distintos y hasta an-
tagónicos a los de los simples propietarios.
La argumentación en contrario de MILIBAND.
nada especulativa, por moverse, siempre al
nivel de la observación de la realidad, es
concluyeme: "la tesis según la cual el ca-
pitalismo avanzado ha producido una nue-
va clase, de gerentes distinta u opuesta a
los propietarios de las grandes empresas no
parece bien fundada": y no lo parece, en
primer lugar, porque los gerentes están
aprisionados por las exigencias del sistema
de producción capitalista, la primera de las
cuales —la obtención de las ganancias más
altas posibles—hace desaparecer a largo
plazo loda contradicción entre sus intereses
y los de los accionistas, y, en segundo lu-
gar, por el hecho, tantas veces comprobado,
de que los gerentes son frecuentemente
grandes accionistas, perciben siempre sala-
rios elevados y suelen tener el mismo ori-
gen social que los demás hombres de al-
tos ingresos y extensas propiedades. Por
todo! lo cual parece a MILIBAND más razo-
nable concluir afirmando que en las socie-
dades capitalistas avanzadas, aunque existe

una pluralidad de élites, esta pluralidad no
impide la constitución por todas de una cla-
se dominante, con un elevado grado de
cohesión y solidaridad social, así como con
intereses y objetivos comunes.

Pero a los efectos de una teoría del Es-
tado, la cuestión realmente relevante es sa-
ber si esa clase económicamente dominan-
te constituye también una clase imperante,
es decir, si su propiedad y control de los
campos fundamentales de la vida económi-
ca asegura también su control de los medios
de decisión política. El desarrollo de esta
cuestión, que debiera constituir el tema
central de la obra, tiene lugar en los ca-
pítulos III, IV y V.

Definida la élite del Estado como el con-
junto de personas que asumen la respon-
sabilidad del funcionamiento del sistema
del mismo (integrado por el Gobierno, la
Administración, el Ejército, la Policía, el
gobierno local, el poder judicial y las asam-
bleas legislativas), en los capítulos III y V
se estudian las relaciones existentes entre
dicha élite y la clase económicamente do-
minante. En este punto, MILIBAND, basán-
dose en los estudios de sociología política
más importantes al respecto, llega a una
primera conclusión: que la clase capitalis-
ta, como tal clase, no gobierna realmente,
pues es una evidencia que los hombres de
negocios nunca han constituido ni consti-
tuyen hoy más que una parte relativamen-
te pequeña del conjunto de la élite estatal.
Pero esto no significa —y ello constituye
la segunda conclusión de MILIBAND— que
la élite del Estado sea políticamente neu-
tral con relación a los conflictos que se
producen en las sociedades capitalistas
avanzadas; lejos de ello, cree que de sus
miembros debe decirse—como consecuencia
del estudio de su extracción, educación y
posición social, del sistema para su selec-
ción y promoción, de sus relaciones cada
vez más íntimas con el mundo de las gran-
des empresas, así como de la consideración
de los objetivos del sistema a que sirven—
no sólo que son conservadores sin más, sino
que son conservadores porque dentro de la
esfera de su competencia son, consciente o
inconscientemente, los alidados de las éli-
tes económicas y sociales existentes. De
este modo no sólo se lanzan nuevos argu-
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mentos contra las ya derruidas creencias
en la neutralidad política de la tecnocra-
cia civil y militar, sino que se proyectan
también contra otras más arraigadas, tales
como la de la independencia del poder ju-
dicial, con relación al cual afirma MILIBAND
—tras reconocer el alcance político de la
función jurisdiccional—-que "no ha estado
mas por encima de los conflictos de la so-
ciedad capitalista que cualquiera otra par-
te de la sociedad estatal" y que "de su
intervención es la clase dominante la que
menos puede quejarse".

La afirmación de la existencia en la élite
del Estado de una propensión a actuar en
beneficio de la clase económicamente domi-
nante se refuerza con • la consideración del
objetivo y papel de los .gobiernos, conte-
nido del capítulo IV. Se trata aquí de es-
tudiar el verdadero papel desempeñado por
un Estado que se. autocalifica de adminis-
trador o interventor y que se ha visto for-
zado a rectificar de algún modo el equilibrio
entre el capital y el trabajo. En este sen-
tido, la experiencia histórica demuestra que
el lugar común de las diversas políticas de
los gobiernos de las sociedades capitalistas
avanzadas viene constituido por lá acepta-
ción del modo de producción capitalista y
la polarización clasista que le es inheren-
te. El Estado que dice intervenir para me-
jorar la economía omite decir que se trata
de una economía capitalista en la que la
preservación del carácter privado de las
empresas depende cada vez más de la bue-
na disposición del Estado, que desde este
punto de vista sí resulta merecedor del tí-
tulo de benefactor. Esta afirmación del apo-
yo general prestado por los gobiernos de
las sociedades capitalistas avanzadas a los
intereses de la clase económicamente domi-
nante, la refuerza MILIBAND con el estudio
de las experiencias representadas por los
gobiernos fascistas y socialdemócratas, que
tienen en común la utilización de una re-
tórica anticapitálista. Con relación a los
primeros, la historia ha' demostrado que
realizaron su tarea política con la total de-
terminación de no atacar la estructura
fundamental del sistema capitalista que tan
a menudo denigraban. Por su parte, las
experiencias de los gobiernos socialdemó-
cratas—muy ilustradoras respecto del sig-

nificado de la competencia política en las
sociedades capitalistas avanzadas—, que Mi-
LIBAND se cuida de estudiar pormenorizada-
mente, demuestran bien a las claras que los
dirigentes socialistas no han planteado nun-
ca '. de. modo serio un claro reto al sistema
capitalista que, lejos de debilitarse, se ha
visto por lo general fortalecido con la po-
lítica por ellos desarrollada.

Lo que hasta aquí MILIBAND ha preten-
dido demostrar es que los intereses eco-
nómicos dominantes en l a s sociedades
capitalistas avanzadas pueden contar normal-
mente con la buena voluntad y el apoyo
activo de aquellos en cuyas manos se encuen-
tra 7 el poder del Estado. Sucede, sin em-
bargo, que, como la élite estatal no puede
desconocer totalmente las presiones prove-
nientes de otras clases sociales, tiene que
adoptar políticas que en ocasiones resultan
censurables a los ojos de la totalidad o de
parte de la clase económicamente dominan-
te. Es decir, que la buena voluntad y el
apoyo general dispensado por el sistema es-
tatal a los intereses capitalistas no elimina
la necesidad de que éstos se doten de los
medios dé presión adecuados para la reali-
zación dé sus fines más inmediatos y espe-
cíficos. Al estudio de estos medios de pre-
sión, en relación a los utilizados por los
otros sectores de intereses de la sociedad
capitalista, se destina al capítulo VI de la
obra, colocado bajo el significativo epígra-
fe de "lá competencia imperfecta". Su des-
arrollo se realiza en marcado contrapunto
con lá teoría democrático-pluralista de la
que MILIBAND afirma que falla, no por in-
sistir en el hecho de la competencia, sino
por mantener que ésta se produce de modo
perfecto entre los diferentes sectores socia-
les. Que esto no es así cree MILIBAND que
puede ser fácilmente demostrado teniendo
en cuenta, en primer lugar, que los Esta-
dos no pueden imponer fácilmente sus po-
líticas sin la colaboración, a nivel interno
e internacional, de los círculos de negocios;
en segundo lugar, que las organizaciones
obreras—por su diferente posición en el
proceso productivo, por su escaso grado de
organización internacional, por disponer úni-
camente de la1 huelga como arma de pre-
sión, por estar sujetas a numerosas influen-
cias corrosivas, por su mayor grado de
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división y por el papel profundamente ambi-
guo de sus dirigentes— tienen un poder in-
comparablemente menor que las organiza-
ciones representativas de los intereses eco-
nómicos dominantes; y finalmente, que
también es muy diferente el grado de in-
fluencia del que unas y otras son capaces
con relación al Gobierno y Administración,
asambleas legislativas y entidades locales,
tal como demuestra la medición sociológi-
ca de la sensibilidad de éstas a las presio-
nes de aquéllas.

Se llega así a la conclusión de que la
clase dominante no sólo cuenta con la bue-
na disposición general de los gobiernos,
sino que dispone además de enormes ven-
tajas en la competencia para la realización
de sus intereses. Y de este modo, se va
desvelando la estructura del dominio polí-
tico en las sociedades capitalistas avanza-
das. Pero para completar el cuadro, y debi-
do a que el mantenimiento del orden social
exige la colaboración o la aquiescencia de
los individuos, es preciso estudiar también
los mecanismos a través de los cuales se
persuade a las clases intermedias y subor-
dinadas para que acepten el sistema y
mantengan sus aspiraciones y demandas
dentro de sus límites. Este es el objeto
de los capítulos VII y VIII en los que se
estudia el proceso de legitimación.

En este punto, cree MILIBAND que lo pri-
mero a tener en cuenta es que la hegemo-
nía ideológica no es un mero derivado su-
perestructural, sino el resultado de un es-
fuerzo permanente y omnipresente llevado
a cabo por múltiples agencias políticas, que
si bien tradicionalmente eran producto y
operaban casi exclusivamente en la socie-
dad civil, se encuentran hoy cada vez más
coordinadas, impulsadas y orientadas por la
acción del Estado. ¿Cuáles son estas agen-
cias políticas garantizadoras del proceso de
legitimación? En el capítulo VII estudia
MILIBA'ND la función que a este respecto
desarrollan los partidos conservadores, las
iglesias, el nacionalismo y los círculos de
negocios. Estas agencias de persuasión polí-
tica —señala— no trabajan de concierto.
Muchas de ellas hasta se declaran apolí-
ticas; pero todas hablan el idioma de la
adaptación a la sociedad capitalista y pue-
de entenderse por ello que están dedicadas,

con el Estado, a una empresa combinada y
formidable de adoctrinamiento conservador;
empresa que cobra una magnitud aún ma-
yor por estar apoyada en dos nuevas agen-
cias—los medios de comunicación de ma-
sas y el sistema educativo—, objeto del
capítulo VIII de la obra. Con relación a
los medios de comunicación de masas con-
cluye MII.IBAND que su aportación al am-
biente político es fundamentalmente conser-
vadora, no obstante estar inspirado su ré-
gimen jurídico en el principio de libertad
de expresión; lo que se explica por ser en
su mayor parte propiedad de las grandes
empresas, por estar sometidos a la influen-
cia de los compradores de publicidad y a
la creciente presión procedente del sistema
estatal, así como por la formación y actitud
política general de quienes tienen a su car-
go el contenido de la información. Todo
esto, naturalmente, no puede ni pretende
eliminar la disensión; basta con fomentar
y mantener una atmósfera genera] de con-
formismo. La competencia subsiste, pues;
pero se produce en un contexto tal que la
disensión tiene que aparecer a los ojos de
la mayoría como curiosa herejía o como
excentricidad más o menos absurda. Y por
lo que al sistema educativo se refiere, me
han parecido de especial agudeza las ob-
servaciones de MILIBAND a propósito de la
Universidad y los intelectuales, los cuales
—concluye— también cumplen, por lo ge-
neral, una importante función legitimadora.

Con todo lo que precede cierra MILIBAND
el estudio de las fuerzas de armonización
que operan en las sociedades capitalistas
avanzadas y de entre las cuales sobresale
el Estado en su misión de guardián de los
intereses económicos en ellas dominantes.
Eslas fuerzas son muy importantes; pero
parece inadecuado sobrestimarlas creyen-
do, por ejemplo, en la inevitable muerte
del ideal socialista o en la próxima llega-
da del hombre unidimensional. I.a mejor
prueba de esta inadecuación es la visión
realista de la sociedad capitalista avanzada,
cuyo cuadro no es de armonía y estabilidad
sino de crisis y conflicto. Las exigencias
que tales crisis y conflicto imponen al apa-
rato del Estado, así como las tendencias
que su solución somete al mismo, son ana-
lizadas por MIMBAXD en el capítulo IX
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y último de su obra, titulado "Reforma y
represión".

Este capítulo presenta especial interés
por la tesis que contiene acerca de la pró-
xima evolución de los estados capitalistas.
Estos—dice MILIBAND—han podido hasta
ahora cumplir su misión sin abandonar el
marco político democrático. Sin embargo,
es cierto también que se encuentran hoy
sujetos a tensiones mucho más fuertes que
las experimentadas durante muchos años del
pasado. Por ello, y dado su probada inca-
pacidad para resolver esas tensiones, la ma-
yor interrogación que hoy se plantea en
relación a los regímenes de tipo occidental
es la de durante cuánto tiempo seguirá
siendo compatible el marco democrático
burgués con las necesidades y finalidades
del capitalismo avanzado. MILIBAND cree
que la espiral reforma-represión con que el
Estado responde a las peticiones de cam-
bio va gradualmente limando los rasgos
de la democracia burguesa y conduce irre-
mediablemente—al quedar aprisionados los
reformadores en un marco económico-social
que convierte sus promesas en pura verbo-
rrea— a formas de autoritarismo conserva-
dor, que no tienen por qué ser las formas
del viejo fascismo, pero que serán autorita-
rias al fin y al cabo, y hacia los cuales se
está ya caminando. Esta conclusión se re-
fuerza con la constatación de la debilidad
del poder contrarrestador, principalmente
representado por los partidos socialdemó-
cratas y comunistas. Los primeros parecen
ya definitivamente fracasados, y los segun-
dos se encuentran afectados casi sin excep-
ción por una serie de graves debilidades
que les incapacitan para servir de cauce
a ese malestar profundo de la sociedad ca-
pitalista avanzada: "en el futuro inmedia-
to—señala MILIBAND—ninguna formación
de la izquierda se encontrará en situación
de inscribir la cuestión del socialismo en
la agenda de estas sociedades". Y esto, uni-
do a la existencia de fuertes trastornos y
descontentos, es lo que hace especialmente
probable la marcha de la democracia bur-
guesa hacia el autoritarismo.

3. No son pocas las consideraciones a
que mueve la obra que acaba de reseñarse.

Creo conveniente advertir, en primer lu-

gar, que uno de los principales méritos de
este estudio estriba en no ser puramente
especulativo. MILIBAND, obligado a jugar en
el campo de la tradición empírica anglosa-
jona, se ha cuidado mucho de lanzar afir-
maciones teóricas no apoyadas en la sólida
base de la observación de realidades políti-
cas concretas. Su obra no es, pues, en ab-
soluto una filosofía política, y si preciso
fuera calificarla, lo haríamos de teoría del
Estado con base en la sociología política.

Terminado su estudio, parece también
casi obligado preguntarse por si los objeti-
vos perseguidos han sido o no realizados.

Por lo que al desmoronamiento crítico de
la teoría democrático-pluralista respecta,
pocas dudas pueden caber. En realidad, no
se salva ninguna de las piezas del edificio
tan fácilmente construido como celosamen-
te guardado. Cierto que la obra de MILI-
BAND no es la primera en arrojar proyecti-
les contra el mismo. En este sentido, cabe
recordar que ya BOTTOMORE, polemizando
con LIPSET, había dirigido serios ataques a
importantes aspectos de la teoría democrá-
Iico-pluralista (cf. Élites and Society, Lon-
dres, 1964), y lo mismo hizo poco después
SHIN'YA OHO ("The Iimits of bourgeois plu-
ralism", en Sludies o) the Lejt, vol. 5, Lon-
dres, 1965, pp. 4(5-72), pudiendo también
situarse en esta línea los autores que abo-
gan por el control democrático de la indus-
tria en tanto que presupuesto de un régi-
men político verdaderamente democrático
(cf., por ejemplo, W. SCOTT: Industrial De-
mocracy: A Revaluation, Liverpool, 1955).
El mérito de MILIBAND en este punto es-
triba, a mi modo de ver, en haber realizado
el mayor acopio y síntesis del material crí-
tico disponible y haber podido así lanzar un
ataque envolvente y en profundidad tras el
que poco puede seguir en pie de la teoría
democrático-pluralista. Esta seguirá, desde
luego, manteniéndose tanto tiempo cuanto
el Estado capitalista pueda seguir funcio-
nando en el marco de la democracia bur-
guesa. Pero en adelante, será menos fácil
creer en ella, ya que sólo podrán mantener
la venda en los ojos quienes con oído de
mercader decidan voluntariamente no arran-
cársela. Está claro, sin embargo, que los
más perspicaces ideólogos capitalistas no
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se quedarán apuntalando el edificio: abier-
tos los ojos al proceso histórico, compren-
derán que el Estado al que se deben ne-
cesita tomar un nuevo rumbo, y, fieles al
sentido tradicional de su cometido intelec-
tual, se aprestarán a elaborar las nuevas
alfombras del paso al autoritarismo. No es
precisamente una pena que el próximo en-
tramado legitimador haya de ser necesaria-
menté más transparente. '

Mayor complejidad presentaba el segun-
do de los objetivos perseguido por MILI-
BAND : la profundización y desarrollo de la
concepción marxista del Estado. En primer
lugar porque, hoy, responder a la cuestión
¿quién es marxista? va siendo ya tan difí-
cil como responder a la más tradicional de
¿quién es cristiano? Y sobre todo, porque
el marxismo no ha contado con una teoría
del Estado basada en el estudio sistemáti-
co y profundo del mismo. La' mayoría de
los marxistas se han limitado a tomar como
libro fundamental en esta materia El Esta-
do y la Revolución de LENIN —que éste au-
tocalificó de folleto y escribió en el breve
período de agosto-septiembre de 1917—,
obra hoy con medio siglo de antigüedad y,
en esencia, una reafirmación de las ideas
fundamentales de MARX y EXCF.LS sobre el
Estado. Resultaba así del todo común en
esta corriente de pensamiento la visión del
Estado como el instrumento de coerción de
la clase dominante, tan bien reflejado en
aquella frase de MARX según la cual "el
ejecutivo del Estado moderno no es sino
un comité para arreglar los asuntos comu-
nes de toda la burguesía". De este modo,
se desconocía u olvidaba la composición
compleja de la clase dominante y sus con-
flictos parciales con el sistema estatal, así
como la función de éste con relación a las
clases dezmadas e intermedias. Añádase
a esto la reciente evolución experimentada
por el capitalismo y se comprenderán las
razones que llevaron a SWEEZY a afirmar
que el estudio del Estado era el campo que
más deficiencias ofrecía en nuestro conoci-
miento del capitalismo monopolista. La ne-
cesidad era. pues, en exceso evidente y hubo
de tener obligadas respuestas.

La primera se debe a POULANTZAS, cuya
obra Pouvoir politigue el classes sociales
(París, 1968) apareció cuando MII.IBAND es-

taba a punto de terminar la suya. Pero am-
bas obras, aunque responden probablemen-
te a la misma necesidad, la han satisfecho
de modo marcadamente diferente. El ensa-
yo de POULANTZAS, encuadrado en la dis-
cutida posición metódica de ALTHUSSER, se
produce a ún considerable nivel de abs-
tracción y se concreta en un lenguaje difí-
cilmente asequible, principalmente por razón
de su alejamiento de los objetivos reales
concretos, por referencia a los cuales hay
que medir el sentido de toda construcción
conceptual. Por otra parte, resulta en ex-
ceso ambicioso, porque sobre una base in-
formativa tan débil como la representada
por los textos de los clásicos del marxismo,
los documentos del movimiento obrero y
una serie de obras de ciencia política un
tanto caprichosamente elegidas, se preten-
de nada menos que la construcción relati-
vamente sistemática de la teoría política
marxista como teoría regional de la más
amplia construcción del modo de produc-
ción capitalista. Pero no se trata aquí de
enjuiciar la obra de POULANTZAS, sino de
marcar tan sólo algunas de sus diferencias
más importantes respecto de la de MII.I-
BAND. Quizá ambas coincidan en sus con-
clusiones más importantes—relativas prin-
cipalmente a la pluralidad de la clase do-
minante, a la relativa autonomía del Esta-
do y al posible conflicto parcial de éste
con aquélla—, pero creo que la forma en que
lo hace MII.IBA.ND resulta más asequible y
convincente por razón del diverso método
empleado. Volvamos con todo a la cuestión
de si éste ha conseguido de algún modo
una profundización en la concepción mar-
xista del Estado capitalista.

Me parece que sólo con muchas reservas
podría responderse afirmativamente. Es cier-
to que tras la obra de MILIBAND conocemos
más y mejor- los mecanismos de conexión
entre las élites económicas y las políticas,
las concretas agencias legitimadoras del or-
den capitalista o el significado concreto de
algunas determinadas políticas en ellos se-
guidas; Pero lodo esto, más que una pro-
fundización teórica, constituye a mi modo de
ver la verificación en una formación social
concreta —la correspondiente al capitalis-
mo monopolista—de la validez de la teoría
marxista clásica del Estado, la cual en
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nada aparece desmentida y se halla, a nivel
teórico, escasamente profundizada. La me-
jor prueba de ello es que una de las tesis
más importantes de MILIBAND —la de la
relativa autonomía del Estado— ya había
podido deducirla POULANTZAS, no del aná-
lisis concreto de situaciones concretas, sino
del mero estudio de los clásicos del marxis-
mo y de los documentos del movimiento
obrero. Es muy posible que • esta obra sir-
va para destruir no pocos de los fáciles
errores en los que incurre tan frecuente-
mente el marxismo vulgar. También cons-
tituye una magnífica síntesis de los mejo-
res documentos disponibles y, como tal,
será un obligado punto de referencia en
el futuro. Pero esto no implica sin más
profundización teórica.

La obra se ha situado, pues, en la co-
rriente del pensamiento marxista, y aunque
no representa ningún cambio o salto cualita-
tivo, sí puede suponer un eslabón significado
del mismo. Creo de todos modos que podría
resultar conveniente introducir algunas mi-
tigaciones al carácter marxista de esta
obra. A primera vista puede apreciarse ya
una notable diferencia entre ella y las de
los marxistas clásicos. En las de estos últi-
mos encontramos casi siempre la reflexión
teórica al servicio de la acción política
práctica, que es la dominante informadora
de la totalidad del análisis—resultando
fieles de este modo a la creencia en la
operatividad como ideal de la ciencia—.
La obra de MILIBAND es en cambio la obra
de un profesor universitario que se cierra
en la mera actitud crítica, esquivando la
mayor parte de los problemas relacionados
con la cuestión fundamental de la transi-
ción al socialismo. Recuérdese, en efecto,
que al anunciar la evolución de los Esta-
dos capitalistas hacia el autoritarismo, en-
cuentra las causas fundamentales de la
misma en la incapacidad de éstos para re-
solver el malestar profundo existente y en
la falta de agencias políticas adecuadas
para la canalización de ese malestar. hacia
la alternativa socialista. La perspectiva se
le aparece, pues, muy sombría, y quizá
consciente de ello, se decide a abrir un
portillo a la esperanza, pues no otra cosa
es la profesión de fe contenida en el pá-
rrafo último de la obra, tan difícil de co-

nectar lógicamente con los precedentes. Pero
diciendo simplemente que "a pesar de todo,
el socialismo llegará", ni se resuelve el pro-
blema ni se nos pone en camino de resolver-
lo. En primer lugar, es preciso dar muchas
más razones que las alegadas por MILIBAND
para demostrar concluyentcmente la inade-
cuación de las agencias políticas del poder
contrarrestado^ y si esto se consiguiera, se-
ría preciso forzar el análisis teórico hasta
sus últimas consecuencias, pues es nada
menos que una parte considerable de la
aportación leninista al marxismo lo que va
en juego. También hubiera sido necesario
intentar, al menos, detectar con alguna con-
creción las nuevas razones del malestar pro-
fundo y el ámbito de extensión del mismo,
es decir, la base social objetiva de la trans-
formación socialista, quizá alterada, sin sa-
ber exactamente cómo, en las sociedades ca-
pitalistas avanzadas. Finalmente, rechazadas
las agencias políticas tradicionales, se im-
pondría también el apuntar los principios
rectores de las nuevas organizaciones im-
pulsoras • de la transformación. Creo que si
ésta hubiera sido asumida a nivel personal
como cuestión fundamental, hubieran tam-
bién resultado pertinentes y hasta de obli-
gado tratamiento no sólo las cuestiones apun-
tadas, sino aún otras muchas. No puedo
penetrar en las razones por las que han sido
soslayadas. Pero sí me parece oportuno ad-
vertir la limitación que estas omisiones im-
ponen a la obra.

Por otra parte, MILIBAND, al afirmar el
ideal socialista y negar al mismo tiempo
los socialismos actuales, nos recuerda —y
por ello en cierto modo se aproxima—la
reciente floración de autores que mantienen
la necesidad de "inventar el socialismo". De
ellos quizá haya sido MONOD él más radi-
cal, por concluir un ensayo, tan interesante
y sugestivo como polémico, con la afirma-
ción de que "la única esperanza del socia-
lismo no está en una revisión de la ideo-
logía que le domina desde hace un siglo,
sino en el abandono total de esa ideología"
(Le hasard el la nécessité, París. 1970.
página 194). En la misma corriente1 hay que
situar también la reciente obra de Robert
ARON, Le socialism ¡raneáis face au marxis-
me (París, 1972), en la que contrapone el
primitivo socialismo francés, de inspiración
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libertaria y tendencia a respetar la vida en
su diversidad, al maxismo, al cual—según
ARON— es inherente el autoritarismo, en
tanto que heredero del cartesianismo y de
la dialéctica de HECEL, cuyo esfuerzo por
resolver las antinomias en un estado supe-
rior de síntesis implica necesariamente una
coerción a nivel de la acción práctica, Cite-
mos, por último, la también muy reciente
obra de DUVKRCER, Janus (París, 1972), don-
de tras afirmar que el socialismo, tal como
ha sido instituido y se practica en el mun-
do, expone a resultados materiales medio-
cres y a atentados al hombre y la vida di-
ferentes, pero no menos graves y a menudo
más insoportables que el capitalismo, con-
cluye que la vía actual hacia el ideal so-
cialista está por inventar. Entre estos auto-
res y MILIBAND sigue habiendo desde luego
una diferencia fundamental, consistente prin-
cipalmente en que éste último en ningún
momento renuncia al marxismo. Lo que su-
cede es que al negar —ciertamente que sin
una sólida base argumental— la capacidad
operativa de las formaciones políticas mar-
xistas más importantes del mundo occiden-
tal, plantea la necesidad de probar esta
incapacidad y, caso de resultado positivo,
de proceder a una sacudida teórica de con-
sideración en la construcción marxista gene-
ral. Desde este punto de vista, la obra es
indiciaría de la crisis ideológica del campo
marxista, crisis que no podía venir demasia-
do alejada de sus fracasos políticos.

Cuanto precede no puede ni quiere ir en
detrimento del valor fundamental de la
obra, representado principalmente por su
aportación crítica al conocimiento de la
estructura y función del Estado en las so-
ciedades capitalistas avanzadas. Es precisa-
mente esta aportación la que más interesará
a los estrictos fines de la revisión y posible
reconstrucción de la teoría jurídico-pública.
Sabido es que las categorías de ésta, como
las de toda teoría jurídica en general, tienen
un innegable sustrato ideológico, represen-
tado en el caso del derecho público por una
determinada concepción del Estado. De ahí
que una obra como la presente, conmove-
dora de tantas creencias infundadas, no haya
de dejar inmóviles a los que todavía pueden
oír y se sienten capaces de llevar adelante,

a un nivel más profundo que el meramente
formal, la empresa conjunta de la recons-
trucción sistemática del derecho público.

J. PRATS

MOLINERO, César: La Intervención del Es-
lado en la Prensa. Editorial Dopesa, Bar-
celona, 1971, 350 pp.

La Intervención del Kslado en la Prensa
consta de siete capítulos: I. "Las libertades
y sus garantías". II. "La libertad de Pren-
sa". III. "La policía de Prensa en España".
IV. "La crisis de la libertad de Prensa".
V. "La Prensa en España". VI. "La censu-
ra"; y VII. "La potestad organizadora de In
Administración" (A), y la "Potestad san-
cionadora de la Administración" (B).

En él primero de ellos MOLINERO analiza
desde una perspectiva estrictamente liberal,
el problema de las libertades individuales
(poniendo a los Estados Unidos originarios
como ejemplo), sus antecedentes históricos
(declaración de 1789) y su protección me-
diante el ejercicio de los derechos políticos
por los ciudadanos. Esta situación, acorde
con los principios liberales, cambia comple-
tamente de dirección cuando el Estado —por
una serie de causas que el autor no especi-
fica— se torna interventor; el no Jiacer que
con anterioridad garantizaba los derechos
individuales, se convierte en intervención
estatal como única posibilidad de garantizar
su ejercicio. En 1789, se proclamaron unos
derechos, nada más. Era necesario arbitrar
un sistema de garantías, encuadrado en la
Ley en sentido formal, que dibujara los lí-
mites de la actuación administrativa. El Es-
tado, que se ha visto obligado a intervenir,
mediante la reglamentación de la libertad,
la ha socializado sin vulnerar el sistema de
respeto al imperio de la Ley. Con otras pa-
labras, se viene a decir que el motivo prin-
cipal de la intervención fue la toma de con-
ciencia del Estado de una manera espon-
tánea para' la ordenación de una sociedad
más justa, donde las libertades, jurídicamen-
te determinadas, tuvieran un desarrollo más
acorde en el conjunto social. Con ello—afir-
ma— se cambia la denominación de líber-
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tades individuales por la de libertades pú-
blicas, en el sentido de que ya no sólo
se declaran, sino que también se reconocen
y se reglamentan para garantizar su ejer-
cicio.

De ahí que la actividad de policía en esta
materia—según nos dice—se traduzca en
un control del ejercicio permitido de las
libertades públicas para evitar extralimita-
ciones perturbadoras mediante la coacción
proporcional y anlerior {policía preventiva)
o posterior (policía represiva) en sus di-
versas formas.

la libertad de expresión se encuentra so-
metida al mismo régimen que las demás
libertades públicas, porque, además de re-
conocerse, debe reglamentarse su ejercicio.
"El Estado que no protege lis libertades
políticas con ordenamientos jurídicos comple-
tos por mucho que se manifieste favorable-
mente a los derechos del hombre, incumple
su misión y desvirtúa el fin como Institu-
ción de Derecho y de Justicia."

España cuenta con el artículo 12 del
Fuero de los Españoles, que hasta la de-
rogación de la Ley de 22 de abril de 1938
y el apartado c) del artículo 40 de la Lév-
ele la Jurisdicción Contencioso-administrati-
va, no podía tener una plasmación real en
lo que a Prensa se refiere. Aun hoy día
—nos dice—-los limites, debidamente pro-
mulgados, a la libertad de expresión escrita
ofrecen serias dudas por la posible arbi-
trariedad administrativa en su aplicación.

El capítulo II trata de las modalidades
que puede adoptar la intervención adminis-
trativa en la Prensa (en forma de servicio
público, por ejemplo) y destaca los peligros
que esto supone para la objetividad, tan
necesaria en la información. El mismo au-
lor reconoce que "la objetividad es una
virtud difícil de practicar para los gober-
nantes". A continuación sitúa históricamente
con prevedad el origen y desarrollo de la
Prensa en la antigüedad y desde la segunda
mitad del siglo xix hasta nuestros días.

El tercer epígrafe está destinado exclusi-
vamente al estudio de la normativa de la
Policía de Prensa en España desde 1430
a 1966. Son 58 páginas de legislación cons-
titucional, legal y reglamentaria en un in-
Ionio de seguir su evolución. Las alusiones
al contexto general del país que en cada

momento histórico motivó la adopción de
una actitud del Poder frente a la Prensa
son escasas, así como también las siempre
necesarias referencias a la situación socio-
económica de España durante este período.

Las últimas décadas se han caracterizado
por una reconsideración de la política en
general mantenida en etapas anteriores. Las
circunstancias han variado esencialmente.
El Estado interventor es una realidad. La
revolución científico-técnica del neocapita-
lismo ha constituido un mundo de muy
diferente fisonomía. MOLINERO aborda muy
brevemente en el capítulo IV algunos de
los problemas que este cambio ha impues-
to sobre la Prensa: influencia de la Ad-
ministración a través de la distribución del
papel, el paso de empresa informativa indi-
vidual a sociedad capitalista, la creciente
concentración empresarial, la dependencia
de las empresas de factores exógenos a la
información —la publicidad y subvenciones
estatales—. etc. Denuncia tímidamente los
peligros que estas circunstancias entrañan
para la libertad de Prensa e Información.

El papel mis importante en orden a evi-
tar exirjl¡mil;icione.« en el ejercido He!
derecho a la libertad de expresión para que
no lo conviertan en una mera declaración
programática ha de jugarlo la Administra-
ción —según nns dice—• "La Administra-
ción debe amparar su ejercicio (el de la
libertad de Prensa) dentro de un orden ju-
rídico de garantía al que puede imponer
unas medidas represivas como sanciones
ante una infracción —con proporcionalidad
a su aplicación—, pero no debe establecer
medidas preventivas porque entonces entor-
pece el derecho a la opinión y por con-
secuencia la libertad de Prensa." Es preci-
so tomar conciencia también-—añade—que
algunos neoautoritarismos contemporáneos
—en una vuelta formal al absolutismo real
y divino— pretenden arrogarse el derecho de
poseedores de la verdad, cuya única inter-
pretación corresponde a la Administración.

Llega a la conclusión de que "no hay
derecho sin límites ni declaración sin nor-
ma o reglamento, precisamente para que se
garantice su ejercicio". Este juego equili-
brado y justo de garantías particulares y
prerrogativas administrativas constituye el
único suelo adecuado para el florecimiento
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de la libertad y, concretamente, la Prensa
sin que se olvide la fiscalización jurisdic-
cional de la actuación administrativa.

Seguidamente bosqueja la fisonomía cons-
titucional que la libertad He Prensa tiene
en algunos países para abordar, a continua-
ción otra vez, el intervencionismo de la
Administración y el servicio público de in-
formación.

El núcleo del libro, quizá, lo constituya
el capítulo V. Es un omnium en el que
se pasa revista prácticamente a toda la le-
gislación vigente sobre Prensa en España.
Análisis que va desde la Ley de 18 de
marzo de 1966 hasta el derecho de réplica,
pasando por una variada gama de proble-
mas tales como las agencias, las asociacio-
nes profesionales o la prensa infantil y al-
gunas sentencia del Tribunal Supremo. Este
capítulo, que podía haber resultado suma-
mente interesante, queda deslucido por la
ausencia de consideraciones sobre la situa-
ción actual de la Prensa. El autor se limita
a sistematizar los textos legales, sin que en
ningún momento intente profundizar en los
mismos. Después de su lectura, el lector
queda insatisfecho y cansado.

El tan discutido punto de la censura de
Prensa en España nos lo presenta en el ca-
pítulo VI, después de una breve referencia
histórica de esta institución en la antigüe-
dad y en el Derecho Comparado. En nues-
tro país —dice— la evolución ha corrido pa-
reja a la de las constituciones, aunque
desde el siglo xvm se ejercía en pequeña
escala sobre la "Gaceta de Madrid" y, más
larde sobre "Mercurio histórico y político".
Mayor atención se presta a la censura ins-
tituida por la Ley de 22 de abril de 1938,
a su posterior atenuación y a su derogación
definitiva.

La última parle de la obra está dedicada,
por una parte, al estudio de las transfor-
maciones administrativas de. organización
referidas a la Prensa, y a la actividad san-
cionadora de la Administración, por otra.
El método empleado es el mismo que en
algunos capítulos anteriores. MOLINERO ras-
trea la evolución legislativa a partir de
1936 hasta el presente.

La segunda parte se inicia con un inten-
to de diferenciación entre ilícito penal e
ilícito administrativo para añadir, a conti-

nuación, que en virtud de la Ley de 1966
pueden conocer de un mismo hecho las ju-
risdicciones civil, penal y administrativa.
Seguidamente interpreta algunas modalida-
des de sanción y otras cuestiones para con-
cluir con la idea mantenida a lo largo de
toda la obra: "el ejercicio de algunas li-
bertades debe efectuarse dentro de un or-
den reglamentario. Cada vez es mayor el
reconocimiento de los derechos individuales
dentro de los justos cauces de las normas
de policía que el propio Estado promulga
para la defensa social de las libertades".
Y añade: "1.a libertad de Prensa o de ex-
presión ha de imponer siempre el legal
ejercicio de la misma bajo el amparo H"l
Estado. El Estado que no protege esta ma-
nifestación, puede haber proclamado las»
libertades políticas, pero no garantiza su
ejercicio. Las leyes sociales, los derechos
sociales, han socializado la libertad dándo-
le instituciones y figuras jurídicas dentro
de las cuales el ciudadano puede ejercer su
derecho (...). El Estado debe evitar prote-
ger excesivamente la libertad, sobre todo si
ésta es de expresión, que no deje oír las
voces de los discrepantes. Proteger él ejer-
cicio de las libertades también significa
libertad para opinar a los que no pertene-
cen al partido gubernamental."

Hasta aquí las ideas que se barajan en
el libro. Todas ellas, girando en torno a un
punto- fundamental ya aludido, las liberta-
des individuales del capitalismo liberal han
pasado a convertirse—a impulsos del in-
tervencionismo estatal—en libertades públi-
cas socializadas. La libertad de Prens;i,
como las demás, sólo puede quedar garan-
tizada mediante la vigilancia constante <lci
Estado, tutelador y coordinador de los di-
versos intereses sociales. Ahora bien, con
cuidado de no ahogar las voces disonantes,
lan necesarias para el correcto funciona-
miento del equilibrio del Poder.

Las cuestiones más serias que podrían
plantearse a la luz de lo expuesto por el
autor son las siguientes:

1. La contradicción existente entre la
obra y las declaraciones del autor cuando
mantiene la necesidad de no quedarse en
una contemplación estricta de las normas. En
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opinión del rccensionista MOLINERO hace
precisamente lo contrario.

2. El uso exclusivo de los textos lega-
les. Se echan de menos, por su ausencia
o escaso, tratamiento, asnéelos tales—sin
ánimos de ser exhaustivo—como: la estruc-
tura del Poder y su influencia sobre la
Prensa; papel político de la Prensa y la
información; concentración de empresas,
lemlencias monooolizadoras y su repercu-
sión sobre la libertad de expresión; influen-
cia de la publicidad sobre la información;
estructura social y libertad de expresión:
manipulación de la información; ideología
y Prensa, etc.

3. Saber hasta quú punto es cierta la
afirmación varias veces repetida por MOLI-
NERO de que la intervención estatal se pro-

intervención en nuestro país. No que-
dan claramente delimitados los su-
puestos políticos e ideológicos de cada
estadio histórico tratado.

Algunas de estas observaciones caracerían
de sentido si el autor hubiese delimitado
al comienzo de la obra el objeto de su in-
vestigación. Hubiéramos tenido que limi-
tarnos a constatar las pretensiones con su
realización. En todo caso a comentar los
defectos o excelencias del trabajo siempre
dentro de las fronteras declaradas. Pero
MOLINERO inicia su libro con el primer ca-
pítulo, sin introducción alguna. El recen-
sionista, por tanto, ha tenido que guiarse
por el título de la obra que no puede ser
más ambicioso. Queda, pues, legitimado para

duce para defender y proteger los derechos °Plna! n o s o l° sohl>: l o s d e f e c l o s ° **>»•
individuales declarados en el estadio históri-
co anterior; es decir, si la causa fue la
bondad del sistema por dar un contenido
real a lo que hasta entonces fue meramente
formal o, más bien, intentar salvaguardar en
lo posible del derrumbamiento que se ave-
cinaba, mediante técnicas cada vez más
enérgicas y sutiles, las libertades que prác-
ticamente monopolizaban algunos sectores
sociales.

4. Resulta muy dudosa la afirmación del
autor de que la intervención estatal da
lugar a la "socialización" de las libertades.
El problema aquí se convierte en semántico,
es decir, qué contenido exacto tiene el tér-
mino "socialización". Si por tal entende-
mos posibilidad de ejercicio de las liber-
tades por todos los ciudadanos—como pa-
rece que pretende el autor—, podría argüir-
se que no todos tienen esta posibilidad, a
pesar de lo que aparentemente pueda pa-
recer. La cuestión no queda clara por la
imprecisión con que el autor rodea la uti-
lización del término.

5. Su escasa aportación en dos sentidos:

a) Bibliográfica: apenas se citan obras
sobre la materia que sean de utilidad
al jurista interesado por la Prensa.
Tratándose de una tesis doctoral, esta
laguna es importante.

b) Ideológica-política: al llegar a la úl-
tima página, el lector no sabe con
exactitud por qué se ba producido la

des de lo que se dice en el trabajo, sino
también sobre lo que se debería de haber
dicho.

R. M. RUIZ

MONTALVO CORREA, Jaime: Las normas de
obligado cumplimiento. Un estudio sobre
el intervencionismo del Estado en la ne-
gociación colectiva en España, Madrid,
Publicaciones de la Escuela Nacional de
Administración Pública, 1972, 348 pp.

Una de las piedras de toque que mejor
permiten apreciar la validez de los produc-
ios de investigación universitaria en un
sistema académico determinado se halla en
el tratamiento de los que han dado en lla-
marse temas encrucijada; temas de ámbito
pluridisciplinar, cuyas -dificultades no son
sólo de índole subjetiva, en cuanto exigen
al investigador el dominio o, al menos, el
conocimiento profundo de dos o más ramas
científicas, sino frecuentemente también de
naturaleza objetiva, circunstancias extrínse-
cas al jurista e impuestas por el entorno
sociológico de la Universidad en que des-
arrolla su actividad. Estas dificultades obje-
tivas poseen una entidad muy notable en
nuestro país, y son resultado directo del
acantonamiento académico en que se ha-
llan las diversas disciplinas jurídicas.
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Claro está que tal acantonamiento no es
un fenómeno simple, sino de orígenes muy
complejos, cuyo examen detallado nos lle-
varía muy lejos. Basten, pues, unas some-
ras indicaciones. En la base del acantona-
miento se halla, en primer lugar, y como
ya ha sido advertido reiteradamente, el fe-
nómeno de disgregación sufrido por el tron-
co del jus commune desde comienzos del
siglo xix y su dispersión progresiva en una
serie de ramas autónomas henchidas de fer-
vor nacionalista, de afán de independiza-
ción que ha tendido, ante todo, a descubrir
diferencias y factores de individualización
más que a resaltar las notorias afinidades
existentes entre las diversas disciplinas;
afán de hallar una misteriosa sustancia pro-
pia, característica e intransferible de cada
disciplina que ha conducido con no poca
frecuencia a resultados abiertamente criti-
cables (la Ley General Tributaria y la de
Contratos del Estado serían dos ejemplos
paradigmáticos de esta tendencia) cuando
no absurdos. La esterilidad de estos empe-
ños no debe sorprender a nadie, porque
las adjetivaciones de categorías genéricas
no pueden llevar sino a diferencias adjeti-
vas, en absoluto sustanciales.

En segundo lugar, y como consecuencia
directa del fenómeno precedente, el herme-
tismo científico o la creación de colectivos
cerrados. Cada disciplina crea sus adeptos,
que se alimentan exclusivamente de la pro-
ducción científica interna, que tiende a rein-
terpretar la totalidad del orden jurídico des-
de su perspectiva particular y a convertir
dicha reinterpretación en la única válida
desde el punto de vista de ese colectivo
singular, olvidando por completo su carác-
ter parcial. La comparación de tres manua
les españoles cualesquiera de Derecho civil,
administrativo y laboral en lo relativo al
tema de las fuentes normativas es una «ruc-
ha concluyeme de este hecho, por lo ñemás
evidente.

Y en tercer y último lugar, la estamen-
talización del proceso de formación de do-
centes. La estructuración del acceso a la
docencia numeraria en base a técnicas es-
trictas de cooptación determina inevitable-
mente la formación de clientelas de tio> de-
fensivo, en las que el aspirante ha de cum-

plir una serie determinada de pruebió Je
valor predominantemente simbólico: ritos
de aire caballeresco—léase publicaciones—
en los que el contenido científico es fre-
cuentemente secundario y en los que prima
la finalidad de halagar la vanidad de los
Mei.Hersingers, de granjearse las simpatías
de los restantes "no numerarios" y, ante
todo, de demostrar la posesión—real o fin-
gida— de genialidad, finura y erudición so-
bresalientes. El aparato de citas con que
acostumbramos a adornar los artículos y
monografías no tiene, con harta frecuencia,
otra función, que se cumple de modo me-
cánico e inconsciente por los propios suje-
tos activos de la investigación. El presunto
aspirante a la docencia superior no sólo
"escribe de", sino que, sobre todo, "escri-
be para", para ser leído con la esperanza
de ser admirado o, al menos, de ser mirado
con complacencia por quienes ven refleja-
dos sus apellidos en la letra impresa del
libro o la revista; ello obliga a forzar las
citas, que tienden a referirse a los compo-
nentes del colectivo científico agrupado en
torno a "su" disciplina, con perdida de otra<
perspectivas.

Todas estas circunstancias son determi-
nantes del acantonamiento científico antes
aludido. De hecho, y como resultado de to-
das estas concausas, los juristas universita-
rios españoles solemos desconocer todas las
ramas jurídicas que no sean la nuestra pro-
pia, no sólo a niveles profundos (lo cual
sería prácticamente imposible), sino incluso
a nivel de conocimiento superficial. En es-
tas condiciones, lanzarse a tratar un tema
puente entre dos disciplinas requiere una
dosis considerable de valor y de ganas de
trabajar con el riesgo siempre presente de
que el producto no resulte coherente y ar-
mónico.

Kstas consideraciones son necesarias, creo,
para comprender adecuadamente el signifi-
cado del libro de Jaime MONTALVO (una
parte del cual fue publicada ya en las pá-
ginas de esta misma REVISTA), que refleja
con toda fidelidad este mundo de tensiones
al que acabamos de referirnos en el campo
de las relaciones entre el Derecho administra-
tivo y el Derecho del Trabajo. En efecto, se
trata, para entendernos, de un libro de
Derecho administrativo escrito por un la-
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boralista; la disociación entre la materia
del libro y la calidad de su autor se refleja
ya en su mismo titulo, que comienza alu-
diendo a una manifestación de la potestad
reglamentaria de la Administración —las
Normas de Obligado Cumplimiento—; esto
es, a un tema en principio jurídico-adnii-
nistrativo, pero que advierte inmediatamen-
te sobre su carácter perspcctivista, en cuan-
to pretende efectuar "Un estudio sobre el
intervencionismo del Estado en la negocia
ción colectiva en España". Dos perspectivas,
pues, mantenidas incluso en bloque a lo
largo del texto con perfecta sime'.ríi: W
introducción y el capítulo I del libro son
dos auténticas monografías típicas do De-
recho laboral; los capítulos II y III, en
cambio, son dos estudios de Derecho admi-
nistrativo con algunas incrustaciones jurí-
dico-laborales.

Esta peculiar composición del libro no
es en modo alguno sorprendente, en cuanto
refleja la situación real del Derecho espa-
ñol del trabajo como disciplina científica.
No es mi intención, desde luego, abordar
en unas pocas líneas el tema de la autono-
mía del Derecho del Trabajo, que sería
una imperdonable frivolidad, sino sólo re-
sallar el anómalo destino científico que ha
cabido en España al tema de la Adminis-
tración laboral o intervención administrtiva
en las relaciones laborales, olvidada por los
adminislrativistas (con la singular excepción
de A. GCJAITA) y tratada por los laboristas,
salvo muy contadas excepciones, con un co-
nocimiento del Derecho administrativo bas-
tante defectuoso. Así se refleja en el es-
tudio de las fuentes normativas del Derecho
laboral español, en el cual se siguen escu-
chando las discusiones más peregrinas en
torno a la naturaleza jurídica de las regla-
mentaciones de trabajo y de los convenio-
colectivos sindicales, temas que no ofrecen
la menor dificultad desde el plano del De-
recho administrativo en cuanto reglamentos
puros y simples, con un singular procedi-
miento de elaboración por lo que se refiere
a los convenios, realidad que los laboristas
se resisten pertinazmente a admitir en base
a una construcción del convenio colectivo
sobre las categorías y la legislación extran-
jeras que resultan manifiestamente inapli-
cables en nuestro país, como el propio Mox-

IALVO nos demuestra (pp. 54-58) en un agu-
do análisis del alcance de la intervención
administrativa en la aprobación del conve-
nio; análisis del cual, sin embargo, no se
extraen sus últimas conclusiones, quizá por
el temor de lanzar afirmaciones que en de-
terminados ámbitos pudieran reputarse he-
terodoxas, en cuanto atentatorias a Ja inde-
pendencia de la disciplina científica.

Este comentario marginal en torno a la
naturaleza del convenio colectivo pudiera
repetirse de otros muchos pasajes del libro,
principalmente de sus capítulos II y III.
A lo largo de ellos, el autor da cumplida
muestra de un conocimiento muy profundo
de la trama institucional del Derecho ad-
ministrativo español, hecho poco frecuente
entre los laboristas, como antes se ha hecho
notar, llegando a conclusiones brillantes,
que sólo se ven empañadas por la insisten-
.cia en problemas colaterales, jurídico-labora-
];s, que en el conjunto del análisis resultan,
a mi juicio, completamente innecesarios
,(así, el examen de la naturaleza de la ñor-
I ía de obligado cumplimiento como regla-
mentación o como convenio colectivo, pá-
ginas 222 y ss.), y que sólo se explican
en la necesidad de alimentar los tópicos del
colectivo científico al que el libro va di-
rigido. Indudablemente, el libro hubiera ga-
r.ado no poco si el autor se hubiera esfor-
zado ¿n olvidar su condición de laboralista
y de opositor a cátedras.

Estas consideraciones metodológicas no
deben interpretarse, empero, como una dis-
crepancia global con el planlemiento del
libro, que me parece, dejando a un lado
los condicionantes externos del autor, ab-
solutamente honesto y válido. Es el libro
de Jaime MONTALVO un libro importante no
sólo por el intento de acercamiento que
supone al campo del Derecho administrativo,
acercamiento que sería deseable cundiera
entre los laboralistas españoles, sino, ante
todo, por su contenido científico. Evidente-
mente, el tema está agotado desde todas las
perspectivas, singularmente desde la pers-
pectiva jurisprudencial y de resoluciones mi-
nisteriales y de las Direcciones Generales
del Departamento, punto en el que la do-
cumentación es verdaderamente abrumado-
ra, no sólo por su abundancia, sino por
la minuciosidad y dificultad de las refe-
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rendas. Es de resaltar, por otra parte, el
carácter problemático del libro, que en nin-
gún momento se restringe al análisis exegé-
tico o descriptivo de preceptos, sino que se
se desenvuelve en un suscitar continuo de
problemas reales, resueltos con no poca
valentía. Un libro, por tanto, de consulta
obligada y provechosa, que viene a desme-
nuzar un tema hasta ahora virgen, no sólo
i:n el Derecho laboral, sino incluso en Dere-
cho administrativo, y cuya utilidad viene
acrecida con la adición de unas excelentes
tablas estadísticas enormemente significati-
vas, que refrendan por sí solas la importan-
cia del tema.

Y para terminar, sólo un punto clara-
mente negativo en el libro comentado: su
presentación editorial, de una austeridad
espartana en tipografía y márgenes, que
contrasta con el nada despreciable precio
del libro y con la línea de esmero que ca-
racteriza, por lo general, a las publicaciones
de la Escuela ¡Nacional de Administración
Pública. Evidentemente, el libro merecía,
por la importancia de su contenido, una
más cuidada apariencia exterior.

J. A. SANTAMARÍA PASTOR

MORKI.L OCA.ÑA, Luis: Estructuras locales y
Ordenación del espacio. Col. Estudios de
la Administración Local. IF.AL, 1972. Ma-
drid, 250 pp.

Aunque el tema del "territorio" ha sido
siempre el trasiondo sobre el que se alza-
ban las construcciones de la Administración
local, mucho más que sobre la estatal, por-
que aun definiendo a esta última como "la
Administración soberana sobre un determi-
nado territorio" (recuérdense las definiciones
en este sentido de un JKLI.INEK O del mis-
mo Hans KEI.SEN), lo cierto era que su ma-
yor papel lo jugaba —y lo sigue jugando—
sobre la otra, la Administración local, en
cuanto los autores aludían a las diferencia-
ciones que de hecho se establecían entre
los entes locales, por encima de su unifor-
midad legal, como secuela de su distinto ta-

maño territorial, alterado por fusiones, in-
corporaciones y anexiones más de ¡acto que
de iure. A lo que hay que añadir la enorme
importancia que el territorio ha pasado a
desempeñar como efecto de una política
autónoma y que le hace objeto y guía como
es la llamada política de "la ordenación del
espacio", tan conocida en su homónima fran-
cesa de "l'amenagement da territoire". F.n
España casi hasta la presente obra, esla
política no había merecido el tratamiento
doctrinal adecuado y se ha venido viendo
más desde la perspectiva económica que jurí-
dico-administraliva. Por esto (1) es por lo
que el magnífico trabajo investigador del
profesor MORELL OCAÑA merece nuestros
mayores plácemes al venir a llenar una la-
guna que se hacía sentir ahora más que
nunca cuando nuestro régimen legal local
parece en trance de superación de su ra-
quitismo uniformisla para dejar paso a un
amplio abanico de tipos de entidades loca-
les que vengan a estar más en función de
la realidad que de simples esquemas fijos
y abstractos.

En las primeras páginas el autor esboza
concisamente la evolución conceptual histó-
rica sobre el territorio: el territorio nunca
ha sido visto del mismo modo ni como
ahora; nombres geográficos—como "Finis-
Ierre"— expresan mejor que ningún otro
término el límite que los hombres de cier-
tas épocas se ponían a su visión territorial
—admitiéndolo como algo dogmático, que no
podía violarse (de ahí que las aventuras
descubridoras fueran sinónimo de aventu-
ras audaces propias de espíritus locos y aven-
tureros)—. Del espacio como "vacío" tras
de un límite, propio de la Edad Media, se
pasa al concepto moderno "como magnitud

(1) Que conozcamos, sobre la ordenación
del espacio sólo se habia escrito bajo forma
de libro en España el trabajo de G. SÁENZ DE
BURUAGA, en la editorial Guadiana de Publi-
caciones. Con carácter más particular, aun-
que con referencias amplias y reiteradas al
territorio, vemos algún tratamiento en el
número monográfico dedicado por la revista
• Información Comercial Española», en el ve-
rano de 1972, sobre el análisis a nivel regio-
nal del Plan de Desarrollo y en el que se
incluyen varios trabajos de economistas so-
bre el papel del' territorio en la planifica-
ción económica española; a nivel económico,
os uno de los trabajos más interesantes que
conocemos, al enfrentarse con el tema de
modo critico y mirando al futuro.
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matemática", susceptible de organización, de
donde arrancan todos los caminos que lle-
van a una multiplicación del funcionalismo
del territorio. Todo este proceso tiene que
repercutir necesariamente en las relaciones
Estado-Entes locales y, por tanto, en lo que
el autor llama "distribución territorial del
poder". Justamente desde estos prolegóme-
nos se abre la tesis del autor: no puede ha-
blarse de zonas acotadas de poder ni de
competencias y hay que superar viejos ex-
clusivismos, lo que en el fondo ataca una
política estatal que ha estado mirando ta-
les zonas como propias de los entes loca-
les, beneficiándose ella de su carácter su-
pralocal y superterritorial.

Al haber un trasvase continuo y perma-
nente de actuaciones entre el Estado y los
entes locales, debe haber una gran flexibi-
lidad entre las competencias de uno y otros,
de forma que por esta vía queremos dedu-
cir del pensamiento del autor que todos los
entes territoriales deben participar en to-
das las funciones que sobre su territorio se
desenvuelvan, por lo que ni los entes loca-
les tendrán solo unas determinadas compo-
tencias—que les han enclaustrado más que
desarrollado—ni el Estado será el único
competente para emprender ciertas activida-
des —como, por ejemplo, de planificación eco-
nómica—. Con MORELL el esquema territo-
rial adquiere una gran fluidez, propio de
una época tan fluida en comunicaciones, y
relaciones de todo tipo. Es un esquema su-
mamente atractivo, cuya puesta en práctica
seguramente exigirá una gran apertura por
los posibles ejecutores y sobre todo una
pueMa al día de sus concepciones con aban-
dono de unos perjuicios que son aquí más
fuertes y arraigados que en ningún otro
tema. La eliminación de las fronteras a
nivel local no ha tenido su fin, y para lo-
grarlo en un mundo de dimensión cósmica
colabora extraordinariamente esta obra.

En sus consideraciones el autor tiene bien
presente la historia tan influyente en la
configuración de la estructura territorial
local y que tanto ha jugado frente a su
condición "natural". No podemos saber has-
ta qué punto ambas corrientes se han com-
pensado recíprocamente por cuanto la "na-
turalidad" de los entes locales ha jugado en
pro de los núcleos de población allí donde

se presentasen y la "legalidad", en pro de
la uniformidad de esa naturalidad; la ge-
neralización a que aluden las Cortes de
Cádiz incluye tanto la extensión del fenó-
meno municipal como su uniformidad: mu-
chos e iguales municipios. Pero en su tras-
fondo había una fuerte dosis de quietismo,
al contrario de nuestra época, caracterizada
por el mayor dinamismo y los más profun-
dos cambios, y es esto lo que hay que tener
en cuenta para que el esquema legal no se
convierta en pura arqueología de tanto con-
tenido histórico como tiene. En ese dina-
mismo figura la misma marcha de las ciu-
dades, con tantas repercusiones en el ámbito
urbanístico y demográfico (en definitiva han
sido ellas las que con su inmenso desarro-
llo han engendrado toda la crisis del es-
quema local tradicional; han dejado de ser
recintos amurallados, para ser espacios su-
cesivamente . habitables y que sin solución
de continuidad, por barrios, con urbanizacio-
nes, zonas residenciales, reservas rústicas, et-
cétera, constituyen las grandes áreas metro-
politanas, cuya existencia es la mejor prueba
contra el referido esquema y la urgencia de
su reforma). Atendiendo a numerosas fuen-
tes, y principalmente a las sociales y econó-
micas, el autor insiste en una idea sobre la
que se ha manifestado, como es la concep-
ción comarcal; diríamos que las comarcas
son tan naturales como los municipios, y
por ellas éstos han superado su uniformismo
y raquitismo. Una primera solución al citado
esquema sería la comarcalización, delimitar
comarcas o espacios comprensivos de varios
municipios y sobre los cuales uno actuará
como jefe de fila. En su estudio, el autor
adelanta una opinión en relación con el ar-
tículo 45 de la LOE española, al hablar de
"divisiones territoriales distintas de la pro-
vincia", incluyendo como una de las posibles
a las comarcas, pero no a las regiones que
a nivel constitucional local quedan exclui-
das, por cuanto reúne su requisito: la co-
marca es una división territorial y no un
nuevo tipo de ente local, aunque se impone
alguna institucionalización a través de la
asociación de varios municipios, frente a )o
que no existen obstáculos legales. El autor
esboza distintas medidas para lograrla, como
profundo conocedor del tema, como es. :
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Mas si la comarca sirve para superar la
pequenez de algunos municipios, el fenóme-
no metropolitano caracteriza un aspecto com-
plementario: el engrandecimiento de algu-
nos municipios, a manera de "lechos de Pro-
custo", que no cesan de absorber territorios
limítrofes, y en donde la ciudad y el cam-
po se engloban (la cita de BLUMENFELDS es
acertadísima, y todos conocemos la existen-
cia de esas metrópolis, rodeadas de crecien-
tes habitáculos-dormitorios y con zonas cla-
sificadas por sectores de oficios y trabaj'03,
con centros exclusivamente mercantiles y
con múltiples núcleos de población disemi-
nada). Se hace un detenido estudio de este
fenómeno desde el plano español, compara-
do y organizativo, con interesantes referen-
cias sociológicas al destacar el peso —favo-
rable o desfavorable— del mismo, por cuan-
to si bien la gran ciudad es puesta como
modelo de movilidad social—donde !(>s in-
dividuos tienen mayores posibilidades de
cambiar de status o de mundo, a lo que
tantos autores se han referido—, por otra
también lo es de frustraciones. Para evitar-
las deben poseer los suficientes medios para
que cumplan con sus fines (recordemos por
nuestra cuenta el origen medieval de las
ciudades, vistas ya como "refugio de las li-
bertades") (2).

(2) El tema de las grandes ciudades, jun-
to con el de su gobierno, es uno de los
mas sujetos a los bandazos de opinión, qui-
zá por las distintas perspectivas en que se
colocan los opinantes: para los vecinos, la
mejor forma es la gestión directa con un
elevado grado de participación democrática
—idea de la que se proclaman partidarios
los profesores GARCÍA DE ENTERRÍA y COSTINAS
PELÁEZ, en su ponencia al Congreso de Mu-
nicipios de 1969 y de la quo se recogen al-
gunos párrafos en forma de citas en este
libro—, por cuanto ven que sólo es su
preocupación la que puede resolver los pro-
blemas diarios de servicios y demás presta-
ciones (cuidado de calles, recogidas do ba-
suras, escuelas, centros de recreo, do higie-
ne, etc.), a través de espontáneas asociacio-
nes que con los mejores deseos nacen para
colaborar con la Administración local insti-
tucionalizada. En cambio, ésta, tan defenso-
ra siempre de sus competencias, aunque no
las ejercite, las ve con recelo y hay en ella
más actitud de despego que de acercamien-
to. Aunque sea como botón de muestra pue-
ds citarse la opinión recogida en la «Revista
Moderna de Administración Local», número
735-6, de un secretario municipal sobre la
base 13 del Proyecto de Régimen Local so-
bre la participación vecinal en una esfera
de acción compartida y frente a la que se
muestra totalmente en desacuerdo, so capa
de una defensa de la gestión técnica.

El autor pasa revista a los distintos pro-
yectos que en el Derecho comparado se han
producido (ley francesa de 31 de diciembre
de 1966 e Informe RADCLIFFE-MAUD, en
Gran Bretaña), exponiendo su punto de vis-
ta sobre cómo distribuir las competencias
entre los municipios integrantes del área
metropolitana, con su enumeración espe-
cífica.

En lo que podríamos estimar segunda
parte, se analiza la estructura territorial
provincial y la regional. Sobre la primera
comienza por delinearse su proceso confi-
gurador histórico, de carácter muy artificial,
que a través del tiempo se ha ido "natura-
lizando". Colocándose en un punto medio,
el autor se declara partidario del carácter
instrumental de la provincia, sobre la que
el Estado podía descentralizar algunas de
sus competencias. En cuanto a la región,
y como ya adelantamos, el autor le niega su
raigambre constitucional, por lo que sólo
para fines concretos puede hablarse de este
escalón territorial; es una opinión más que
legal por cuanto considera a la región has-
ta cierto punto como embrión del Estado y,
por consiguiente, incompatible con su exis-
tencia —repetimos, a nivel político, no a
otros niveles—; opinión, no obstante, des-
personalizada y objetiva, desarrollada y ex-
puesta de manera generalizadora y aunque
en ocasiones sin alusión concreta, con la
vista más en el caso español que en ningún
otro (el caso italiano podría citarse por los
defensores de la región política, como po-
sible y subsistente con el Estado). Es una
postura prudente, afincada en la legalidad
vigente, que no deja resquicio a la cons-
trucción y ni siquiera a la visión de una
región al mismo nivel territorial que puede
estar—y está—la provincia y el municipio
(las referencias a otros sistemas pueden ser
cantos de sirena,, engañosos y falaces, sin
eficacia real alguna hic et nunc). Lo que
llama "la concepción funcional de la re-
gión" la enjuicia desde una triple perspec-
tiva, que a continuación desarrolla: la re-
gión como espacio económico, como área
de influencia de un gran conjunto urbano
y como unidad territorial, idónea para el
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desarrollo de ciertas funciones administra-
tivas. Sugestivos epígrafes (como los de "la
regionalización de la organización adminis-
trativa", "la cristalización de las funciones
regionales", etc.) nos indican lo mucho que
queda por alcanzar en este campo tan atrac-
tivo de la región.

En suma, una obra de planteamientos am-
plios, con miras más en el futuro, aunque
sin olvido del pasado, cercano y lejano, de
esos niveles territoriales que han sido la
esencial armazón de la Administración local,
sobre la que la vida moderna, en todos sus
aspectos, tan subrayados por el autor, pone
interrogantes como una nueva challenge toy-
beana, a manera de desafío, para forzarnos
a buscar respuestas, que son precisamente
las que MORELL OCAÑA enumera, con espí-
ritu en el que se mezclan mitad por mitad
la teoría y la ciencia con el conocimien-
to de una realidad que, por su ímpetu, des-
borda siempre los esquemas generales y
abstractos.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

MORKLL OCAÑA, Luis: La delegación entre
entes en el Derec/w público español.
Col. "Estudios de Administración Gene-
ral". 1EAL. Madrid, 1972; 237 pp.

Esta obra se rmblica casi simultánea-
mente con otra del mismo autor, con un
tema que en cierta manera complementa
el de esta última, que gira en torno a los
entes locales y a la ordenación del es-
pacio, y que asimismo recensionamos en
este mismo número de la REVISTA. Y de-
cimos complementa por cuanto tiende a
resaltar aún más lo que aparecía en esta
otra obra, cual es como tesis de fondo,
la necesidad de superar viejos clichés le-
gales que ven la distribución de compe-
tencias como instancia formalizadora de
unos compartimentos estancos, de unos re-

ductos aislados, que en la práctica se con-
vierten en cuestiones de fuerza en las que
siempre sale victorioso el Estado, por mu-
chas cláusulas generales de habilitación
existentes en pro de los entes locales. Con
este libro se abren unas amplias perspec-
tivas renovadoras de la actuación local,
e incluso mucho más, personalmente a nos-
otros nos ha sugerido la visión de una ge-
nerosa vía en la que confluye toda una
predispuesta actitud estatal a favor de la
delegación de sus competencias o al menos
de bastante de ellas a favor de las cor-
poraciones territorialmente inferiores y a
quienes falta para demostrar su eficacia
tanto tal actitud como los medios finan-
cieros que la acompañen y viabilicen.

Incluso, aún más, diríamos que la obra
nos sugiere un cuadro muy esperanzados
aunque para algunos suene a fantasía o
pura aventura imaginativa, y que, sin em-
bargo, estimamos tiene una gran base real:
por la vía de la delegación de sus compe-
tencias en las Corporaciones locales, el Es-
tado se descargaría de algunas o de muchas
de sus cargas financieras, al mismo tiem-
po que reforzaría la correspondiente a tales
entidades, ya que los mismos textos le-
gales vigentes condicionan a la existencia
previa de la delegación estatal el posible
ejercicio de una mayor o nueva potestad
financiera. Cualquier especialista de la vida
local sabe a lo que nos estamos refiriendo
con esto: la misma jurisprudencia de los
TEAP insiste sobre ello, denegando la po-
sibilidad de tal potestad tributaria ante la
falta de la delegación estatal. Fs por lo
que ante este cuadro comprobamos que la
vocación localista o estatal se resume en
un problema de elección en el que tiene
decisiva influencia la afinidad, en la que
incluímos la confianza o desconfianza en la
propia capacidad de las Corporaciones lo-
cales, la misma desconfianza estatal a dis-
minuir su poderío y prevalencia, y éstos
como factores o partes intervinientes en el
proceso como más influyentes (aunque ha-
bría que ver en qué grado los ciudadanos
se manifestarían partidarios de una gestión
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total de los servicios públicos a nivel local,
por encima del estatal) (1).

Por tanto, toda la obra es un gran ale-
gato, un vivo y profundo placoyer a favor
de unas competencias que a todos los nive-
les funcionen como compartidas, y en las
cuales todas las entidades, cualquiera que
sea su extensión territorial, tengan ese in-
teresamiento que les incite a verlas como
propias al mismo tiempo que como parcial-
mente ajenas. No podemos por menos que
transcribir ia siguiente cita que juzgamos
paradigmática: "Hay que tender a consa-
grar la participación en el ejercicio de las
competencias públicas; se trata en suma
de buscar por todos los caminos posibles la
colaboración entre los diversos entes pú-
blicos, de suerte que en unos casos el Es-
tado aporlará la capacidad técnica y finan-
ciera propia y sumará su esfuerzo al de las
Corporaciones locales para la consecución
de los objetivos propios de cada comunidad
local; y en otros casos serán las Corpora-
ciones locales las que al recibir, por vía
de delegación de competencias o de descen-
tralización de servicios, una serie de res-
ponsabilidades, cooperarán en la consecu-
ción de los fines propios de la comunidad
nacional. "Es claro que, según este punto
de vista, será en función de cada caso y
diríamos que situación como vendrá la de-
terminación de cuál es la entidad territo-
rial más idónea para enfrentarse con su
ejecución: por encima de la rigidez legal,
la mayor flexibilidad; por eso sigue dicien-
do, a continuación de lo anterior: "...las
competencias no se pueden ya seguir re-
partiendo conforme a tres ámbitos mate-
riales puramente convencionales en los que

(1) En Suiza, de tan arraigadas tradicio-
nes cantonales y democráticas, el Consejo
Federal ha adoptado últimamente una me-
dida indicativa en cierto modo de una acti-
tud defensiva del «centro, /rente a la peri-
feria o los entes locales; ante un posible
referéndum & nivel cantonal sobre el ingre-
so del pais en el Mercado Común y ante
probables y más fuertes corrientes de opi-
nión de ámbito local partidarias del mismo,
el órgano estatal, como es dicho Consejo,
acuerda motu proprio excluir de tal refe-
réndum, y por consiguiente de la discusión
popular y cantonal, dicha materia y atri-
buirse a sí mismo la decisión última y defi-
nitiva. Actitud defensiva, que muchos órga-
nos estatales repiten, mas defensores de sí
mismos que de la eficacia o corrección de su
ejercicio.

se pretenda encerrar lo que es interés mu-
nicipal, lo que es interés provincial y lo
que es interés nacional. Esta distinción ya
no nos sirve y hay que buscar otra. El
principio de participación en el ejercicio
de las competencias supone que dentro del
ámbito material a que cada una de estas
competencias se refiere (planificar, ejecutar,
coordinar, controlar), que pueden ser asu-
midas por cada tina de las Administraciones
públicas, y el criterio de atribución se
basará en la búsqueda de cuál es la Admi-
nistración pública más idónea para realizar
cada una de las funciones señaladas. La
idea crucial es la de que cada una de las
Administraciones locales participe de algún
modo en el desarrollo de las actividades
públicas, que se realizan en el seno de su
propio territorio. Si hay una actividad que
pueda ser concebida como unidad orgánica
y funcional en el seno de un territorio pro-
vincial o municipal, la planificación y eje-
cución de dicha actividad debe atribuirse a
la correspondiente Corporación provincial c
municipal, sin perjuicio de que si el in-
terés nacional anda por medio, el Estado
pueda ejercer funciones de coordinación y
hasta de control" (p. 142). Creemos que nin-
gunas mejores palabras que estas del pro-
pio autor para sintetizar la tesis de un dis-
curso cuyo desarrollo no tiene otro fin que
legitimarlas.

El discurso, todo el largo contenido de la
obra, es todo un razonamiento extenso, con
entronques tanto en el Derecho privado
como en el público, en un método que
modestamente estimamos de gran acierto
y que va siendo empleado por todos nues-
tros más jóvenes valores en la ciencia ju-
rídicoadministrativa (2). Y como esa cau-
sa última, y al mismo tiempo, primera, a
la que siempre hay que acudir, el autor
comienza su exposición con amplia y pre-
cisa referencia a la institución delegativa
privada, con alusiones a instituciones con-
comitantes. (Para nosotros, es una de las

(2) Es el mismo caso de la magnífica te-
sis, publicada en forma de libro, bajo el
título de "La nulidad de pleno derecho de
los actos administrativos. Contribución a la
doctrina de la ineficacia en el Derecho pú-
blico», de J. A. SANTAMARÍA PASTOR, que en
su primera parte hace un profundo estudio
de la institución en el Derecho privado
(véase su recensión en este mismo número).
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partes más incitantes de la obra, porque en
ella se pasan revista, siempre justa y come-
dida, a ese conjunto de instituciones que
más o menos guardan relación con la de-
legación, y que son figuras que en el De-
recho privado permanecen aún en la po-
lémica y con escasas regulaciones positivas,
como el contrato de transmisión de deuda
o la llamada "asunción de deuda", o el
contrato de mandato de pago, etc.) Analiza
luego la delegación en el campo de las so-
ciedades anónimas, que hasta cierto punto
puede estimarse como el gozne que elimi-
na el tránsito brusco del campo privatis-
ta al publicístico, mas como cuando el
autor dice se adivina a una normatividad
común para todas las organizaciones empre-
sariales, cualesquiera sea la condición pú-
blica o privada de ellas. Y es a continua-
ción cuando entra en el estudio de la de-
legación en el Derecho público y en el
que el autor subraya la variedad de sen-
tidos de la institución: a su precisión y
delimitación responde la obra (fijémonos
que en este ámbito entra la delegación le-
gislativa, figura sumamente discutida y mu-
chas veces estudiada y ha adquirido escla-
recedores contornos tras el discurso sobre
la misma, de entrada en la Real Academia
de Legislación y Jurisprudencia, del pro-
fesor GARCÍA DE ENTERRÍA, y publicado en
la prestigiosa colección de "Estudios Jurídi-
cos" de la Editorial Tecnos). De gran in-
terés es la descripción de la evolución
histórica de la institución, porque de ella
extraemos los que pudiéramos llamar per-
juicios que aún siguen jugando en su con-
tra; en la delegación se ven los primeros
atisbos regionalistas y los primitivos es-
bozos de una mayor autonomía funcional
local (no una autonomía retórica, sino prác-
tica). En esta marcha se detiene, por su es-
pecial relieve, en el que pocas veces se ha
hecho mientes, en la delegación de la fun-
ción recaudatoria (en medio de un marco
de desconfianzas y de recelos del Estado
frente a las entidades locales, resulta inex-
plicable y hasta paradójico, prima jacie, tal
delegación, por cuanto a su través el Es-
tado delega su recurso más importante;
sólo por este análisis histórico resulta ex-
plicable). De dicho cuadro histórico y de
sus dos principales modalidades: la dele-

gación de funciones administrativas y de la
delegación o traspaso de obras públicas de-
duce el autor los principales rasgos de la
institución que van a servirle de acompa-
ñamiento o contrapunto a su dibujo actual
de la institución: hay delegación o trans-
ferencia de funciones, pero paralelamente
va con ella el auxilio financiero correspon-
diente.

La precisión conceptual de la figura de-
legativa lleva al autor a una revisión de
todas las opiniones doctrinales más nota-
bles emitidas sobre el particular, declarán-
dose partidario de la que la ve como una
declaración unilateral—del ente delegante—
con una posterior aceptación o acuerdo del
delegatario o delegado (esquema tan fre-
cuente en el Derecho administrativo, en
instituciones como el contrato, la concesión,
etcétera) (puntualiza muy bien cómo con
esta noción se resuelven los frecuentes obs-
táculos doctrinales que se oponen a toda
transferencia de función pública o compe-
tencia, en una visión radical de una inalie-
nabilidad o intransferibilidad). Los ámbi-
tos subjetivo y objetivo de la delegación in-
tegran el contenido de sendos capítulos,
con referencias a veces por exigencias del
propio libro breves, aunque muy sugesti-
vas, relativas a qué entidades pueden ser
sujetos de la delegación (no sólo los entes
locales, sino otras organizaciones, como las
sindicales, que el Estado puede aprovechar
para el ejercicio de ciertas funciones pú-
blicas y que de pasada el autor subraya en
un punto de vista que reitera y es tratado
más ampliamente por T. R. FERNÁNDEZ RO-
DRÍGUEZ (3) "que tienen cualidad de Admi-
nistraciones públicas". Sobre su ámbito ob-
jetivo, la exposición es singular, en cuanto
no se limita a citar el régimen local po-
sitivo, sino que se enlaza con la nueva
visión que al tema de la planificación eco-

(3) T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ: Derecho
administrativo. Sindicatos y autoadministra-
ción. Col. -Estudios de Administración ge-
neral». IEAL, 1972, y en una de cuyas citas,
de F. DE CASTRO, se recoge la vieja idea me-
dieval de algunos entes comportándose a
manera, o «en cualidad de...». Sobre esta vi-
sión de la personalidad jurídica, y frente a
la tesis equívoca de la duplicidad de perso-
nalidades jurídicas que en relación con per-
sonas jurídicoprivadas que asumen funcio-
nes públicas, como «cualidad" insiste este
autor, al igual que MORELL.
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nómica (que replantea todo el contenido
material de la delegación, al mismo tiempo
que reivindica su tradicional cometido "de
obras y servicios públicos" (4) "dentro de
la expresión—dice Morell—-hay que esti-
mar incluidas ciertas funciones estatales ha-
bitualmente situadas dentro de los rótulos
convencionales de policía y fomento... o de
promoción de las mismas..., y en último
término otras actuaciones administrativas es-
tatales de carácter general...").

Sobre el discutido asunto de la delega-
ción o no de competencias —si la delega-
ción produce extinción de la competencia
delegada y su absorción por el delegado o
si más sólo hay una titularidad compartida,
con puntos de vista intermedios—, el autor
se declara amigo de la última (no hay ni
extinción ni absorción novedosa y total por
el delegado; ambos—delegante y delega-
do— participan en la titularidad de la fun-
ción, opinión importante porque con ella
se coloca a la institución en sus más
justos términos, evitando los prejuicios que
puedan oponerse a su juego y utilidad (fá-
cil es pensar que si la tesis fuera la de la
extinción de la competencia en el delegan-
te, habría o se montarían mayores recelos
para mayor número de delegaciones). La
tesis de la titularidad compartida exige y
reclama una gran armonía de comporta-
mientos y actitudes, no sólo en el momento
originario, sino, lo que es más importante,
y he aquí uno de los mayores argumentos en
pro de la delegación, sino también en su
duración y vigencia (malamente puede fun-
cionar, por no decir imposible, si tal ar-
monía no se da). Con estudio de los efectos
derivados de la institución —por lo que
implica de asunción por el ente local de
una nueva competencia o de una competen-
cia que al menos hasta entonces no le co-
rrespondía—, así como de la coparticipa-
ción subsiguiente estatal, concluye el libro,
que es muy rico en planteamiento de temas

y sugerencias, y que es más un inventa-
rio, a manera de descubrimiento de un filón,
que un agotamiento exhaustivo de cual-
quiera de ellos. Imaginamos y queremos ver
al autor sumergido en la relevancia de al-
guno de esos temas que aquí aparecen sim-
plemente aludidos, porque ha querido desta-
car el estimado ahora como más importan-
te, como es el que da título a su esfuerzo
investigador presente, pero toda la rique-
za y variedad de su contenido es suficiente
corno para ver en él la base de futuros
desarrollos. Así lo esperamos.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

EOVERSI-MOMACO, Fabio: La delegazione
amministraliva nel quadro dell'ordinamen-
to regionale. Ed. Giuífré. Milán, 1970;
162 pp.

1. Como continuación y, en cierto modo,
aplicación de las tesis mantenidas en su
libro Projili giuridici del decentramento
nell'organizzazione amministraliva (1), el
profesor ROVERSI-MONACO publica poco
después, en el mismo año 1970, la obra
objeto de la presente recensión, obra en la
que, una vez más, va a ponerse de mani-
fiesto la finura jurídica y el rigor científico
propios de su autor. El estudio de un tema
como el de la delegación administrativa no
puede ser más oportuno en un momento
como el presente en el que está ya ponién-
dose en marcha la por tanto tiempo demo-
rada previsión de la Constitución italiana
de 19-17: la creación de regiones de estatu-
to ordinario (2). En efecto, aunque el aná-
lisis de la institución delegatoria se haga
desde una perspectiva general y unitaria,
con el fin de aprehender sus elementos esen-

(4) En Francia, en nuestros días, se ha
llegado a afirmar que «quitando el orden
público, la defensa y la justicia, todo lo de-
más debía y debe corresponder a las pro-
vincias». Según este punto de vista, sólo las
tradicionalmente valoradas como «funciones
soberanas», en terminología de SANTI-ROMS-
NO, deben continuar ancladas en el Estado:
todas las demás son delegables

(1) Cuya recensión puede verse en este
mismo número de la REVISTA.

(2) Esta «coyuntura» explica quizá la apa-
rición en el mismo año 1970, y poco antes
que el de ROVERSI, de otro libro sobre la
delegación administrativa. Me refiero a la
obra de SACCO: 11 profilo della delegazione
amministrativa, Milano, 1970, ciertamente es-
timable y en varios puntos coincidente con
el planteamiento que hace el primero.
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ciales e intentar su encuadramiento dentro
de la perspectiva organizatoria, va a ser
objeto de especial atención un tipo particu-
lar de delegación administrativa: la que se
produce entre distintos entes públicos y, en
concreto, la prevista en el artículo 118 del
texto constitucional italiano.

A pesar del alejamiento que en éste como
en tantos otros aspectos ofrece la realidad
político-administrativa española en relación
con la italiana, la delegación administrativa
y, en especial, la delegación entre la Admi-
nistración del Estado y las corporaciones
locales, puede decirse que también está de
actualidad entre nosotros, siquiera sea como
"tema", más que como realidad directamen-
te operativa. Como es sabido, la previsión
que en tal sentido ofrecía nuestra Ley de
Régimen Local en su artículo 243, o) (3),
ha estado por mucho tiempo esperando,
como gráficamente dijera el profesor GAR-
CÍA DE EXTERRÍA, "el soplo milagroso que
lo eche a andar en todas sus formidables
posibilidades" (4). Pues bien, del olvido
en que tal precepto se encontraba, preten-
dió sacarlo hace unos pocos años (sin re-
sultado positivo hasta la fecha) la Ley apro-
batoria del II Plan de Desarrollo, en su
artículo 3.°, 4, a), que ahora se recoge,
con un énfasis mucho mayor, en el texto
refundido de la Ley del Plan de Desarrollo,
aprobado por Decreto 1541/1972, de 15 de
junio (art. 4.°). Aunque con una notable
carga de nominalismo —como la práctica se
ha encargado de demostrar— y una buena
dosis de equivocidad (por cuanto, a mi
modo de ver, más que una delegación en
sentido técnico, lo que se preveía en tales
textos eran posibles contratos de obras y
concesiones de servicios públicos, incluidos
en el Programa de Inversiones) se estaban
creando las bases para el enfático desarro-
llo que el instituto delegatorio iba a ad-

(3) En realidad, en este precepto so con-
tienen tres supuestos diferentes: ai contrato
para la «ejecución do obras e instalaciones»;
b) concesión de servicios, y c) delegación,
que consiste en el •ejercicio de funciones
administrativas de carácter estatal». A los
dos primeros puede reconducirse también lo
establecido en los artículos 290 y 291 de
la propia LRL. El tercero, en cambio, cons-
tituye un caso de verdadera delegación ad-
ministrativa entre entes públicos.

(4) La Administración española, 2.» ed.,
Madrid, 1964; 111.

quirir en el actual proyecto de Ley de
Bases de Régimen Local, en cuya Exposi-
ción de motivos se llega, incluso, a recoger
literalmente la tesis de ROVERSI sobre la
dualidad de competencias, de dirección y de
gestión, en que se divide, por efecto de la
delegación, la competencia unitaria origi-
naria.

Ante esta última previsión, cabe quizá
esperar que la delegación entre entes públi-
cos territoriales (¡a la tercera va la venci-
da !) va por fin a actualizarse con una
cierta generalización en nuestro sistema.
Pues bien, de cara a esta eventualidad,
creo del mayor interés examinar y discu-
tir —-pues, como veremos, disiento en al-
gunos aspectos de su planteamiento—la
importante obra del profesor ROVERSI-MO-
.NACO.

2. Partiendo de la base de la unidad
eslructural de la institución delegatoria
—cualquiera que sea luego su modalidad:
interorgánica o intersubjetiva—, ROVERSI
va a apoyarse en las últimas aportaciones
de la doctrina para, superando la tesis tra-
dicional, que veía en la delegación una
transferencia del ejercicio de la competen-
cia, poner énfasis en el hecho de que, en
realidad, lo que se produce mediante el ins-
tituto que analiza es la transferencia de
una auténtica competencia. Lo que ocurre
es que al actualizarse la delegación, la
competencia que originariamente era uni-
taria se divide en dos, permaneciendo en
el delegante el poder de dirección y pasan-
do al delegado el poder de gestión, no me-
ramente ejecutivo, puesto que goza de ca-
pacidad decisoria. No puede hablarse, pues,
de transferencia del puro ejercicio de una
competencia, sino de transferencia de una
competencia cuyo contenido es fundamen-
talmente de gestión, pero una gestión que
no es pura ejecución material o vinculada
automáticamente a la decisión del delegante.
En el delegado existe poder decisorio en
orden a la actividad delegada que ha de
llevar a cabo, poder que viene limitado
solamenle por las directrices que el dele-
gante puede impartir, tanto en el momento
de producirse la delegación como durante
la vigencia de la misma. De ahí que tam-
bién pueda hablarse de cotitularidad de la
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competencia por parle del delegante y del
delegado, si aquélla se considera en su con-
junto comprensiva tanto de la potestad de
dirección como de la de gestión.

Dado que el autor de la obra que recen-
sionamos considera que la delegación es una
técnica de actuación del principio descen-
tralizador—como luego veremos—, trata du
remarcar que la competencia del delegado
reúne los caracteres típicos de las compe-
tencias descentralizadas, es decir, es autóno-
ma, exclusiva y decisoria, a pesar de la
potestad directiva del delégame. Y ello por-
que, aunque las directrices son vinculantes,
no llegan—según él—a cercenar la esfera
autonómica, exclusiva y decisoria de la
competencia gestora del delegado, como lo
hacen, en una ordenación jerárquica de las
competencias, las órdenes o instrucciones.
Allí donde existe una relación de jerar-
quía—nos dice—no puede haber delega-
ción administrativa propiamente dicha. Por
otra parte, según ROVERSI, la delegación ad-
ministrativa excluye la existencia de con-
troles, no sólo de oportunidad, sino también
de legalidad; únicamente habrá control
sobre la actividad del delegado si lo había,
con anterioridad, sobre la del órgano que ha
llevado a cabo la delegación, y, en cual-
quier caso, el control no lo ejercerá el de-
legante.

3. Una vez analizada desde una perspec-
tiva unitaria la institución delegatoria, RO-
VERSI abordará el tema —lleno de interés
por las razones antes señaladas—de la de-
legación prevista en el artículo 118 de la
Constitución italiana (5). A este respecto,
nos advierte, en primer lugar, de la exis-
tencia de un dato fundamental que hasta
ahora la doctrina había pasudo por alto:
que el citado precepto prevé, en realidad,
dos hipótesis completamente distintas: una,

(5) El cual establece lo siguiente: -Spet-
tano alia regione le funzioni amministrative
per le materie elencate nel precedente arti-
colo, salvo quelle di interesse esclusivamente
lócale, che possoho essere attribuite dalle
leggi della Repubblica alie provincie, ai co-
muni o ad altri enti locali.

Lo Stato puó con legge delegare alia re-
gione l'esercizio di altre funzioni amminis-
trative.

La regione esercita normalmente le sue
funzioni amministrative delegándole alie pro-
vincie. ai comuni o ad altri enti locali, o
valendosi dei loro uffici.»

la delegación propiamente dicha (tanto entre
el Estado y las regiones como entre éstas
y los entes locales menores); otra, la uti-
lización de los órganos (ujjici) de las cor-
poraciones locales inferiores a la región por
parte de ésta. La distinción entre ambas
hipótesis es de una gran relevancia, dado
que mientras en la primera se produce el
lenómeno, ya aludido, de la transferencia
de auténticas competencias (gestoras), con
las notas de autonomía y exclusividad, en
la segunda no hay sino un traspaso del
puro ejercicio de aquéllas. En tal sentido,
se nos dirá que "a los órganos utilizados
de ê a manera vienen atribuidas tareas téc-
nicas o ejecutivas, o encomendada la rea-
lización de una actividad preparatoria, in-
terna, sin que, al menos desde el punto
de vista formal, pueda hablarse de un poder
decisorio o de una competencia exclusiva
garantizada en todo caso" (6). Con el avvn-
lersi priman, en realidad, "exigencias pu-
ramente burocráticas, de utilización de las
competencias técnicas existentes, de limita-
ción del gasto, más que razones inherentes al
mejoramiento organizativo y funcional de la
actividad pública" (p. 147). En consecuen-
cia, para ROVERSI, mientras la delegación
es expresión de descentralización, el avva-
lersi lo es de voluntad centralizadora, dán-
dose, a lo sumo, una simple situación <¡e
dcsconcentración.

Junto a esta observación, que se inserta
llenamente dentro de su planteamiento teó-
rico, critica duramente la última figura, no
sólo por los inconvenientes de tipo infor-
mal, sino también por la incertidumbre re-
lativa a la actividad de dirección, a las com-
petencias operativas, a las responsabilidades
que pueden derivarse de la actividad rea-
lizada en base a la misma, ya que no debe
olvidarse—puntualiza—que dos entes, am-
bos titulares de potestades administrativas,

(6) Un ejemplo en derecho español equi-
valente al avvalersí del sistema italiano es,
a mi entender, la realización por parte do
nuestras corporaciones locales de determina-
das operaciones de alistamiento y clasifica-
ción de los sujetos al servicio militar, asi
como la ejecución de notificaciones, trasla-
dos, etc., de actos dictados por la Adminis-
tración del Estado (bien entendido que en
esto último supuesto, al margen de toda le-
galidad, como muy bien ha puesto de relieve
la doctrina).
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sin estar ligados o coordinados entre sí de
otro modo, habrán de utilizar los mismos
órganos ejecutivos.

En relación con la delegación propiamen-
te dicha a que se refiere el artículo 118
de la Constitución, el profesor italiano des-
taca que no se trata, en modo alguno, de
una técnica excepcional, sino normal, sobre
todo en lo que respecta a las relaciones re-
gión-entes locales menores, con lo que se
evita la hurocratización de aquéllas. Pero
también aplica tal característica al otro su-
puesto, delegación Estado-regiones, que, se-
gún la Constitución italiana, y a diferencia
del anterior, se actúa directamente por ley,
con lo que adquiere una nota de mayor fije-
za y estabilidad, una vez realizada, sin que,
de todos modos, venga excluida la posibili-
dad de revocación.

4. Si tiene interés desvelar cuál es la
verdadera estructura de la delegación ad-
ministrativa y las diferencias que separan
a ésta de otras técnicas, mayor aún lo ofre-
ce el tema de su encuadramiento organiza-
tivo, bien entendido que una y otra ope-
ración, como vamos a ver, están en co-
nexión muy directa. ROVKRSI-MONACO parte,
correctamente, de una consideración funda-
mental: la delegación es una técnica de
organización. Una técnica que se actúa a
través de un esquema procedimentalizado
de las competencias y que, a la vez, cons-
tituye un instrumento de colaboración y co-
ordinación ontre los sujetos—órganos o
entes—que la llevan a cabo. Hasta aquí
estamos perfectamente de acuerdo. En lo
que disentimos del autor italiano es en la
tesis—que es: por otra parte, la central de
su obra— de que la delegación —en genc-
íal y, en particular, la intersubjetiva—•
puede ser un instrumento o técnica de ac-
tuación del principio descentralizador. Dos
planos éstos que ROVERSI se cuida de di-
ferenciar—uno, el de la técnica; otro, el
del principio—, pero que, de todos modos,
relaciona ineludiblemente. En este sentido,
se opone a la práctica totalidad de la doc-
trina que, salvo contadas y autorizadas opi-
numes (MIELE, TRIEPEL), había negado hasta
dhora cualquier correlación entre delegación

y descentralización (7). Para ello se basa
en que la delegación produce un desdobla-
miento de la competencia originaria atribui-
da al delegante en otras dos, de dirección
y gestión, competencia esta última que se
transfiere al delegado y que—según él—es
decisoria, autónoma y exclusiva.

Pues bien, manteniéndose, como se mantie-
ne, la potestad de dirección en el delegan-
te sobre la actividad que ha de llevar a
cabo el delegado, y teniendo en cuenta que
aquella potestad impone un módulo de ac-
tuación positivo y vinculante (8), si bien
la actividad gestora puede considerarse
como exclusiva del delegado, una vez pro-
ducida la delegación, dudamos mucho que
la competencia de aquél sea realmente de-
cisoria y autonómica. Tampoco me parece
que en la delegación se produzca —como
afirma ROVERSI— una redistribución de las
competencias de tal naturaleza que afecte
sustancialmente a la organización adminis-
trativa en que aquéllas se insertan. Esa
redistribución —tendencialmente permanen-
te— de las competencias, característica de
la descentralización, no creemos que pueda
operarse mediante la delegación, cuya tem-
poralidad y precariedad—sólo limitadas,
pero no excluidas, en la delegación inter-
subjetiva actuada directamente por ley—
quedan bien patentes en la potestad revoca-
toria que, en todo caso, conserva el dele-
gante.

No hay que olvidar, por otra parte, que
el mismo autor relativiza, en ocasiones, la
tesis por él mantenida. Así, entre otras,
cuando considera que la delegación consti-
tuye una "solución de compromiso, sustitu-
tiva, en cierto sentido de una más general
y penetrante actuación de la descentraliza-
ción" (p: 64), o que tal figura representa
"en el ámbito de una valoración de ¡a
descentralización como principio tendencial,
susceptible de una variada y distinta actua-
ción . , un instrumento de descentralización
en tono "menor", en cuanto la autonomía

(7) Hay que tener en cuenta, sin embargo,
que ROVEHSI reconoce que la delegación en el
ámbito de una organización burocrát ica je-
rárquicamente ordenada puede ser un medio
de actuar la desconcentración (pp. 6 y s.l.

(8) Sobre este punto, vid. lo que decimos
en la recensión sobre el libro Profili giuridici
del decentramento nell'organizzazione ammi-
nistrativa.
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de decisión del delegado está siempre con-
dicionada, aparte de por las directrices, por
el poder de revocación del delegante" (pá-
gina 124), o, finalmente, que "excluida una
relación de jerarquía y también una posi-
ción efectivamente autonómica, es quizá po-
sible adoptar la definición de "semidecen-
tramento", propuesto a otros efectos, pero
bastante eficaz, en vía descriptiva, para sub-
rayar la situación, por ciertos aspectos de
compromiso, que la delegación de competen-
cias viene a crear" (p. 70).

Otras dos consideraciones podrían hacerse
también. Una desde el punto de vista políti-
co, otra tomada de la experiencia de la ins-
titución delegatoria en las regiones de es-
tatuto especial, consideraciones ambas que
encontramos en la misma obra del profe-
sor ROVERSI. La primera, situada en el pla-
no de la autonomía local —aunque el autor
distingue netamente este plano (de la rea-
lidad social) del organizativo, en que se
sitúa la descentralización—, no puede ser
más importante: siguiendo a BKNVENUTI, nos
dice que "las delegaciones en los entes
locales por parte del Estado son caracte-
rísticas de una cierta posición del Estado
burgués, que trata de impedir con esta "es-
tratagema" organizativa el efectivo proceso
de autonomización de los grupos sociales,
pudiéndose, por tanto, perseguir, mediante
ese instituto, una finalidad de sustancial
limitación de la descentralización institu-
cional" (p. 4). La segunda, podría servir,
en cierto sentido, como correctivo de un
injustificado optimismo sobre la viabilidad
efectiva de la institución delegatoria en el
ordenamiento regional ordinario, habida
cuenta de la experiencia más bien negativa
—incluso porque no se ha hecho un uso
adecuado de la misma (9)—en las regiones
de estatuto especial (p. 92 en nota).

Pues bien, por toda la serie de razones
expuestas, consideramos que la delegación
administrativa no puede considerarse como
una técnica que actualiza una situación de
descentralización, sino, mucho más modes-
tamente, situaciones de colaboración y pro-
cedimentalización de las competencias. Y

ello porque, si bien la competencia del
delegado puede estimarse como exclusiva-
no puede serlo, en cambio, como auténti-
camente decisoria y autonómica, dada la
penetrante incidencia —mucho mayor, en mi
opinión, que la del control de oportunidad—
que sobre aquélla ejerce la potestad de di-
rección del delegante.

5. No hace falta decir que las discre-
pancias señaladas, en modo alguno, supo-
nen una minusvaloración de la obra del
profesor ROVERSI, que, como todas las suyas,
alcanza una calidad y un rigor difícilmente
superables. He tratado, simplemente, por
mi parte, de apuntar algunas sugerencias
personales que la lectura de La delegazione
amministrativa me ha suscitado, sugeren-
cias polémicas, si se quiere, pero que pue-
den tener alguna utilidad en un debate sobre
el alcance, la trascendencia y el encuadra-
mienlo organizativo de una técnica como la
delegación administrativa y, en especial, la
delegación intersubjetiva.

Por lo que respecta a la posible implan
tación de la delegación entre entes en dere
cho español, que, desde distintas vías (10),
se propugna en los últimos tiempos, con-
viene señalar que ni Ja estructura ni las
funciones de las entidades locales existen-
tes o en proyecto equivalen exactamente
a las de las correspondientes entidades ita-
lianas, ni tampoco existe ni se prevé entre
nosotros una pieza clave como es la región.
¿A qué viene, pues, tanto énfasis sobre
la actuación de una técnica como la de-
legación intersubjetiva, si faltan los presu-
puestos básicos—existencia de regiones con
un estatuto de autonomía y electividad de-
mocrática de los órganos de gestión de todos
los entes locales (11)—•, para que pueda

(9) Vid., a este respecto, las interesantes
sentencias de la Corte Costituzionale de 9 de
marzo de 1957 y 9 de marzo de 1959. en Giu-
risprudenza Costituzionales. 1957, pp. 492 y
siguientes, y 1959, 279 y ss., respectivamente.

(10) Aparte el ya citado proyecto de LBRL,
es el caso, por ejemplo, en la más reciente
doctrina de MORELL: LO delegación entre en-
tes en el derecho público español, Madrid,
1972.

(11) A este respecto, me parecen muy sig-
nificativas las siguientes palabras de ROVERSI:
«No hay duda, y no sólo por el relieve histó-
rico que asume y por las consecuencias que
de ello pueden derivarse, que el hecho más
relevante que se desprende de la aplicación
del articulo 118 es que funciones administra-
tivas propias del Estado o de la región ven-
gan a desarrollarse o, por lo menos, a ser
dirigidas por órganos electivos, en el primer
caso, y por órganos elegidos por una comu-
nidad distinta, en el segundo.» El subrayado
es mió.
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entenderse de la misma manera que en
Italia? Pues si es cierto que la delegación
administrativa, como señala ROVERSI, es
una "figura organizativa neutra" (p. 19),
no lo es menos que es preciso tener en
cuenta dentro de qué sistema político-admi-
nistrativo se actualiza (o, en su caso, dónde
se prevé su futura actuación), para ver lo
que puede dar de sí y cuál es realmente
su finalidad; en definitiva, a qué intereses
reales va a servir y cuáles pueden ser las
razones de su éxito o de su fracaso. No
conectar lo concreto—en nuestro caso, la
técnica delegatoria—con la totalidad del sis-
tema en el que se inserta, o hacerlo de una
manera equivocada, es operar al margen
del necesario rigor científico y, desde lue-
go, con una finalidad política de manipu-
lación y tergiversación de la verdadera rea-
lidad de las cosas.

J. SALAS

ROVERSI-MONACO, Fabio: Projili giuridici
del decentramenlo nell'organizzazione am-
ministrativa. Ed. CEDAM. Padova, 1972
(reimpresión), 274 pp.

1. La descentralización administrativa
constituye en la actualidad, y desde hace ya
algunos años, uno de esos temas de moda
—junto a los de ordenación del territorio,
regionalización económica, protección del
medio ambiente, etc.—, en cuya difusión
parecen estar muy interesados los poderes
públicos. No faltan, ciertamente, manifes-
taciones oficiales, ni tampoco textos lega-
les, en vigor o en proyecto, en relación con
cada uno de ellos. Tal es el caso, por lo
que .respecta al tema de la descentraliza-
ción, de un precepto como el artículo 3.°, 3,
de la Ley 1/1969. de 11 de febrero, aproba-
toria del II Plan de Desarrollo (hoy con-
tenido en el artículo 4.°, 1, del texto re-
fundido de la Ley del Plan de Desarrollo,
aprobado por Decreto 1541/1972, de 15 de
junio) (1), y de la exposición de motivos

del actual proyecto de Ley de Bases de Ré-
gimen Local, en la que, con marcado énfa-
sis, van a destacarse los (pretendidos) ca-
racteres actuales del fenómeno descentrali-
zador a los que responde el texto básico.
Ahora bien, tanto en uno como en otro
caso—y la práctica lo ha demostrado bien
cumplidamente en el primero—, se trata,
en realidad, de- integrar una palabra con
resonancias histérico-políticas en el marco de
la organización administrativa vigente, sin
que ésta venga a ser sustancialmente mo-
dificada.

Ante esta situación, no solamente cabe
preguntarse por las causas que han condu-
cido a la misma, sino también reaccionar
intentando la construcción de un modelo
teórico que sirva para confrontar válidamen-
te la pretendida voluntad descentralizadora
de los poderes públicos con la realidad or-
dinamental en que aquélla se plasma. Pues
bien, esta segunda tarea que, aun estando
referida en buena parte al derecho italia-
no, es válida, en sus líneas generales, en
relación con el nuestro, es la que, precisa-
mente, lleva a cabo el profesor ROVERSI-
MONACO en un libro que, dado su extra-
ordinario rigor y altura científicos, puede
considerarse entre las mejores aportaciones
a la ciencia jurídico-administrativa de la
joven doctrina italiana. Libro, por otro lado,
que a los dos años de su aparición (1970)
ha sido reimpreso, lo que puede dar una
cierta idea de su favorable acogida. Entre
nosotros, sin embargo, no puede decirse
que hasta ahora haya sido, no ya valorado
como merece, sino ni siquiera tenido en
cuenta, al menos si nos atenemos a los
últimos trabajos dedicados al tema que íe
han publicado (2).

2. En la obra que recensionamos oe
van a analizar detenidamente los elemen-
tos esenciales de la descentralización como
principio organizativo cuya aplicación, des-

di «Para contribuir al logro de los obje-
tivos que el Plan establece, el Gobierno im-
pulsará la descentralización a favor de las
corporaciones locales y la desconcentración
administrativa.»

(2) Es el caso, por ejemplo, de MORELL: La
articulación entre la Administración del Esta-
do y las entidades locales, «REVL-, 1971, pági-
nas 172 y 585 y ss.; y de ARIÑO: Descentra-
lización y planificación. Madrid, 1972, aunque
este último parece suscribir en ocasiones
(así, en pp. 76 y ss., 80 y ss., y 87 y ss.)
la tesis, idéntica a la del profesor italiano,
de que la esencia de la descentralización está
en la atribución de competencias decisorias
y exclusivas.

523



BIBLIOCRAFIA

de luego, no puede esperarse que. llegue a
ser plena y absoluta, pues se trata de un
principio relativo y lendencial. De ahí que
nos diga ROVERSI que en la realidad efec-
tiva sólo existen fórmulas semicentralizado-
'as o semidescentralizadoras" (p. 137). Con-
viene advertir que el profesor italiano es-
tudia la descentralización como principio de
organización administrativa, en general, apli-
cable tanto en el interior de la Adminis-
tración del Estado como en el exterior de
ésta, en sus relaciones con entes institucio-
nales o territoriales menores (3). Este plan-
teamiento choca, sin duda, con el que tra-
dicionalmente se ha venido observando entre
nosotros, donde se ha mantenido unáni-
memente, como requisito esencial de la
descentralización, la existencia de una "per-
sona jurídica distinta del Estado", que se
consideraba, a la vez, como elemento dife-
renciador del supuesto de la desconcentra-
ción. Pues bien, ROVERSI demuestra, con-
vincentemente, a mi parecer, que en tal
planteamiento existe una confusión entre
dos problemas distintos, relativos, respecti-
vamente, a la personalidad jurídica y a la
independencia del sujeto descentralizado, y
que la verdadera exigencia de la descentra-
lización es la independenza dell'ujjiqio de-
céntralo. Y esto puede darse tanto en el
seno de una organización burocrática unita-
ria, como entre dos organizaciones dotadas
de personalidad independiente.

Otra puntualización, realmente notable, es
la de que descentralización y autonomía lo-
cal, si bien son dos conceptos que pue-
den estar en conexión, no están siempre y
necesariamente vinculados. La explicación de
su pretendida vinculación es, según el autor
italiano, de carácter histórico, debido al
hecho de que, en sus comienzos, el proble-
ma centralización-descentralización se iden-
tificó con el de las relaciones municipio-
Estado. Se trata, sin embargo —insiste—,
de dos principios diferentes, situados en
planos también distintos y, en consecuen-
cia, es erróneo fundar la entera teoría de
la descentralización sobre las autonomías lo-

cales. Esta opinión viene, por otra parte,
confirmada por la vigente Constitución ita-
liana, cuyo artículo 5 (4), si bien alude
tanto a la descentralización como a la auto-
nomía local, los mantiene como dos princi-
pios diversos y separados.

Lo mismo cabe decir del principio de
electividad, también tradicionalmente ligado
a la descentralización territorial, en rela-
ción con el cual ROVERSI nos dice que no
constituye un elemento cualificante de la
descentralización administrativa considerada
en sí misma. Y añade: "Desde esta perspec-
liva, en efecto, un órgano local electivo,
una vez constituido, puede colocarse, en re-
lación con los órganos centrales, en la mis-
ma situación de dependencia que cualquier
otro órgano designado directamente por el
centro, dado que el modo de elección no in-
fluye automáticamente sobre el modo de
ejercicio de la función". En tal sentido,
y siguiendo a MERKL, dirá que "un órga-
no puede representar la voluntad popular por
el modo como ha sido elegido y la voluntad
central por la actividad que lleva a cabo"
(p. 133).

La postura que acaba de recogerse im-
plica, al mismo tiempo, una transferencia del
énfasis desde la personalidad jurídica, las
autonomías locales y la electividad hacia
un elemento que, si bien era considerado
normalmente por la doctrina como esencial
de la descentralización, no había recibido
hasta ahora la necesaria atención y des-'
arrollo analítico. Me refiero a la competen
cía y a su caracterización para que pued?
hablarse propiamente de descentralización.
En efecto, no basta con afirmar, como se
hace en ocasiones, que hay descentraliza-
ción cuando se da una "transferencia de
competencias" de la Administración directa
del Estado a la indirecta, o cuando se pro-
duce una "adjudicación de competencias".
Es preciso añadir algo más, es necesario
determinar de qué tipo de competencias se
trata, a menos de depreciar el valor que
el concepto de descentralización administra-

(3) Sobre la convencionalidad y relatividad
del criterio de la territorialidad, como dife-
renciador de los entes públicos, vid., última-
mente. NIETO: Entes territoriales y no terri-
toriales en el núm. 64, 1971, pp. 29 y ss., de
esta REVISTA.

(4) Que dice asi: -La Repubblica, una e
indivisibile, riconoscc c promuovc le autono-
mie Iocali; attua nei servizi che dipendono
dallo Stato il piü amplio decentramento am-
ministrativo; adecúa i principi ed i metodi
della sua legislazione alie esigenzo dell'auto-
nomia e del decentramento.» .
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liva puede tener. Aunque sin el debido én-
fasis, se ha puesto de manifiesto por algu-
nos autores cómo no es solamente la trans-
ferencia de cualesquiera competencias lo
que caracteriza a la descentralización, sino
precisamente la transferencia de "compe-
tencias decisorias" o de "poderes de deci-
sión". Pues bien, es este carácter auténtica-
mente decisorio de las competencias como
requisito ineludible de la descentralización,
lo que ha sido resaltado con todo énfasis
por ROVERSI-MONACO. Poder de decisión
como poder de llevar a cabo autónomamen-
te una determinada actividad jurídica, no
meramente material, que finalice en un acto
administrativo en sentido estricto. De este
modo, quedan al margen de la descentra-
lización las transferencias de competencias
que consisten simplemente en una actividad
preparatoria o ejecutiva por parte del ór-
gano o ente pretendidamente descentrali-
zado. Estos dos momentos, preparatorio y
ejecutivo, no implican en modo alguno auto-
nomía decisoria, que recae en otro órgano
o ente distinto de aquel a quien correspon-
de realizar aquéllos. Pues bien, de aquí
va a poder deducirse que si es, pongamos
por caso, a la Administración del Estado a
la que están atribuidos los poderes de deci-
sión en una materia determinada, llevando
a cabo las corporaciones locales simples
funciones de preparación o de ejecución
material de los actos, cuya realización, en
definitiva, corresponde decidir a la primera,
no podemos hablar de descentralización,
sino, a lo sumo, de simple colaboración entre
unas y otras Administraciones públicas, co-
laboración que se refleja en una situación de
simple desconcentración.

Lo que acabo der decir no dejará, sin
duda, de sorprender, acostumbrados como
estamos a distinguir la desconcentración de
la descentralización en base a la transferen-
cia de competencias entre órganos de un
mismo ente y entre entes distintos, respecti-
vamente. Ahora bien, : según. ROVERSI, es
la falta de atribución de competencias ex;

elusivas y autónomas, y no el que la trans-
ferencia se produzca entre órganos de un
mismo ente, lo que caracteriza a la descon-
centración frente a la descentralización, de
la misma manera que la esencia de ésta no

se halla en la transferencia de competen-
cias de la Administración del Estado a otros
entes públicos, sino en el carácter autóno-
mo, decisorio y exclusivo de las competen-
cias que tales entes ejerzan. Esto permite,
nada menos, que la posibilidad" de descen-
tralización entre órganos de un mismo ente.
Pues bien, aunque el profesor italiano se
refiere exclusivamente a la desconcentra-
ción entre órganos de un mismo ente, creo
que es perfectamente aplicable a las rela-
ciones entre entes distintos, dado que la
esencia de la desconcentración, tal como él
mismo la entiende, es idéntica en uno y
otro caso: la atribución o transferencia de
funciones puramente instrumentales, es de-
cir, de carácter preparatorio o ejecutivo.
Lo que evidentemente legitima la amplia-
ción al último supuesto-r-con la consecuen-
cia que ello implica: el ordenamiento
jerárquico de las competencias—de la cono-
cida afirmación sobre la indudable co-
nexión que existe entre desconcentración y
centralización.

Hemos hablado de la necesidad de po
deres de decisión para que exista una
auténtica descentralización; ahora bien, Ro-
VERSI señala que no basta con la existencia
de tales poderes, que es. necesario que éstos
vengan ejercidos de una determinada ma-
nera : con independencia o autonomía. Si no
existe tal independencia, si no puede ha-
blarse de autonomía, estaremos ante un su-
puesto típico de ordenación jerárquica de
las competencias, supuesto que, como es
obvio, constituye, . precisamente, lo contra-
rio de una situación ile descentralización.
El poder autónomo de decisión, en la cons-
trucción del profesor italiano, se completa,
por lo que. a la caracterización de la com-
petencia se refiere, con la atribución exclu-,
siva de la misma al órgano o ente que 'a
ejerce, que :viene a ser así otro de los re-
quisitos esenciales.para la existencia de una
verdadera descentralización.

Cuando la competencia no es exclusiva,
cuando a la vez está atribuida a varios ór-
ganos O' entes; no sé está realmente ante
un supuesto de descentralización, sino ante
el dé competencias coincidentes, • que, a lo
sumo,' puede dar lugar a un determinado
sistema- de articulación dé las mismas, en
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todo caso distinto del de descentralización.
Y digo que "a lo sumo", porque lo nor-
mal será que la Administración del Estado
sea la que realmente ejerza de manera ex-
clusiva, en la práctica, esas competencias
que el ordenamiento jurídico atribuye tam-
bién a los entes locales. Es esto lo que
ocurre en nuestro derecho, donde el apa-
rente énfasis de los artículos 101 y 243
de la Ley de Régimen Local no solamen-
te queda rebajado por lo dispuesto en los
artículos 156 y 285 de la propia Ley, sino
por la multitud de disposiciones especiales
que atribuyen competencias específicas en
las materias a que aquéllos hacen referen-
cia a órganos de la Administración del
Estado.

La última nota caracterizadora de la com-
petencia descentralizada, según ROVERSI, es
que los actos que en base a la misma se
dicten agoten la vía administrativa. En re-
sumen, verdaderas competencias descentrali-
zadas serán aquellas que reúnan los siguien-
tes caracteres: autonomía, exclusividad, po-
der decisorio y agotar la vía administrativa.
En consecuencia, el mayor o menor grado
de descentralización de un órgano o ente
vendrá dado por el número de competencias
que uno u otro tengan atribuidos con tales
caracteres.

Esta caracterización de las competencias
descentralizadas no implica, sin embargo,
en el marco de las relaciones entre el Es-
tado y las corporaciones locales, una se-
paración absoluta de los ámbitos compe-
tenciales de ambos tipos, de Administración.
Y ello, porque las competencias autonómi-
cas y exclusivas que configuran una situa-
ción de descentralización no impiden su
articulación con las competencias atribui-
das a la Administración estatal. En efecto,
no se trata de establecer competencias lo-
cales exclusivas en relación con toda una
materia o sector de actividad, sino de po-
ner en conexión esa exclusividad con de-
terminados . procedimientos que se integran
en uno más amplio o general relativo a la
materia de que se trate, considerada glo-
balmenle. De ahí que no quepa contrapo-
ner autonomía o exclusividad competencial
a compartición de competencias entre la Ad-
ministración del Estado y las entidades lo-

cales. Las competencias compartidas se opo-
nen a la separación de competencias por
materias, pero no a la separación por pro-
cedimientos singulares dentro de uno más
amplio o global referido a toda una mate-
ria o sector de actividad. La atribución de
competencias exclusivas y decisorias se en-
cuadra así en una perspectiva procedimen-
talizada, en la cual es posible la coparti-
cipación entre distintas Administraciones pú-
blicas y, en concreto, el Estado y las corpo-
raciones locales. Y ello porque, como pone
de relieve muy gráficamente ROVERSI-MO.NA-
co, "el proceso de la decisión no se de-
tiene en la fase de las grandes opciones
políticas o de alta administración: aquél se
desenvuelve en el tiempo, con continuidad,
según una serie de decisiones de tono me-
nor, pero también expresión de una auto-
nomía cada vez más especializada y circuns-
crita. La reducción y especialización de la
decisión no comportan una falta de auto-
nomía decisoria, al menos mientras se ac-
túe un proceso decisorio discrecional, al
menos mientras exista en las opciones con-
cretas un margen para la actividad de los
entes locales" (p. 122).

3. El estudio del tema de la descentra-
lización quedaría incompleto sin una refe-
rencia a la problemática que plantean en
relación con la misma el control y la direc-
ción. ROVERSI dedica a estos puntos unas
muy sugestivas páginas que ponen de re-
lieve en qué medida una y otra técnica
afectan al principio organizativo que ana-
liza. Pues bien, en relación con la primera,
podemos ver cómo, tradicionalmente, se ha
considerado uno más de los elementos con-
figuradores de la descentralización, sobre
todo en conexión con un tipo particular de
ésta: la que se lleva a cabo a través de
las corporaciones locales. Ahora bien, si.
en principio, cabe aceptar que el control es
compatible con la descentralización admi-
nistrativa —nos dirá el profesor italiano—,
esta compatibilidad no implica que necesa-
riamente haya de estar ligada a ella, al
menos desde un punto de vista jurídico.
En otras palabras, cabe perfectamente la
existencia de una situación descentralizada,
sin que, correlativamente, exista un control
administrativo. En cualquier caso —y esto
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sí que es importante— el único tipo de con-
trol compatible con la descentralización es
el de legalidad, no el de oportunidad o
conveniencia sobre los actos sometidos a
aquel. De donde se deduce que allí donde
existen controles del tipo de las autoriza-
ciones o aprobaciones —típicos controles de
oportunidad, salvo que positivamente se con-
figuren de otra manera—no puede darse
una situación de descentralización.

Por lo que se refiere a la dirección, en el
libro que reccnsionamos se considera, por
una parte, como garantía de la coordina-
ción entre los distintos órganos o entes que
actualizan el principio descentralizador, y,
por otra, como algo netamente distinto de
la ordenación jerárquica de las competen-
cias, en cuanto la dirección se refiere a la
actividad del sujeto descentralizado consi-
derada en su conjunto, sin que sea "so-
praffazione" que incida sobre los actos con-
cretos y singulares. De ahí que se oponga,
coherentemente, la organización jerárquica,
que se actualiza mediante órdenes e ins-
trucciones—generales o particulares—, a la
organización descentralizada o autonómica,
que opera en base a directrices, que, sin
dejar de ser vinculantes, permiten la exis-
tencia de competencias decisorias y exclu-
sivas. Ahora bien, si esto es así desde la
perspectiva general y unitaria en que se
plantea el tema de la descentralización, Ro-
VERSI hace una precisión, de pasada, que
creo del mayor interés resaltar aquí, por
las indudables consecuencias que de la mis-
ma se desprenden. En efecto, según él,
mientras la dirección es compatible con la
descentralización burocrática o la funcional
(o por servicios), es, en cambio, incompa-
tible con la descentralización realizada me-
diante corporaciones locales. Se rompe, pues,
aquí la pretendida unidad de tratamiento
del principio descentralizador, y no se nos
ofrece una explicación de por qué la di-
rección es compatible con un tipo de des-
centralización e incompatible con otro. Sin
entrar a discutir las razones de esta duali-
dad, me parece oportuno hacer algunas
consideraciones personales sobre la potestad
de dirección, con especial referencia a la
que puede ejercerse sobre las corporaciones
locales. A este respecto, conviene señalar

que mientras el control de legalidad —com-
patible con una situación descentralizada,
como hemos visto— supone un juicio de
conformidad del acto sujeto al mismo a
una regla jurídica previamente establecida,
la potestad de dirección mediatiza la actua-
ción futura del sujeto a la misma, en cuan-
to consiste en la fijación de un módulo po-
sitivo al que aquél viene vinculando, aun-
que esta vinculación no se realice acto por
acto, singularmente, sino en relación con
un determinado sector de actividad conside-
rado en su conjunto. Pues bien, si las di-
rectrices son —de acuerdo con su naturale-
za— de cumplimiento obligatorio, aun te-
niendo en cuenta que se refieren a una ac-
tividad entendida globalmente y que dejan
un cierto margen de valoración discrecio-
nal a la corporación local sujeta a las mis-
mas, no puede dejar de señalarse cómo es
ciertamente grande la incidencia que llevan
a cabo en el ámbito competencia] de las
entidades afectadas. Una incidencia mucho
mayor, desde luego, de la que suponen los
controles de legalidad, si se tiene en cuen-
ta que las directrices imponen, en realidad,
un módulo vinculante de actividad, módulo
cuya determinación por parle de la Admi-
nistración del Estado es en una gran me-
dida discrecional. Es esta valoración discre-
cional de los intereses públicos la que ase-
meja en un cierto sentido la dirección al
control de oportunidad, aunque una y otro
se actualicen no sólo en momentos distin-
tos, sino que se refieran a la actividad glo-
bal o a actos singulares, respectivamente.

Si cuanto acaba de decirse es correcto,
¿cómo no va a serlo también que allí don-
de exista una potestad de dirección no se
da una situación descentralizada? La direc-
ción, por tanto, excluiría la existencia de
un poder autónomo, decisorio, por parle
del ente sujeto a aquélla. Ahora bien, si
esto es así, si el mismo ROVERSI, aun sin
llevar a cabo un desarrollo de su intuición,
estima incompatible la dirección con la des-
centralización mediante corporaciones loca-
les, ¿cómo se explica que considere la de-
legación (incluida la intersubjetiva)—que
descompone en dos clases de competencias,
de dirección y de gestión, respectivamente.
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en manos de] delegante y del delegado (5)
como una técnica de actuación de la des-
centralización?

4. En conexión con el último punto a
que acabamos de referirnos, está el plan-
teamiento, a mi modo de ver, un tanto am-
biguo que hace el autor de Gli enti di ges-
tione (6) sobre los tipos de descentraliza-
ción, los instrumentos jurídicos idóneos
para realizarla y las jornias de descentra-
lización susceptibles de hallar actuación en
el interior de determinadas estructuras or-
ganizativas, en la última parte del libro que
comentamos. En primer lugar, porque no
alcanzo a ver realmente la diferencia que
existe entre lo que el profesor italiano llama
"tipos" (descentralización aulárquica, buro-
crática, institucional o por servicios, admi-
nistrativa y política) y los que considera
como "instrumentos" de descentralización,
entre los que cita el traspaso de funciones
a órganos periféricos o con competencias
específicas (descentralización burocrática);
a entidades dotadas de autonomía patrimo-
nial y técnica, pero no de personalidad ju-
rídica (descentralización mediante "aziende
aulonome" o "aziende municipalizzate"); a
entes públicos dotados o no de autarquía
(descentralización institucional, o funcio-
nal, o por entes instrumentales); a entes
autónomos locales; a entes dotados, inclu-
so, en una mayor o menor medida, de una
sustancial autonomía política (descentraliza-
ción regional, federalismo). ¿Es que esta
segunda relación no se comprende, de al-
gún modo, dentro de la primera?

En segundo lugar, porque no creo que
lo que ROVF.RSI llama "formas de descentra-
lización susceptibles de hallar actuación en
el interior de determinadas estructuras or-
ganizativas", y que según él, son la dele-
gación, la sustitución y la concesión, sean
realmente, tales. Dejando aparte la. delega-
ción —a la que nos referimos específicamen-

(5) Sobre este punto, vid. su libro Lo dele-
gazione amministraüva nel quadro dell'ordi-
namento regionale. Milano. 1970, y la recen-
sión que al mismo hacemos en este mismo
número.

(6) Sobre esta obra—editada en. 1987 y
reimpresa en 1972— vid. las recensiones de
MANZANEDO y mía, publicadas, respectivamen-
te, en esta REVISTA, núm. 58, 1969, pp. 509 y
siguientes, y on la .Revista ds Derecho Mer-
cantil-, núm. 111. 1969, pp. 141 y ss.

te en la recensión sobre la obra del mismo
autor, La delegazione amminislrat-va nel
quadro dell'ordinamento regionale—, me pa-
rece que pueden oponérsele los siguientes
argumentos. Uno, del propio autor, que al
analizar las relaciones entre descentraliza-
ción y control sustitutorio, considera como
negativa la posibilidad de existencia de
aquélla cuando este último existe ("en cuan-
to la valoración de los intereses cuya tutela
se encomienda al órgano descentralizado no
puede efectuarse por otro órgano que venga
a sobreponerse a la autonomía decisoria de
aquél"), salvo la posibilidad excepcional de
disposiciones derogatorias del mismo valor
de las que fijan el orden de las competen-
cias, y, aun así, relativas a hipótesis que
no ataquen la configuración en su conjun-
to autonómica del órgano en cuestión (pá-
gina 216). Otro, en relación con la técnica
concesional, que si puede llegar a conside-
rarse como fórmula de colaboración entre
la Administración del Estado y las corpora-
ciones locales, no me parece que pueda
serlo como técnica descentralizadora, si >:O
tiene en cuenta que la concesión está pen-
sada relativamente a instalaciones concretas
y no a competencias abstractas (7), eslan-
do como están estas últimas precisamente
a la base—junto con otros requisitos—del
principio descentralizados En mi opinión,
éste se actualiza exclusivamente a través de
la ley—que es, desde luego, una técnica
de organización—, cuando mediante ella se
atribuyen originariamente o se transfieren
a órganos o entes competencias decisorias,
autónomas y exclusivas. Técnicas como la
delegación, la concesión, los consorcios, con-
ciertos u otros tipos de convenios, no' son
siempre, a mi modo de ver, técnicas de
actuación del principio descenlralizador,
sino solamente de colaboración o articu-
lación de competencias entre órganos o en-
tes distintos, en su caso, entre el Estado y
las corporaciones locales, y ello porque en
ninguno de tales supuestos se produce una
auténtica redistribución organizativa, en el
marcó de un previo proyecto reordenador,

(7) Como acertadamente dice GAHCÍA DE EN-
TERRÍA: La Administración española. 2." ed.,
Madrid. 1964, pp. 111 en nota.
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de las competencias (8), porque no se pro-
duce, en definitiva, un cambio sustancial
en la atribución de aquélla.

5. Ni que decir tiene que las discrepan-
cias últimamente señaladas con la magnífi-
ca obra del profesor ROVERSI en nada em-
pañan la calidad y el rigor científico con
que la misma está planteada y desarrolla-
da. Una obra, ñor otra parte, en la que
dentro de una amplísima bibliografía—que
se ha manejado a fondo y de manera con-
cienzuda— ha hallado su puesto la mejor
doctrina española contemporánea que se ha
ocupado de los distintos temas a que aqué-
lla se refiere: las abundantes citas de las
diferentes obras y trabajos de autores como
ALBI, DE LA VALLINA, ENTRENA CUKSTA,
GARCÍA DE ENTERRÍA, GARCÍA-TREVIJANO, GA-
RRIDO FALLA, S. MARTÍN-RETORTILLO, MAR-
TÍN-MATEO, A. NIETO, ORTIZ DÍAZ y PÉREZ
OLEA (9), son, ciertamente, una buena prue-
ba del eco que entre la doctrina italiana
más moderna tienen aquéllos.

J. SALAS

SANTAMARÍA PASTOR, J. A.: La nulidad de
pleno derecho de los actos administrati-
vos. (Contribución a una teoría de la
inejicacia en el Derecho Público.) Prólo-
lo de F. GARRIDO FALLA. Instituto de Es-
tudios Administrativos. Libro conmemora-
tivo del Año Internacional del Libro 1972.
Escuela Nacional de Administración Pú-
blica. 1972, 484 pp.

Todo en esta obra tiene aires de gran
novedad: su contextura, su método, su te-
sis o su "mensaje", su estilo, su crítica. Si
de estas notas o de otras parecidas, se nos
obligase a elegir la más destacada, optaría-
mos por la última. Tan fuerte es su aspec-
to crítico, y por consiguiente revisor de lo
que pudiera estimarse "doctrina tradicional"

(8) Así, GIAKNINI: H decentramento nel
sistema amministrativo. en Problemi delta
pubblica amministrazione. I, Bologna, 1958,
pagina 181.

(9) Autores éstos que en su gran mayoría
son tenidos también en cuenta en la obra,
ya citada, La delegazione amministrativa.

que para muchos espíritus calmosos ac-
tuará como un shock, aunque también
para muchos otros representará esa boca-
nada de viento sano y fresco que entra
para vivificar una morada en la que hasta
ahora sólo tenían refugio repeticiones y ci-
tas de los textos legales, momificándoles y
sacralizándoles y privándoles de su cone-
xión con la vida social que es lo que real-
mente les tonifica y mantiene vivos. En
principio, como señala en su prólogo el
profesor GARRIDO FALLA, la obra sorpren-
de, y ello, repetimos, por su fuerte sentido
crítico, y esto a su vez, porque no se limita
a una crítica, sino porque establece los
nuevos derroteros, las nuevas y sólidas ar-
gumentaciones, apoyadas en consistentes ra-
zones, sobre los que puede salirse de ese
callejón sin salida o de ese terreno incon-
movible en el que ha venido permanecien-
do la doctrina judicial de los vicios de or-
den público. Diríamos que este empeño era
y es imprescindible, porque en el terreno
jurídico, como en el de cualquier otro del
quehacer humano, lo que no avanza retro-
cede. Cuando hace poco leíamos una crí-
tica contra esta postura doctrinal que in-
tenta marcar guías a los jueces, no salía-
mos de nuestro asombro porque si los jue-
ces no encuentran estas interpretaciones
orientadoras, ¿se guiarán únicamente por
las palabras del legislador? Un trabajo de
investigación como el representado por esta
obra, en el que el autor ha puesto tantas
vivencias, sentimientos, raciocinios y tanto
amor por una justicia viva, que no se
pare estrictamente en lo que digan los tex-
tos legales, como si la justicia estuviera
sólo en ellos, sin un adarme más de lo que
sus palabras digan o quieran decir y limi-
tándose a cumplir con su tarea, pero cuan-
to más apegada a la literalidad, mejor, no
puede por menos de saludarse con alborozo
y entusiasmo partidario, porque todos los
que lo lean comprobarán que nada sagrado
hay frente a una mente que aún con el
natural respeto por las opiniones más pres-
tigiosas vertidas sobre el tema, no duda en
lanzar la suya que en muchos puntos y ma-
tices es totalmente herética frente a aque-
llas (el mismo prologuista lo reconoce y no
por eso ha renunciado a tal condición en
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un hermoso gesto de camaradería científi-
ca). Es este heretismo o heterodoxia lo que
convierte al libro en algo enormemente su-
gestivo que a partir de ahora habrá que
tener en cuenta en muchos lugares y oca-
siones.

Para su más adecuada valoración, anali-
cemos las notas que hemos destacado como
más sobresalientes:

1.a Su método: Diríamos que su método
es "unionista", porque parle del Derecho
privado y no se independiza totalmente de
él, sino que, por el contrario, ese punto de
partida sirve para que el Derecho público,
y en él el administrativo, conserve y recu-
pere una mayor firmeza. Frente a tantas
particularidades que entre cada una de es-
tas dos grandes ramas del saber jurídico se
han querido montar para derivar su total
autonomía entre sí. el autor recurre fun-
damentalmente al examen de la "ineficacia"
de los negocios jurídicos en el Derecho pri-
vado (uno de los temas de más confuso
planteamiento en el mismo Derecho privado,
bastando hojear el "CASTÁN" para ver cómo
este autor alude a los distintos términos
bajo los que se quiere cobijar Jo que para
muchos es lo mismo, términos como inefi-
cacia, nulidad, rescisión, etc., y que SANTA-
MARÍA, sin ser "privatista", desmenuza con
cuidado y esmero, en una ardua labor de
repaso histórico y de manejo de unas fuen-
tes que por no ser el campo de su especia-
lidad, revelan en él un gran respeto por
todo lo que es "Derecho"). A través de los
antecedentes históricos jurídicoprivados de
esta institución, la doctrina de la ineficacia
deja de ser brumosa para pasar a ser el
hilo de Ariadna recuperado que subraya el
trasfondo social de la misma, un trasfon-
do en el que vemos cómo sirve para la
vida social y no es una pura institución
que sólo es útil para su estudio por los
teóricos y profesores. Con cuanta justeza
el autor habla del "imperio del mito", tan
vigente en la infraestructura y subyacencia
de mucVias instituciones que están ahí como
bloques graníticos, por» derecho propio y
sagrado, sin admitir su revisión puesta al
servicio de una mejoría de las condiciones
de justicia en que el mundo vive (en el

fondo, es el leitmotiv del libro: las insti-
tuciones jurídicas están para servir al hom-
bre, y no viceversa). Y desde sus más re-
motos comienzos, la doctrina de la inefica-
cia se ha movido entre dos polos opuestos
—uno de ellos, causa de su mito—: el de
la seguridad y el de la justicia.

2.a Su contextura: El método amplía
ésta, ya que no es únicamente el Derecho
administrativo quien se somete al enjuicia-
miento, sino también y primeramente el De-
recho privado. Al replantearse simultánea-
mente la fundamentación de todas las ins-
tituciones, se vuelve al Derecho público a
sus orígenes y se vuelve a encajar al Dere
cho público en el tronco del viejo Derecho
común o civil, del que un día brotó. Exa-
men de la ineficacia o nulidad en el ám-
bito privado, desde sus principios, para ex-
traer de allí la savia que revivifique una
doctrina, una institución que en el campo
jurídicopúblico parece vivir más de la iner-
cia que de la energía (acaso el autor tenga
in mente la noción de un Derecho que
como el privado ha sido definido por nues-
tros civilistas como el Derecho de las rela-
ciones ordinarias de la vida, un Derecho
que regula las relaciones en que el ciuda-
dano actúa como tal, sin ningún otro atri-
buto o condición, frente al público que al
recargar excesivamente las notas de poder,
ha menospreciado las de garantía, dejando
al ciudadano en un simple y oscuro subdito
que siempre debe obedecer).

Por medio de unos dualismos —los clási-
cos dualismos, que simbolizan posturas an-
tagónicas de esludio—como los relativos a
nulidades textuales-nulidades implícitas, nu-
lidades específicas— regla general de nuli-
dad, nos presenta el autor los terrenos dis-
pares que histórica y actualmente han ser-
vido para encajar la doctrina de la nuli-
dad, al igual que los métodos parciales de
su construcción, que son tales por subrayar
o bien el aspecto procesalista o bien el es-
tructuralista, pero en cualquier caso, margi-
nando la visión global y realista. Desde las
primeras páginas el autor lanza su ideal o
su meta: para lo que debe servir la inefi-
cacia y nulidad, y perdónesenos que haga-
mos una larga cita, pero la estimamos de
ineludible interés: "La ineficacia se carac-
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teriza por consumir un íler procedimental,
un proceso mediante el cual un órgano pú-
blico valora la adecuación o inadecuación a
Derecho de los actos jurídicos, para lo cual
se sirve de unas técnicas que regulan las
modalidades de ese proceso y cuya utiliza-
ción depende del grado de infracción jurí-
dica imputable a dichos actos... la teoría
de la ineficacia de los actos jurídicos debe
montarse sobre una base fundamentalmente
procesal, como el régimen jurídico de ¡a
eliminación de los actos irregulares y no
como una teoría de los vicios de estos ac-
tos" (lo destacado es del autor).

3.a Su tenis: Con esto el autor traza cla-
ramente su objetivo: vivificar la institución
de la nulidad en el-campo jurídico-adminis-
trativo; quitarle la solemnidad que no ha
valido más que para rarificarla y escasear-
la, con perjuicio do la justicia concreta, de
cada caso y de cada situación. La nulidad
debe descender a la realidad y dejar de ser
esos cuatro o cinco supuestos en que el le-
gislador en una tarea encomiástica, pero no
exhaustiva, ha intentado codificarla —más
bien, simplemente, instrumentalizar unos
ejemplos—. La declaración de nulidad de
un acto administrativo debe responder más
a razones de fondo que puramente forma-
les, ya que atendiendo sólo a éstas se co-
rre el peligro de amortajar a la institución,
convirtiéndola en simple recurso con el
que los juzgadores justifican su falta de en-
trada en el conocimiento de fondo del asun-
to litigioso (a manera de Poncios Pilatos
que se lavan las manos, plenos de confian-
za por creer haber respetado la justicia:
sin apreciar que es la pura justicia abstrac-
ta o formal y no la material, que atiende
a razones de auténtica justicia de cada caso,
a la que obedecen). Postura que reclama
una mayor libertad tanto en los jueces como
en los administrados, siendo en aquéllos,
más que en éstos, una mayor libertad que
responda a un mayor coraje, a una mejor
y más favorable predisposición íntima y co-
legial, que les haga superar un excesivo
temor reverencial, tan atento a las fórmu-
las legales y legalistas con olvido del ser
humano que está en el fondo de ellas y
para el cual se dirigen. Desde su más re-
mota génesis, "la conciencia acerca de un

fenómeno como la ineficacia supone nece-
sariamente una organización jurídica rela-
tivamente madura y la previa aceptación
de una esfera de libertad en el hombre,
la suficiente como para negar obediencia a
la ley y permitirle realizar actos contra ella
con una pretensión de validez en el terre-
no de los hechos".

4.a Su crítica: El entronque de la ins-
titución en el Derecho privado y el rastreo
de sus antecedentes históricos no tienen
otro fin que detectar la degeneración o de-
formación, al menos aplicativa, que la ins-
titución ha sufrido con el tiempo y cómo
los supuestos, nacidos como "tópicos" se
han convertido en verdaderos y reales "tó-
picos", para uso de todos los espíritus aco-
modaticios que prefieren escudarse en la ley
literal antes que en el riesgo ofrecido por
la ansiosa búsqueda de la justicia. La jus-
teza de la crítica es manifiesta: el acto
inexistente ha aparecido precisamente por-
que la teoría de la nulidad había alcanza-
do su culminación formal (sólo son nulos
aquellos actos así previstos en el texto le-
gal ; la célebre y conocida fórmula france-
sa del "n'a pas nullilé sans texte" condujo
a la fuerza a encontrar salidas, escapato-
rias ante lo que se presentaba como un
callejón sin salida —situaciones cuya vali-
dez repugnaba tanto a la conciencia jurídica
como ética— ejemplo clásico del matrimo-
nio entre personas del mismo sexo).

5.a Nuevas soluciones: Como buen crí-
tico, su refutación va acompañada de pro-
puestas que saquen sobre todo a los juz-
gadores—aunque no sólo a ellos—del es-
téril formalismo en el que vienen movién-
dose. Para ello deriva de una visión estruc-
tural del acto: "... entre la norma y el acto
(se establece) una relación dinámica de pro-
tección. La norma otorga su protección al
acto estrictamente regular, garantizando me-
diante su coactividad el pleno desenvolvi-
miento de su eficacia jurídica y legitiman-
do con su impérium la materialidad de su
ejecución práctica. .". Es una visión inte-
grativa y comunicativa, pero cuya principal
singularidad para nosotros reside en ser "di-
námica", lo mismo que en el modelo con-
trario, o sea del acto inválido o ineficaz,
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pero es en la extracción de las conclusio-
nes donde la doctrina ha incurrido en un
error: de decir que "el acto nulo" no debe
de producir sus efectos (o los efectos pro-
pios del acto) al no estar protegido por la
correspondiente norma, a decir que tal acto
no produce efectos, va bastante diferencia,
y es lo que el autor pone de relieve: la
doctrina tradicional —o diríamos con termi-
nología anglosajona, convencional o mayo-
ritaria— con tal afirmación de que la nuli-
dad no produce efectos se quedaba tranqui-
la (mucho más cuando repite todos esos
apotegmas tan llenos de solemnidad bajo
ropaje latino) frente a la realidad que nos
demuestra lo contrario: si la nulidad no se
declara, se entronizará como eficaz (en al-
gunos campos jurídicos la apariencia tiene
tanta importancia como la realidad) y pro-
ducirá algunos efectos, o al menos, una apa-
riencia de que los produce. El autor hace
una acertadísima cita de KELSF.N: "1.a efi-
cacia del derecho quiere decir que los hom-
bres se comportan en la forma en que, de
acuerdo con las normas jurídicas, deben
comportarse; o sea que las normas son
realmente aplicadas y obedecidas. La vali-
dez es una cualidad del derecho; la llama-
da eficacia, una cualidad de la conducía
real de los hombres y no del derecho
mismo." F.l concepto de ineficaz se armoniza
por el autor con su sentido literal, que has-
ta ahora se nos mostraba disgregado: ine-
ficaz, es lo que no produce efectos, pero
para saber esto, habrá que atender más a
la realidad que a la pura normatividad: "la
ineficacia., es un puro a posteriori empí-
rico, una situación de hecho que puede o
no traer causa de una calificación de inva-
lidez, la cual supone meramente una con-
dena potencial del acto irregular". Y a con-
tinuación: "...el acto válido—jurídicamen-
te regular— no tiene fuerza por si para
producir efectos; simplemente se halla en
posición jurídicamente respaldada para pro-
ducirlos...". La conclusión es tan obvia que
nos parece increíble que hasta ella no se
haya llegado antes, quizá porque exige la
postura realista del autor, de atender más
a los hechos que a las previsiones (¿y por
qué no?, también a las presunciones) lega-
les: "invalidez es la condición del acto que,

por su contradicción con la norma, carece
de exigibilidad jurídica y que, por lo mis-
mo, sus posibles efectos carecen de la ga-
rantía de realización fáctica que proporcio-
na el aparato coactivo del Estado". Basta
con releer esta última cita para deducir las
diferencias conceptuales del autor con la
doctrina más generalizada, sita en las re-
giones del más puro y etéreo olimpo, vacu-
nado contra toda realidad que deforma y
desequilibra el esquema "invalidez = no pro-
ducción de efecto". SANTAMARÍA nos pre-
viene de que tales efectos pueden produ-
cirse y que más vale combatirlos que ne-
garlos, y para ello, hay que negarlos, me-
diante la oportuna declaración judicial de
nulidad o invalidez, la protección a la que
como actos de la Administración tienen en
principio derecho. A la lista de remedios
que propone, nos referiremos más adelante.

Mas con esta nueva visión, adquiere un
mayor relieve la distinción de la nulidad
de la anulabilidad, tan traída y llevada en
el Derecho administrativo, como si con la
distinción se hubiera encontrado la tabla
de salvación —efectivamente, si, para los
espíritus acomodaticios, miedosos de las di-
ficultades— que permitiera resolver todos I03
casos y situaciones plantcables. Al trasla-
dar al terreno judicial lo que se debatía —y
se debate— por muchos en el terreno de los
principios y de las declaraciones dogmáti-
cas, la distinción se hace más imprecisa,
ya gue "todo acto físicamente posible ava-
lado por una voluntad de ejecución posee
eficacia en tanto no es privado de, ella por
un pronunciamiento judicial". Y "la retro-
actividad o irretroactividad" de este pronun-
ciamiento" constituye una consecuencia de
la eficacia práctica del negocio que es por
completo ajena al mecanismo de la invali-
dez y que por ello no puede fundamentar
la distinción entre nulidad y anulabilidad".
Por encima y más allá de los casos que
han venido clasificándose como nulos y anu-
lablcs, hay que atender a una razón de fon-
do, para tal calificación: el orden público,
la paz social, la justicia en las relaciones
sociales: "la ley no debe definir el acto
nulo..., debe limitarse a señalar qué ac-
tos. , considera particularmente relevantes,
a efectos de la aplicación de la técnica de
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nulidad... Sobre la base de estas declaracio-
nes legales, la delimitación, paso a paso, del
concepto de orden público no ofrece más
dificultades que la delimitación de los con-
ceptos de actos contrarios a la moral, o a
la ley. o cualquier otro similar".

Toda la nueva visión de la ineficacia que
el autor nos propone adquiere su verda-
dera dimensión en el campo del acto admi-
nistrativo; diríamos que toda la eficacia de
esta nueva doctrina de la ineficacia tiene
su mayor trascendencia ante unos actos que
por'gozar del respaldo de] más importante
de los poderes —como es el ejecutivo o po-
lítico por antonomasia— consiguen una apa-
riencia de eficacia para cuya eliminación
hacen falta más medios que los puramente
declarativos y programáticos. Es en este
campo donde los juzgadores han tenido un
papel más pasivo y respetuoso, papel en
cuyo dibujo han concurrido distintos facto-
res: la misma separación de poderes (una
reiterada, frecuente o abundante declaración
de nulidad, podía dar a entender que los
jueces "administraban" más que juzgaban;
"la misma visión judicialista del principio
de legalidad; desde los primeros momentos
revolucionarios, la Administración se confi-
gura como un poder cuya principal tarea es
la ¡aire executer les lois", etc.). Su misma
acluación en el proceso contencioso—pura-
mente revisora, y no inspectora— es un mo-
tivo más para rechazar la categoría de los
actos inexistentes ("... si la existencia de un
acto administrativo previo es un presupues-
to ineludible de impugnación procesal, re-
sulta obvio que los actos administrativos in-
existentes no podrían ser fiscalizados, lo
que es, como puede suponerse, manifiesta-
mente inadmisible"). Rechaza asimismo !a
concepción dogmática de los actos nulos
construida en base al artículo 47 de la
LRJAE; precisamente por reducirse a los
así enunciados en dicho artículo, en una
actitud llena de servilismo y positivismo le-
gal, y contradictoria porque como otro au-
tor ha subrayado (nos referimos a FERNÁN-
DLZ ROOKÍCI:F.Z), el mismo legislador enun-
cia conio nulos otros actos "además" de los
de dicho artículo.

Y de esta forma podríamos continuar des-
tacando aspectos, ideas, planteamientos, lle-

nos de originalidad y de valentía, porque al
combatir por una justa causa, el autor pone
todo su rigor c imaginación, en descubrir
salidas a una situación inmóvil, que para-
dójicamente retrocede, a pesar del gran
avance que la ley sobre la que se monta
representó en su tiempo, concretando esas
salidas en toda esa lista de remedios que
propone y que en síntesis son: una amplia-
ción de la acción popular, tan restringida-
mente concebida en la actualidad, la modi-
ficación del comportamiento de nuestros
tribunales administrativos más apegados al
formulismo y a declarar la inadmisibilidad
de los recursos por la forma antes que en
superar tal obstáculo y entrar en el fondo
del asunto, para declarar su justicia o in-
justicia (lo que exige superar su clásico
orden de prioridades para el enjuiciamien-
to de las cuestiones suscitadas por el recur-
so), una revisión de la vía interdictal (au- .
tóntico escudo de los parliculares frente a
los posibles comportamientos abusivos de la
Administración), la aplicación de lo que
juzga "cauce inédito", como es la suspen-
sión, aplicada hasta ahora con cuentago-
tas; la admisibilidad de la indemnización
de daños como consecuencia de la declara-
ción de nulidad; esta misma declaración
como objeto de pronunciamiento por los
jueces de carácter prioritario absoluto.

En resumen, una obra llena de viveza, y
por tanto, polémica, que está más allá de
los puros planteamientos en que tradicio-
nalmente (y también, habitualmente) se mue-
ven las tesis doctorales y que por su gran
valor, mereció para su autor la calificación
de "Premio Extraordinario". Obra de gran
personalidad, que es tanto como decir, de
enorme singularidad, adscrita por encima de
todo, a un gran deseo de justicia, que se
necesita en ningún otro campo más que
en el administrativo en donde una crecien-
te y cada día más poderosa Administración
pública arriesga hacerse dueña de todo:—in-
cluso de las vidas de los ciudadanos—ei
no se encuentra esc punto de equilibrio
que representa la fórmula "a mayor poder,
mayores garantías". A potenciar éstas, en
todo lo que está en su inteligencia de ju-
rista, ha puesto SANTAMARÍA todas sus fuer-
zas y recursos en un laudabilísimo plan de
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desmitificar lo mitificado y de revitalizar
instituciones que, como la nulidad de pleno
derecho de los actos administrativos y en
más amplio sentido, la ineficacia de los ac-
tos jurídicos protegían —y protegen de he-
cho, lo que es una paradoja—más al ente
(la Administración), que era precisamente
frente al que intentaban proteger (protec-
ción que ha sufrido lo que un procesalista
ha llamado "inversión de fines"). Es una
llamada de atención a todos poniendo en
tela de juicio la misma tranquilidad de los
estudiosos que llenos de paz se conforman
con lo hecho (textos legales, interpretacio-
nes reiteradas, juicios comunes y mayorita-
rios), en lugar de indagar la última razón
de ser de los institutos y conceptos jurídicos.
I.a inquietud del autor nos enerva al des-
cubrirnos lo que puede el raciocinio jurí-
dico, que con lógica aplastante abre puer-
tas allí donde todo parecía firme por su
cerrazón. Nos obliga, como indica el pro-
fesor GARRIDO FALLA en su breve, pero en-
jundioso prólogo, a revisar muchos de
nuestros conceptos sobre la doctrina que
examina, pero al hacerlo, contribuye a que
nuestras ideas se mantengan vivas y sobre
todo paralelas a los tiempos en que exis-
timos; cumple con ello las célebres premi-
sas sobre "el fin del Derecho" de IHERINC,
así como las propuestas por todas aquellas
concepciones sociales—o socialistas—que
predican la necesidad más que de interpre-
tar el mundo por las normas jurídicas, ex-
plicar éstas a través y por medio del cam-
bio, transformaciones y evolución de aquél.
Por una vez, nos parece que el Derecho deja
de ser ese "lacayo de los hechos" como ha
sido calificado, adelantándose a los mismos.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

VÁZQUEZ MONTALBÁN: Informe sobre la in-
formación. Editorial Fontanella. Barcelo-
na, 1971, 2.a edición, 279 pp.

En los últimos años se aprecia una in-
quitud creciente de los autores españoles
—no tanto como sería deseable— por el
tema que se ha venido llamando libertades

públicas de expresión, información y difu-
sión de las ideas. Se han publicado numero-
sos artículos y algunos libros sobre la ma-
teria a partir de la promulgación de 1¿I
Ley de Prensa de 1966, sobre todo.

En este proceso de meditación se sitúa el
libro que aquí nos trae. Désele la primera
edición de esta obra (recensionada por Gó
MEZ-REINO en el número 52 de esta REVISTA)
a la presente han transcurrido ocho años.
Un largo e importante período. En aquella
ocasión el autor tenía veinticuatro años. Su
escasa madurez y las especiales circunstan-
cias de aislamiento involuntario en que se
encontraba, dieron lugar a "un apasionado
resumen de todo lo que sabe sobre la ma-
teria un estudiante algo aventajado y poco
escrupuloso", como él mismo reconoce en
las primeras páginas del libro.

Ahora aparece la segunda edición de In-
forme sobre la Información, una obra más
madura y acabada que la primera, sin que
esto signifique una revisión del núcleo fun-
damental mantenido en 1963.

El libro, prologado esta vez por Pedro
ALTARES, consta de dos partes: "Los he-
chos" e "Información y dialéctica histórica".
La primera parte se compone de cuatro ca-
pítulos: I: "La información, una criatura
burguesa"; II: "Infraestructura de la in-
formación en la era industrial"; 111: "Los
medios audiovisuales"; IV: "La informa-
ción en España". La segunda de cinco: I:
"El capitalismo a la defensiva"; II: "Es-
trategia integral del marxismo"; III: "El
miedo atómico y el atomismo estratégico";
IV: "El hombre en la información: el pe-
riodista"; V: "El hombre en la informa-
ción: el público". La obra termina con lo
que el propio autor denomina conclusión
apasionada.

VÁZQUEZ MONTALBÁ.N dice que el fenóme-
no social ríe la información ha sufrido una
aceleración en los últimos docientos años
por el mejoramiento de los instrumentos
técnicos. De la formación artesanal, restrin-
gida y rudimentaria, se pasa a la informa-
ción de masas, por la concurrencia de una
serie de concausas por todos conocidas.

El problema radica en que paralelamente
el costo de la información (maquinaria,
plantilla, papel, etc.) se ha elevado a nive-
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les altísimos. Esto impide que informe quien
quiere, tan sólo puede hacerlo el que pue-
de. Y, consecuentemente, el que puede in-
forma de lo que quiere.

En nuestros días—indica—el fenómeno
de la concentración cada vez más acelerad')
va extinguiendo las posibilidades de discre-
pancia. Estamos ante una realidad palpable:
la información se unifica unilateralmentc.
Aquel derecho activo o pasivo formalmente
declarado en las constituciones ha quedado
vacío y "se ha transformado en una téc-
nica de formación de la opinión pública y el
control de la opinión pública es la segu-
ridad más fehaciente del mando". La prent.i,
industria como las demás, está sujeta a las
leyes económicas generales, y ha seguido
también su proceso de concentración. En
USA, por ejemplo, cuatro personas contro-
lan el 60 por 100 de la Prensa. La cadena
alemana "Springer" controla el 40 por 100
de los periódicos del país.

No se puede desconocer—continúa—que
tras la información se esconde una podero
sa industria, que, aparte de la obtención del
lucro correspondiente, dispone de su pro-
ducto para la perpetuación del sistema eco-
nómico capitalista.

Según el autor, son tres factores que en
esle contexto juegan importantes bazas:

A) Las agencias internacionales da in-
formación. Es revelador el hecho de que
las cuatro agencias decimonónicas coincidie-
ran con las cuatro potencias imperialistas de
la misma época ("Havas", "Associated
Press", "Woolf" y "Reuter"). Resultaba más
barato y eficaz una agencia que un corres-
ponsal de periódico en cada punto de inte-
rés mundial.

A partir de entonces el acceso a la in-
formación sólo corresponde a las agencias
internacionales. Los países que carecen de
ellas, normalmente crean agencias naciona-
les que recogen y tamizan la información
de aquéllas para el interior, se encargan
de la información estrictamente nacional y
envían "noticias adecuadas" al exterior.

F.l mundo de la información se distribu-
ye por áreas políticas. Tan sólo los neutra-
les acceden a la información de los bloques
capitalistas y socialistas simultáneamente.

La ligazón de estas agencias a los gan-
des grupos económicos y financieros, al Es-
tado y el monopolio casi exclusivo que ejer-
cen sobre la información posibilita Ja ma-
nipulación y parcialidad de la misma.

B) El acceso a los materiales. El utillaje
tic cualquier empresa informativa es costo-
sísimo. Tanto es así que en casi todos los
países, excepto USA, la TV y la Radio se
encuentran en manos del Estado o ctán
mediatizados por éste.

No obstante, la Prensa es normalmenle
privada, pero ha de enfrentarse con un
grave problema: el papel, que ha sufrido
un encarecimiento considerable, como con-
secuencia también de la concentración. Las
grandes empresas papeleras sirven su pro-
ducto a aquellas cadenas periodísticas de
mayor importancia en cuanto significa un
negocio seguro y rentable a largo plazo.
Se produce, entonces, una distribución des-
compensada de la materia prima de algunos
países en relación con otros; paradoja que
nos lleva a un contrasentido, ya que las
grandes potencias—culturalmente más des-
arrolladas— consumen infinitamente más pa-
pel que las demás.

C) La publicidad. La industria infor-
mativa no sería económicamente rentable
a no ser por la publicidad comercial, que
en el seno del capitalismo monopolista ha
tomado un enorme desarrollo. Se produce
un círculo vicioso cuyo centro es la carre-
ra hacia la concentración: a mayor circu-
lación de periódicos, mayor publicidad, y,
a mayor publicidad, mayor envergadura de
la empresa informativa y mayor difusión.

La publicidad aplasta sicológicamente al
público a base de insistir y perfeccionar
las técnicas de persuasión e imposición del
producto. No se consume en función de las
necesidades reales, sino de la publicidad
en sí.

La empresa informativa depende de la
publicidad para subsistir. No es rara la
ocasión en que las grandes empresas presio-
nan sobre los peródicos para manipular la
información y evitar cualquier opinión que
perjudique directamente al lanzamiento de
un producto o directamente a sus intereses,
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El público sé convierte en objetivo de la
publicidad, que aprovecha sus frustraciones
y manipula su subconsciente para acrecen-
tar el consumo. Se convierte en el financie-
ro de sus propios vicios, ya que la publici-
dad se sufraga mediante el recargo del
producto anunciado.

El autor precisa que en este panorama
los medios audiovisuales (Radio y TV, so-
bre todo) juegan un papel importante, ya
que el costo de sus instalaciones y mante-
nimiento ha dado lugar a que el proceso
de concentración se acelerase o que, más
liien. adoptaran formas estatales o paraes-
lalales de explotación. Su mayor capacidad
de persuasión y radio de acción los convier-
ten en instrumentos políticos de primera
magnitud dirigidos al mantenimiento del
sistema.

En lo que a nuestro país se refiere, VÁZ-
QUEZ -MONTALBÁN analiza la situación de la
información en cada sector concreto:

1) Las empresas de Prensa cuentan con
dos sectores: el paraestatal (Prensa del Mo-
vimiento) y el privado (susceptible de ser
calificado de paraestatal en lo ideológico).
La Prensa del Movimiento sobrevive gra-
cias a la subvención de la Secretaría Ge-
neral del Movimiento; la privada, por la
publicidad. De un estudio comparativo de
las diversas publicaciones periódicas puede
extraerse una clasificación convencional en
orden a los grupos económicos y políticos
interesados en el control de la Prensa pe-
riódica, y entre los cuales destacan deter-
minados Bancos como cabezas visibles de
los grupos de presión más importantes.

2) La Radiodifusión es un monopolio del
Estado que permite la injerencia privada
mediante la fórmula de la concesión. Pero
sólo las emisoras estatales. tienen una po-
tencia superior a los 20 kW, con lo cual se
garantiza el monopolio fáctico de grandes
áreas nacionales e internacionales. Por otra
parte, toda la información política se en-
globa en los Diarios hablados centralizados
por Radio Nacional de España, de Madrid.

3) Por último, la TV está completamen-
te monopolizada por el Estado. Es "una in-
dustria política al servvicio exclusivo del
Estado, subvencionada por la publicidad co-

mercial y por las subvenciones en concep-
to de mejoras técnicas o de factor compen-
sador de los elevadísimos costos que implica
este servicio".

En la segunda parte, VÁZQUEZ MONTALBÁN
analiza cómo el paso del capitalismo al im-
perialismo ha tenido una clara influencia
sobre la información en tres sentidos: 1) al
proletariado nacional del país imperialista
para justificar su mayor nivel de vida en
contraposición al proletariado del Tercer
Mundo, por una parte, y hacerlo cómplice
de la situación, por otra; 2) a los pueblos
colonizados para desvituar las verdaderas
causas de su postración; 3) para favorecer
al consumo, consustancial al sistema impe-
rialista y abrir nuevos mercados tanto en
el interior como en el exterior.

Por otra parte, la información se ha con-
vertido también en la punta de lanza que
utilizan:—entre otros instrumentos— los dos
grandes bloques mundiales para extender
su zona de influencia o mantener la que ya
poseen.

La información —nos dice— juega un im-
portante papel en la batalla incruenta que
el socialismo sigue para conseguir el de-
bilitamiento de la estructura imperialista,
a base tic agudizar sus contradicciones c in-
troducir cuñas estratégicas.

En todo este complejo panorama, en el
que incluso se corre el riesgo de una des-
trucción atómica total como única salida del
imperialismo para evitar a largo plazo su
derrumbamiento, la información es—más
claramente que nunca— una industria ligada
a los intereses del sistema económico, polí-
tico y social del que procede. No hay in-
formación inocente —arguye—, toda noticia
está pensada para influir sobre el destina-
tario en el sentido que se desea.

Por todo ello, el periodista —entendido en
el más amplio sentido del termino—se con-
vierte en un engranaje de la maquinaria
para defender la supervivencia del sistema.
Podrá diferir en lo muy accidental, pero no
en lo fundamental. El periodista tiene el
deber—afirma—de tomar conciencia de su
responsabilidad y conocer el grado de par-
ticipación en la conformación de la histo-
ria, a pesar de que los controles específicos
que sobre él se ejercen (ordenamiento .fu-
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rídico, enseñanzas técnicas e ideológicas y
contrato de trabajo) son difíciles de su-
perar.

Resulta incorrecta la afirmación, tantas
veces mantenida, de que el periodista es
aséptico. "Quien paga manda, y manda quien
l>aga." Mientras marche en la línea que te
le indique no sufrirá contratiempos, pero
desde que se desvíe se le acusará de defor-
mar la "opinión pública" por no comulgar
con los intereses de sus mandatarios.

Mientras tanto, al público —sujeto pasivo
y objetivo de la información—se le sumi-
nistra lo que interesa con el fin de con-
formar esa vaga "opinión pública", de la
que todo el mundo habla sin concretar co-
rrectamente su contenido.

En definitiva, se trata de una obra polé-
mica e interesante que aporta numerosos
datos para la mejor comprensión del fenó-
meno informativo. La prosa es de agrada-
ble lectura, aunque en esta edición se hayan
deslizado numerosas erratas tipográficas.
Acompaña al trabajo una serie de estadís-
ticas y cuadros que completan la visión que
el aulor quiere suministrar. Es un libro am-
bicioso, quizá demasiado para tan pocas pá-
ginas. Pero desde su vertiente estricta de
ensayo sociológico y político, es un libro
que merece la pena leer, porque, sin duda,
aportará ideas a cualquier jurista interesa-
do en el estudio de la información.

R. M. RUIZ

VERA URBANO, Francisco: La libertad reli-
giosa como derecho de la persona; Ma-
drid, 1971, XIII + 197 pp.

El tema se inscribe entre los de más in-
terés en nuestro país, un interés ya en cier-
to declive, pero que sin duda estaba en su
ápice, a la sazón en que el P. VERA lo eli-
gió para su tesis doctoral.

La declaración sobre libertad religiosa de
7 de diciembre de 1965, del Concilio Vatica-
no II, no fue de las que con más entu-
siasmo se aceptó por los prohombres del ca-
tolicismo español, fundamentalmente conser-
vador y trató de disponérsela en una discre-

ta penumbra, como un principio teorético
que no requería una puesta en práctica in-
mediata.

La jerarquía episcopal había regresado
del Concilio, sin embargo, muy penetrada
de sus responsabilidades para con el Santo
Padre y la Iglesia universal, sin perjuicio
de otras responsabilidades mucho más altas
y más graves y presionó sobre la opinión pú-
blica para la introducción de la libertad
religiosa en el ordenamiento jurídico espa-
ñol. Los órganos de gobierno debieron te-
ner sus precupaciones por la acogida de tal
principio en la legislación y no se tomaron
excesiva prisa en la implantación de tal
principio conciliar, pero al fin se hace y
se remite a las Cortes el proyecto que a
juzgar por la versión que la Prensa dio de
los debates en la Comisión, tampoco susci-
ta en ésta especiales entusiasmos, sino más
bien bastantes recelos y tentativas de cam-
biar el texto del Gobierno, dándole una
versión más fluida. Al fin se aprueba la Ley-
de 28 de junio de 1967 y meses antes ha-
bía experimentado un retoque el artículo
sexto del Fuero de los Españoles, con una
declaración programática a la que corres-
pondía aquella Ley.

La libertad religiosa ha experimentado en-
tre nosotros los mismos avatares que otras
libertades de la persona, con escasos pe-
ríodos de plena admisión y haciendo uso
en ellos de la tolerancia o de la libertad
agresivamente. Esta se ha utilizado como
ariete en el poco pacífico campo político es-
pañol, pero cuando este tema dejó de estar
politizado, la introducción de la libertad,
en 1967, se hizo en medio de la hostilidad
y simpatía de muy pocos y de la indiferen-
cia de las masas a las que nadie movilizó
a favor o en contra. El tema de la religión
ha dejado de ser muy recientemente un sig-
no de la ideología política, de lo que nos
congratulamos nos parece que los más, aun-
que no todos, como puede comprobarse cada
día y sin ningún esfuerzo.

Para el jurista que por naturaleza debe
ser sensible a los derechos de la persona,
si merece tal nombre, debe serle grato que
venga a sus manos un libro en el que se
estudia y analiza quizá el más noble y
digno de respeto de uno de estos derechos,
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si cabe introducir entre ellos niveles valo-
rativos, cual es la de profesar una deter-
minada religión y practicarla, como también
difundirla con las limitaciones que proce-
dan, atendidas las circunstancias.

El tema, dividido para su estudio, en dos
partes, introductoria y doctrinal, consiste en
el examen filosófico y jurídico de la liber-
tad religiosa.

Digamos, en principio, que la perspectiva
elegida deja importantes parcelas del tema
sin tocar y que, sin duda, será pronto ob-
jeto de estudio de juristas y sociólogos, dada
la actualidad ya decantada que sigue man-
teniendo. Una de ellas, y sin duda la de
más interés para el administrativista, sería
el examen de la regulación normativa de
este derecho en España y su mayor o menor
paralelismo histórico con el de los países
de nuestro ámbito cultural. El autor lo ha
eliminado expresamente (p. 95), porque ha
aspirado a situarse al nivel de los conceptos
universales y abstractos. Por eso, su re-
flexión es de un eticismo que raya en la
metafísica, utilizando estos términos según
el esquema ontológico kantiano. Sin duda, su
formación teológica le ha inclinado al autor
a buscar el concepto y origen de este de-
recho en las relaciones del hombre con Dios,
más que en la necesidad de regular las
relaciones entre los hombres de distinta re-
ligión o sin ella. Ha acudido más a las sus-
tancias primeras que a las segundas, si acu-
dimos al esquema aristotélico; la realidad
que contempla el autor no está hinc et nunc,
sino que parece intemporal. Esta es una de
las ventajas de la perspectiva que ha adop-
tado, la de la permanencia de sus deduc-
ciones. Un administrativisla, con la filosofía
pragmática que está en la raíz de esta rama
de las ciencias jurídicas, hubiese abordado
el tema con la perspectiva de regular unas
relaciones entre hombres y entre sociedades
para el presente y un futuro muy inmediato,
con lo que la obra habría ganado un in-
terés polémico y habría perdido, tal vez,
profundidad.

Sigue el autor un orden cronológico en
la exposición de los conceptos que los au-
tores cristianos han dado de la libertad y
de la tolerancia religiosas, hasta el Concilio
Vaticano II, y resulta interesante seguir la

trayectoria especulativa de teólogos y filó-
sofos en busca de este fundamento.

Ha sido duro el camino recorrido por esa
especulación, porque el punto de partida ha
consistido en una posición dogmática indu-
dablemente influida por el aristotelismo,
pensamos, que determinó la interpretación
católica de que siendo esta religión la úni-
ca revelada y verdadera, a ella le corres-
pondía toda primacía y honor como tales
y no cabía ninguna relación con las fal-
sas religiones y las heréticas. El estagirita
fue el que sostuvo que el Gobierno y la
primacía corresponden a aquellas razas o
individuos que llegan a brillar por su virtud
y sabiduría y a ellos les corresponde la
monarquía y el poder supremo —Político-
rum, III, 11—. San Agustín, Padre de la
Iglesia, fogoso converso, está, sin propo-
nérselo, en la raíz de una intolerancia que
fue doctrinalmcnte elaborada por una ten-
denciosa exégesis de sus escritos.

El autor aborda detenidamente tan difícil
tema como el del engarzar esta posición
doctrinal con la actual, buscando los an-
tecedentes que apoyan la coexistencia pací-
fica con las otras religiones.

En el Medievo, salvo episódicos pro-
groms por toda Europa y no sólo contra
los judíos, se vive en un clima de toleran-
cia que no quiere decir de libertad religio-
sa. Buena parte de la intolerancia religiosa
se debe a la politización de lo religioso, por-
que los soberanos se percataron de lo útil
que les resultaría contar con la religión
para la consolidación y unificación de sus
dominios, enfeudando a la Iglesia, colmando
a ésta de riquezas y de poder para que
accediese. El Renacimiento cultural es así
una época de regresión religiosa y de in-
tolerancia, en la que la herejía se con-
vierte en un delito de Estado. La religión
puesta al servicio de las políticas naciona-
listas, se convierte en un ariete político que
se dispara conra los enemigos de fuera, pri-
mero y, contra los de dentro casi ayer, cuan-
do nacionalismo a ultranza y conservadu-
rismo se hacen antitéticos de internaciona-
lismo y progresismo. Si el Estado no logra
la colaboración de los jerarcas religiosos,
ha tratado de suprimirlos con todo lo que
significan, según ha sucedido en los países
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marxistas y sólo recientemente se les to-
lera, a cambio de cierta docilidad o de que
guarden silencio, al menos.

Dedica el autor la parte doctrinal al exa-
men del fundamento filosófico-jurídico de !a
libertad religiosa, sentando la conclusión ni
final de los dos capítulos que le dedica,
de que el bonibre cuenta con derechos que
cronológicamente son anteriores a los del
mismo Estado, originarios, inviolables e irre-
nunciables, entre los que se inscribe el de
libertad religiosa que debe ser reconocida.

Los tres capítulos siguientes se destinan a
la exposición de la naturaleza del derecho
de libertad religiosa y el modo en que pue-
de admitirse su ejercicio que, como toda
libertad, lleva consigo las limitaciones que
exige el respeto de la libertad de otras re-
ligiones.

La tesis del autor estriba, por tanto, en
sostener que el derecho de libertad religiosa
debe insertarse en el ordenamiento jurídico
de cada jiaís como un derecho de la per-
sona y reconocido también en las agrupa-
ciones de éstas en asociaciones.

Obra de fácil y agradable lectura, que, sin
duda, atraerá la atención, no sólo de los
juristas, a quienes no está especialmente
dedicada, sino de políticos, religiosos y de
toda persona que tenga una mínima sensibi-
lidad por los problemas de nuestra socie-
dad; se ve, además, complementada por un
abundante apéndice, en el que ha incluido
una interesante documentación, así como
por un interesante índice terminológico para
facilitar consultas.

A. M. DIEZ-QUIJADA
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II REVISTA DE REVISTAS (*)
A cargo de A. MARTÍN DÍEZ-QUIJADA

y F. Sos* WACNER

ADMINISTRACIÓN LOCAL

HoUHTlCQ, Jean: L'avenir de Carrondísse-
mera, RA, 148/72, pp. 411-415.

El autor hace un balance de la evolución
poco salisfactoria del arrondissement, órga-
no administrativo de una demarcación terri-
lorial parecida a la de nuestras comarcas,
y ensaya una atribución de competencias
para vitalizarle.

RANDALL, P. J.: ¡Tales in the Structure oj
Central Government, PA, 50/72, pp. 353-
370.

Expone el proceso autonomista de Gales
y sus causas, las circunstancias especiales
de esta región que necesitaban de un tra-
tamiento peculiar administrativo y concluye
con el análisis del papel desempeñado por
la Secretaría de Estado para Gales.

ADMINISTRACIÓN
PENITENCIARIA

FROMENT-MEURICE, A.: Uadministration pé-
nitentiaire jrangaise, RA, 147/72, pp. 259-
263.

Describe la administración central > pe-
riférica como premisa para entrar en el exa-
men de la actuación mediante el personal y
el equipo de material e inmuebles. Por últi-
mo, aborda el problema planteado por el
trabajo de la población reclusa.

ADMINISTRACIÓN PUBLICA
EN GENERAL

DOUKNCE, Jean-Claude: La spécia/ité des
personnes publiques en droit administra-
tif franqais, RDPSP, 4/72, pp. 753-810.

El autor se pregunta por el declive de la
noción de especialidad de las personas mo-
rales en el Derecho administrativo; analiza
el concepto en este campo, a la luz de la
doctrina científica y de la del Consejo de
Estado, y entiende que es necesario volver
a este principio para comprender mejor la
naturaleza jurídica de ciertas instituciones
administrativas.

SCARMAX, Sir Leslie: Latv and Administra-
lion: A Change in Relationship, PA, 50/
72, pp. 253-258.

Desde el siglo XVII el Parlamento britá-
nico no ha experimentado grandes cambios
en sus competencias, pero los hechos socia-
les de nuestra época anuncian que aquéllas
sufrirán una disminución en favor de la des-
concentración de funciones y de la inter-
vención de organizaciones internacionales
que determinarán la legislación interior.

ADMINISTRACIÓN REGIONAL

IZQUIERDO CORSER, N.: Aspectos adminis-
trativos de la regionalización en Venezue-
la, RISA, 7/72, pp. 319-3326.

Estudia los objetivos del desarrollo re-
gional y las implicaciones administrativas
del proceso de regionalización.

(*) Al final de esta sección figura la tabla de abreviaturas correspondiente a las
revistas que se reseñan.
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ROWLANDS, E. R.: The Polilics oj Regio-
nal Administration: The Establishment o¡
the Welsh Oflice, PA, 50/72, pp. 333-351.

Descripción del proceso de autonomía
administrativa concedida a Gales, que ana-
liza a través del funcionamiento del Depar-
tamento para Gales, instituido en 1%4, y los
efectos conseguidos.

ALEMANIA FEDERAL

SCHEUNEK, Ulrich: Kooperation und Kon-
jlikt. Dó'V, septiembre 1972. pp. 585-591.

Se trata de algunas apreciaciones críticas
sobre el desarrollo en la Alemania Federal
de las relaciones entre el Bund y los Uinder.

AUTOTUTELA DE
LA ADMINISTRACIÓN

CRKTKLLA JÚNIOR, J.: La aulotutela admi-
nistrativa, RDAB, 108/72, pp. 47-63.

Se ocupa, en principio, de la acción ad-
ministrativa para entrar en el de la auto-
tutela, distinguiendo la que se ejerce sobre
los bienes de dominio público y el privile-
gio de decisión ejecutiva.

BUROCRACIA

HUSAIN, S. B.: ¿es systémes et la jormation
des cadres, CAAP, 7/72. pp. 6-11.

El autor se pregunta si existe un sistema
do perfeccionamiento rápido del personal,
y manifiesta cuáles son los principios a que
debe atenerse cualquier sistema para lo-
grar efectos satisfactorios en un tiempo ra-
zonable.

tanto desde la perspectiva de las exigen-
cias propias de todo contrato como de las
particulares exigibles para uno determinado.

CONTROL DE
LA ADMINISTRACIÓN

GRECORY, R., y ALEXANDER, A.: Our Par-
liamentary Ombudsmari. Pan I: Integra-
tion and metamorphosis, PA, 50/72, pá-
ginas 313-332.

Estudio de las diferencias existentes en-
tre el Ombudsman o Parliamenlary Commis-
sioner jor Administration y el de otros paí-
ses, distinguiéndose el británico por su na-
turaleza parlamentaria, ya que el Parlamen-
to tiene funciones inspectoras de la Admi-
nistración que no podía abdicar y no las
ha abdicado.

CULTURA

GOODMAN, Lord: Patronage withoul pain,
PA, 50/72, pp. 259-270.

El autor se duele de que hoy no se des-
tinen apenas subvenciones para el fomento
de las artes, y pasa seguidamente a exami-
nar cuáles deben ser los elementos a tener
en cuenta para subvencionar una actividad
espiritual sin imponer servidumbres al pen-
samiento.

DERECHO ADMINISTRATIVO
INTERNACIONAL

SOAMES, Sir Chrislofer: Whitehaü inlo Eu-
rope, PA. 50/72, pp. 271-279.

En esta conferencia se expone la natura-
leza de la CEE, los efectos que determina-
rá en la Administración británica su ingreso
en aquélla y la contribución del Reino Uni-
do a la Comunidad Europea.

CONTRATOS ADMINISTRATIVOS

FABRE, Francis J.: Principes généraux de
passation des marches locaux, RA, 147,
pp. 274-278.

En este trabajo se ocupa de la elimina-
ción de los contratistas poco calificados.

DERECHO PUBLICO

VKHEINICUNC DF.R DF.UTSCHEN STAATSRECHTS-
LEIIRER: Hesse, Scheuner, Ipsen, AoR,
septiembre 1972.

Todo el número de la Revista está dedi-
cado a recordar la vida de la asociación
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durante cincuenta años y las actividades por
eila desarrolladas. Constituye una valiosa
información.

DERECHOS FUNDAMENTALES

SEIFERT, Karl-Heinz: Die deutsche Staar-
sangehorigkeil darf nichl enízogen wer-
den, DóV, octubre 1972, pp. 671-674.

Análisis pormenorizado del artículo 16 de
la Constitución alemana, que establece la
imposibilidad de privar de la nacionalidad
alemana, excepto cuando lo establezca una
ley y siempre que el interesado no quede
en la situación de apatrida.

DESARROLLO ECONÓMICO

PACKARD, Philip C.: Réalisation d'un projet
d'Administration pour le Developpement,
CAAP, 7/72, pp. 43-50.

Estudio de las fases que comprende la
ejecución de un proyecto de obra pública,
desde la perspectiva de su racionalización,
para economizar tiempo y lograr su efec-
tividad.

EMPRESAS PUBLICAS

OLIVEIRA FRANCO, M.: Fundacáo e empresa
pública, RDAB, 108/72, pp. 1-27.

El profesor Franco, con una gran aten-
ción a la bibliografía española sobre el
lema, analiza la naturaleza jurídica de las
empresas públicas y la compara con la de
las fundaciones.

SCHENEIDER, Hans Peter: tfirtschaftliche
Mitbestimmung in ojjentlichen Unterneh-
men, DóV, septiembre 1972, pp. 598-605.

Este estudio, que hace especial referencia
a las empresas públicas municipales, desem-
boca en una propuesta de reforma de la
Ley Federal de Representación del Personal
en la empresa.

ENERGÍA

ALVAREZ, Walter T.: Naturaleza jurídica de
electricidades, RDAB, 108/72, pp. 28-46.

Examina la naturaleza física de la elec-
tricidad y la distinción entre fenómeno ju-
rídico y objeto de derecho para abordar el
tema de las relaciones jurídicas que surgen
entre los sujetos de derecho y la aprehen-
sión de la electricidad.

ENSEÑANZA

ADAMOLEKUN, Lapido: L'Enseignement de
FAdministration Publique au niveau de
rUniversité en Ajrique, CAAP, 7/72, pá-
gina 33.

Estudio comparativo de las concepciones
de la Administración pública inglesa y fran-
cesa y sus proyecciones en los países que
constituyeron sus antiguas colonias africanas.

OPPERMAN, Thomas: Gemeinsame Bilduns-
und Forschungsjinanzierung durch Bund
und Ldnder nach Art. 91 b und Art. 104
a Grundgesetz, D6V, septiembre 1972, pá-
ginas 591-598.

El autor, conocido especialista en la ma-
teria, analiza las relaciones entre el Bund
y los Lander en materia de educación e
investigación a la luz de la nueva Ley de
12 de mayo de 1969.

EXPROPIACIÓN FORZOSA

STOEBUCK, William B.: A General Theorie
of Eminent Domain, WLR, 4/72, pági-
nas 553-608.

Examina el principio del dominio eminen-
te del Estado, • que está en la raíz de la
institución expropiatoria, y su introducción
en los Estados Unidos, con frecuentes remi-
siones al Derecho inglés. Posteriormente se
ocupa del acta de ocupación, de la fijación
del precio y de la afección al fin de la ex-
propiación.
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FUENTES DE DERECHO

MIGUEL, Pedro de: La legislación delegada
en el Derecho administrativo de los Esta-
dos Unidos, DA, 147/72, pp. 62-85.

Estudia la peculiaridad de los principios
por los que se rige el Derecho administra-
tivo en los Estados Unidos y, en relación
con ella, la legislación delegada y su con-
trol.

FUNCIONARIOS

CALCAÑO DK TEMELTAS, J.: El Tribunal de

la carrera administrativa de Venezuela,
RISA, 7/72, pp. 294-301.

Una ley de 1970 ha regulado en Venezue-
la la carrera administrativa y creado un
Tribunal para juzgar de los conflictos en-
tre el personal y la Administración, cuya
naturaleza, composición y procedimiento son
objeto de análisis.

GONZÁLEZ-HABA, V.: Los ¡uncionarios en

Norteamérica, DA, 146/72, pp. 113-129.

Pone de relieve la distinta concepción de
esta función pública y sus dimensiones
cuantitativas, con gráficos que reflejan el
crecimiento del censo de funcionarios.

P. C : Le statut general des militaires, KA,
148/72, pp. 395-397.

Lá ley de 13 de julio de 1972 ha esta-
blecido el estatuto de las fuerzas armadas,
en el que se comprenden también los dere-
chos y obligaciones del personal de recluta.
El autor comenta este estatuto.

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

NEIS, Kurt: Zur Funktion der Vertreter des
ojjentlichen Interesses bei den Verwal-
tungsgerichten, Dó'V, octubre 1972, pági-
nas 626-632.

El autor recoge las discusiones y polémi-
cas habidas en torno al representante del
interés público en los Tribunales Conten-
cioso-administrativos.

LD3ERTADES PUBLICAS

GROSCI.AUDE, Jacques: Un vestige législatif:
Les limitations a la liberté d'associalion
en Alsace el l.oraine, RDSP, 4/72, pági-
nas 811-830.

[-a anexión de Alsacia y Lorena a raíz
de la G. M. I. determinó el respeto de la
legislación imperial alemana sobre asocia-
ción por juzgarla más liberal que la fran-
cesa. Sin embargo, las limitaciones adminis-
trativas para la concesión de capacidad jurí-
dica son fuertes y son el objeto del estudio
del autor.

ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

TIETZ, Bruno: Probleme der Gebietsund
Verwahungsrejorm jiir Bund, Lánder und
Gemeinden, DóV, octubre 1972, p. 660-671.

Se trata de la primera parte de un traba-
jo más amplio sobre la reforma espacial
administrativa que se discute en la actua-
lidad en la República Federal Alemana.

PARTICIPACIÓN Y
COLABORACIÓN DE

LOS ADMINISTRADOS

OUERNDOUFEH, Peter: Parlizipalion an Ver-

waltungsentscheidungen in Osterreich,
DoV, agosto, 1972, pp. 529-536.

Las posibilidades de participación en la
adopción de decisiones administrativas es el
tema que aquí se estudia. Como se sabe,
es éste uno de los modernos temas del ac-
tual Derecho administrativo.

PLANIFICACIÓN

BACCICALUPO, Alain: L'administration cén-
trale du plan dans la province de Québec,
RA, 148/72, pp. 416-424.

Continuación de otro artículo publicado
en el número 45; se ocupa en éste de las

544



REVISTA DE REVISTAS

instituciones administrativas de la provincia
de Quebec que intervienen en la redacción
del planeamiento.

PRENSA, INFORMACIÓN
Y TELEVISIÓN

DEBBASCH, Charles: L'évolution des mono-
potes de televisión, RA, 148/72, pági-
nas 363-367.

í.,a opinión pública se pregunta en for-
ma crecientemente intensa por las razone?
del monopolio de la televisión. El autor
analiza los indeseables efectos que produce
este monopolio y sostiene que debe autori-
zarse una diversidad controlada de instala-
ciones de emisoras de televisión.

to regulador. Sin embargo, Venezuela ca-
rece de una ley reguladora, y el autor ana-
liza los principios condensados por la ju-
risprudencia en relación con estas garan-
tías.

ORTIZ DE MKNDÍVIL, J.: Denuncias y recla-
maciones de particulares: Su alcance en
el procedimiento administrativo y en el
proceso contencioso, DA, 146/72, • pági-
nas 63-79.

El autor examina el principio de la carga
de la prueba en el procedimiento adminis-
trativo de denuncia de actuaciones de fun-
cionarios y el grado de certeza que deter-
mina el pronunciamiento de resolución san-
cionatoria.

PRESUPUESTOS

AMSEI.EK, Paul: Note, sur la RCB, RA,
148/72. pp. 425-438.

Constituye la primera parte de un exten-
so trabajo en el que se analizan el sistema
de presupuesto estatal de selección de obje-
tivos, la metodología de este sistema > los
problemas que suscita su implantación.

CURZON, D.r y GROSS, B.: El PPBS: ante-
cedentes y evolución posterior, DA 146/
1972, pp. 11-61.

Análisis de la problemática que plantea
la introducción del presupuesto-programa o
de selección de objetivos, efectuado a la
luz de la experiencia norteamericana.

PROCEDIMIENTO
ADMINISTRATIVO

MOLES CAUISET, A.: Vicisitudes del proce-
dimiento administrativo venezolano, RISA.
7/72. pji. 270-276.

El autor analiza el origen del procedi-
miento como garantía del administrado y
cómo diversos Estados han adoptado un tex-

VÁZQI.KZ DK PHADA, V.: La notificación en

la Ley de Procedimiento Administrativo:
Reflexiones sobre una posible reforma,
DA, 147/72, pp. 87-100.

Examina la obligación de notificar los ac-
tos administrativos y el derecho a ser noti-
ficado. La vaga zona intermedia entre los
actos singulares y generales debería deter-
minar una reforma enumerativa de los com-
prendidos en esta zona, que deberían ser
objeto de notificación individual.

REFORMA ADMINISTRATIVA

BREWF.H-CARIAS, A.: Las propuestas de re-
forma de la Administración pública vene-
zolana, RISA, 3/72, pp. 252-261.

Descripción del proceso de reforma ini-
ciado en 1969, con análisis de sus criterios
y con mención de la ley orgánica de la
Administración pública.

OLIVA, Andrés de la: Reforma administra-
tiva y sociedad inestable, DA, 147 pági-
nas 11-46.

Analiza las concepciones de la Adminis-
tración pública, predominantemente antro-
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mórficas, que se admitían hasta bien re-
cientemente, y explica la teoría de una
Administración como sistema, constituido
por actuación-estructura-medio ambiente.

QUINTANA MATOS, A.: La reforme du ré-
gime juridique de CAdministration publi-
que nationale, RISA, 7/72, pp. 262-269.

Exposición del régimen jurídico y orgá-
nico de la Administración pública venezo-
lana, según proyecto de ley que se analiza
por el autor.

SILVERA, Víctor: Le jond el la forme: de
la reforme administrative a la reforme du
tangage administratif, RA, 147/72, pági-
nas 251-258.

Tras de ocuparse de los antecedentes re-
formadores de la Administración pública
francesa, aborda el estado actual y se ocu-
pa parlicularmenle de la comisión para la
reforma del lenguaje administrativo, creada
a iniciativa del presidente Pompidou, ante
el progresivo empobrecimiento del idioma
en los escritos de la Administración.

RÉGIMEN JURÍDICO
DE LA ADMINISTRACIÓN

EN GENERAL

SILVERA, Víctor: Psicopathie de la vie ad-
ministrative, RA, 148/72, pp. 392-394.

Comentario de tres carencias de la Ad-
ministración francesa: la falla de obliga-
ción de motivar los actos administrativos,
la anomalía de que las cuestiones plantea-
das por la Cour des Comptes sobre finan-
zas municipales sean contestadas por el mi-
nistro del Interior y no por éstas y la de
que las sentencias de lo Contencioso no
determinen para la Administración la coer-
cibilidad de su ejecución.

URBANISMO

GALÁN, Alvaro: Régimen orgánico de la
actividad urbanística para la provincia de
Madrid, DA, 146/72, pp. 81-112.

Analiza la competencia de los órganos ur-
banísticos en el planeamiento del Área Me-
tropolitana de Madrid y la dependencia or-
gánica y funcional entre ellos que da lugar
a relaciones de jerarquía y funcionales.
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Estudios:

JUAN BENEYTO: "I-a historia, carga y contorno del hombre".
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interés".

Iglesia-Estado:
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libro).
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Notas:
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CILBERT TIXIER: "La unión de las Repúblicas Árabes y la Constitución egipcia de 11 d-'
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CÉSAR ENRIQUE ROMERO: "Ciencia política, Derecho político y Derecho constitucional".

Mundo hispánico:

JOAQUÍN OLTRV: "F.l poeta García de Tassara y la doctrina de Monroe".
ENRIQUE FERRER VIF.YRA: "Cuenca del Plata. Su incidencia en la política exterior ar-
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Estudios:

"La política internacional del futuro o de la anarquía a la supervivencia", por José Ma-
ría CORDERO TORRES.

"La política internacional norteamericana en Asia", por Camilo BARCIA TREI.LES.
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ESCALERA.
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SUMARIO DEL NUM. 62 (septiembre-diciembre 1972)

Artículos:

Ramiro CAMPOS NORDMANN : "La región polarizada de Madrid" (ensayo de delimitación
económica).

L. MARTÍN OAR, E. LANGA MORA, C. LI.UCH SANZ: "El esfuerzo fiscal de España: duplica".

Manuel SÁNCHEZ AYUSO: "Objetivos de una política de formación de ahorro personal o
familiar".

R. CALLA SAIZ: "Un comentario del trabajo de A. B. Atkinson y J. E. Stiglitz: La
estructura de la imposición indirecta y la eficiencia económica".

Pedro LUE.NCO MULET: "Comentarios al Borrador del Plan General de Contabilidad de
España".

Documentación:

Documento número 1:
"La Hacienda de España dirigida por los libre-cambistas. ¡Pobre España!".
"La Hacienda de España dirigida por los librecambistas. ¡Pobre España!" (segunda

parte).

Documento núm. 2: .

Polémica sobre cuestiones económicas entre don Luis María PASTOR y don Juan GÜEL
Y FERRER.

Reseña de libros

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL
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Miguel RODRÍGUEZ PINERO, Federico RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, Ma-
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SUMARIO DF.I. NUM. 94 (abrii.junio 1972)

Ensayos:

Joseph S. ROUCEK : "Cambios en la política de inmigración norteamericana".
Enrique Mur REMÓLA: "El sistema de la Seguridad Social".
Fermín ROBHI'CUEZ-SAÑUDO: "La nueva ley alemana de participación de los trabajadores

en la empresa".
Tomás SALA FRANCO: "Configuración jurídica del derecho a media hora de descanso en

el régimen de jornada continuada de ocho horas".

Crónicas:

"Crónica nacional", por Luis LANCA GARCÍA.
Declaración de la "Unión Internacional Cristiana de Dirigentes de Empresa" (UN1APAC)

ante la II Década del Desarrollo.
"Crónica internacional", por Miguel FACOACA.
"Actividades de la OIT", por C. FERNÁNDEZ.

Jurisprudencial social:

"Administrativa: I) Legislación 3) Seguridad Social", por José PÉREZ SERRANO.
"Tribunal Supremo, Sala VI", por L. E. DE LA VILLA y otros.
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FARÍAS MATA, L. H.: "Funcionarios de Confianza y de Libre Nombramiento y Remoción
en Venezuela".
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ULTIMAS NOVEDADES PUBLICADAS
POR EL INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS
UNIVERSIDAD Y POLÍTICA. TRADICIÓN Y SECULA-

RIZACIÓN EN EL SIGLO XIX

Por Andrés OLLERO TASSARA. Un volumen en rústica de 15x23 cm.
240 pp., edic. 1972, 250 ptas. Colección «Historia Política».

Son muy numerosos y cada vez más abundantes los estudios que
se realizan sobre nuestro siglo xix. Motivo de reflexión importante,
porque esa época descubre no sólo figuras del pasado que no han sido
apreciadas adecuadamente, sino que permite reconsiderar juicios de
valor que menospreciaron, sin la debida causa, dicha época.

Sobre dos preocupaciones que el autor resalta para el español de
hoy, esto es, el futuro de nuestra convivencia política y la función de
la Universidad, se ofrece aquí un estudio histórico dentro de la gran
policromía y complejidad ideológica que caracteriza al siglo xix. El
tema de la tradición y la secularización es analizado con gran acopio
de antecedentes y permite una investigación objetiva para puntualizar
polémicas doctrinales, educativas y políticas en las que la investiga-
ción no había penetrado aún bastante.

Se trata de un ensayo histórico que se hace hoy imprescindible
como antecedente para \3l estudio de los grandes temas de hoy.

«MELCHOR DE MACANAZ». TESTAMENTO POLÍTICO.
PEDIMENTO FISCAL

Noticia biográfica por Joaquín MALDONADO MACANAZ. Edición
y notas por F. Maldonado de Guevara. Volumen en rústica de
15,5X23 cm. 256 pp., edic. 1972. 255 ptas. Colección «Historia Po-
lítica».

•La figura histórica de Macanaz, el que fue Fiscal General de la
Monarquía con los Borbones, queda ampliamente resaltada en esta
obra «n la que se recoge las noticias que de este personaje político
dio de él uno de sus sucesores. La vida de este personaje tan vincula-
da a una de las épocas más importantes de la evolución histórica de
nuestra patria ofrece noticia de la azarosa vida y nota áe dos de los
documentos escritos por el propio Macanaz, que suponen una aporta-
ción definitiva para el enjuiciamiento de nuestra historia patria, como
son los problemas del regalismo, del janjeismo, de la Inquisición, de
la lucha por la unidad política, de la nueva administración, etc., que
se producen en el tránsito que hay desde 1670 hasta 1739, cuando el
propio Macanaz llevaba ya veintiún años de «xpatriado, para consi-
derar estos hechos históricos vinculados al reinado y a la obra de
Felipe V, como muestras de interés para explicar las razones de este



libro. Es vsn extremo de gran interés el llamado «Testamento Político-,
cuya versión se da ahora íntegra y cuya lectura merece atención,
admiración y respeto para el que fue su autor, que lo redactó ya
dentro de una prematura ancianidad y limitado a la mísera condición
de prisionero.

Esta versión está enriquecida con numerosas notas documentales
sobre Macanaz y sobre temas hispánicos, que realiza y comenta F. Mal-
donado de Guevara.

TRATADO ELEMENTAL DE DERECHO DEL TRABAJO

Por MIGUEL HERNA1NZ MÁRQUEZ. 2 vol. en rústica de 16x24 cm.
11.a edición, 1972. Precio de los dos volúmenes 875 ptas. Colección
«Estudios de Trabajo y Previsión».

El éxito alcanzado tón las ya numerosas ediciones de esta obra ha
permitido el lanzamiento de esta 11.a edición en dos volúmenes para
su más fácil manejo. Edición que actualiza el tema del Derecho la-
boral, no sólo desde la parte general o doctrinal, sino desde la nor-
mativa de.1 derecho positivo vigente.

La clara exposición y ordenación de las distintas materias que toca
el autor hacen de ella no sólo una consulta obligada para el espe-
cialista de esta rama del Derecho, sino la facilidad de servir por su
total unidad a una función docente.

FORMACIÓN Y APLICACIÓN DEL DERECHO. ASPEC-
TOS ACTUALES

Por José María MARTIN OVIEDO. Un volumen en rústica de 15,5 x
X21. 200 pp., edic. 1972, 200 ptas. Colección «Serie Jurídica».

En palabras del propio autor, su trabajo pretende ofrecer un pa-
norama de las aportaciones doctrinales actuales a los procesos de for-
mación y aplicación del Derecho, que en el fondo son los que consti-
tuyen la dinámica jurídica d\3 la sociedad moderna.

Es cierto que el Derecho no debe ser una «técnica de control social»,
pero no es menos cierto también que la vida jurídica no puede quedar
reducida a un mero «juicio emocional». El Derecho debe cumplir hoy
una función realista, su adaptación constante para luchar por la Jus-
ticia, ése es el tema del libro.

Desde una consideración de la doctrina clásica sobre la Formación
del Derecho, como un fenómeno g'eneral hasta el legalismo de las teo-
rías actuales, el autor analiza los problemas de la determinación de
la norma, la situación actual de la teoría y de la técnica de la inter-
pretación jurídica, la integración de la norma en el Derecho positivo
y el problema de las lagunas jurídicas, temas todos que resaltan la
consideración fundamental que merece hoy el estudio de este proceso
para una correcta aplicación de la Justicia.
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ESTUDIOS

CORTINAS PELÁEZ, L.: Estado democrático y Administración prestacionai. LXVII, 95.
FAIREN GUILLEN, V.: La defensa del Derecho de libertad personal en la historia y

en la actualidad españolas. LXIX, 9.
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R.: La situación de los colindantes con las vías públicas.

LXIX, 109.
LECUINA VILLA, J. : Instalaciones de líneas eléctricas y precariedad administrativa.

LXVIII, 9.
MARTÍN DEL BURGO MARCHAN, A.: Dimensión temporal de la planificación. LXIX, 59.
MARTÍN MATEO, R.: La penetración pública en la propiedad urbana. LXVII, 13.
MORELL OCAÑA, L.: La concesión de marismas y al articulo ¡26 de la Ley de Pa-

trimonio del Estado. LXVIII, 137.
PARADA VÁZQUEZ, J. R.: El poder sancionador de la Administración y la crisis del

sistema judicial penal. LXVII, 41.
SANTAMARÍA PASTOR, J. A.: La teoría de la responsabilidad del Estado legislador.

LXVIII, 57.

JURISPRUDENCIA

I.—COMENTARIOS MONOGRÁFICOS:

FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R.: Expropiación y responsabilidad: nuevos criterios juris-
prudenciales. LXVII, 147.

GÓMEZ FERREK, R.: Resoluciones tardías y conflicto de intereses privados. LXVIII, 187.
GÓMEZ-REINO, E.: Las infracciones al artículo 2." de la Ley de Prensa. LXIX, 131.
GONZÁLEZ PÉREZ, J.: El silencio administrativo y los interesados que no incoaron

el procedimiento administrativo. LXVIII, 235.
RIVERO YSERN, E.: El contrato administrativo ante las jurisdicciones contencioso-

administrativa y civil. LXVII, 197.
SOSA WACNER, F. : Crédito oficial y acción concertada: posibilidades revisoras.

LXVIII, 221.

II.—NOTAS:

1. CONFLICTOS JURISDICCIONALES.

1.—CUESTIONES DE COMPETENCIA:

Ejecución de sentencia del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. ¿Puede un
Ayuntamiento demorarla o desviarla de alguna manera? (L. MARTÍN-RETORTILLO
BAQUER). LXVII, 231.
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Sentencia jirme de desahucio frente a decreto de calificación de monumento histórico-
artístico que trata de impedir la realización del desahucio (L. MARTÍN-RETORTILLO).
LXIX, 177.

Posición del cónyuge sobreviviente respecto a los bienes de la sociedad de gananciales
(L. MARTÍN-RETORTILLO). LXIX, 199.

En los casos de doble embargo corresponde al órgano 'que se beneficia de la prio-
ridad temporal resolver cuantos problemas se deriven de la mejor identificación
y designación de los bienes trabados (L. MARTÍN-RETORTILLO).

Una empresa pública —el Banco de Crédito Industrial—, enfrentada, a través del
Juzgado, con la Hacienda pública al tratar de realizar ambas sus créditos sobre
unos mismos bienes (L. MARTÍN-RETORTILLO). LXIX, 212.

La falta de dictamen del Ministerio fiscal, así como de la Audiencia, a las partes
interesadas, invalida lo tramitado (L. MARTÍN-RETORTILLO). LXIX, 216.

2.—CONFLICTOS DE ATRIBUCIONES:

Clasificación benéfica de la Asociación Pía Salmantina: Derechos de forma que im-
piden entrar en el fondo (L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER). LXVII, 231.

2 . CONTENCIOSO-ADMIMSTRATIVO.

A) EN GENERAL

I.—FUENTES DEL DERKCHO:

Normas escritas. Jerarquía normativa. Distinción entre disposiciones generales y
actos individualizados:

Sentencias de 19 de junio, 30 de septiembre y 25 de octubre de 1971. LXVII, 248.
Sentencias de 28 de octubre y 11 de noviembre de 1971. LXVIII, 248.
Sentencias de 26 de enero, 15 de febrero y 9 y 22 de marzo de 1972. LXIX, 222.

Principios generales: de seguridad, de igualdad ante la Ley:

Sentencias de 4 y 23 de junio, 6 de julio y 16 y 25 de octubre de 1971.
LXVII, 254.

Sentencias de 23 y 30 de octubre, 15 de noviembre y 10 de diciembre de 1971.
LXVIII, 250.

Sentencias de 21 de enero, 25 de febrero y 9 y 13 de marzo. LXIX, 224.

II.—ADMINISTRACIÓN PÚBLICA:

ACTO ADMINISTRATIVO.:

Clases: de mero trámite, discrecionales:

Sentencias de 30 de abril y 17 de junio de 1971. LXVII, 257.
Sentencia de 28 de octubre de 1971. LXVIII, 251.
Sentencia de 7 de marzo de 1972. LXIX, 225.

Notificación:

Sentencia de 5 de junio de 1971. LXVII, 259.
Sentencias de 21 de enero y 2 de marzo de 1972. LXIX, 228.

Ejecución:

Sentencia de 27 de septiembre de 1971. LXVII, 261.
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Sentencia de 27 de octubre de 1971. LXV1II, 256.
Sentencias de 10 de febrero y 4 de marzo de 1972. LXIX, 229.

Invalidez: nulidad, anulabilidad, vicios de forma:

Sentencias de 14 y 30 de abril y 25 de octubre de 1971. LXVII, 258.
Sentencias de 19 y 23 de octubre, 6 y 29 de noviembre y 16 de diciembre

de 1971. LXVIII, 251.
Sentencias de 9 y 21 de febrero y 13 de marzo de 1972. LXIX, 225.

III. CONTRATOS

De las Corporaciones Locales:

Sentencia de 14 de abril de 1971. LXVII, 262.
Sentencia de 31 de enero de 1972. LXIX, 231.

Subastas:

Sentencia de 3 de noviembre de 1971. LXVIII, 257.

De suministro:

Sentencia de 22 de diciembre de 1971. LXVÍÍI, 257,

IV.—ACUAS:

Públicas subterráneas:

Sentencia de 30 de septiembre de 1971. LXVII, 263.
Sentencia de 17 de enero de 1972. LXVIII, 260.
Sentencia de 10 de marzo de 1972. LXIX, 233.

V.—ZONA MARÍTIMO-TKRRESTRE:

Limites. Deslinde:

Sentencia de 5 de noviembre de 1971. LXVIII, 261.
Sentencia de 19 de febrero de 1972. LXIX, 233.

VI.—MONTES :

Propiedad:

Sentencia de 29 de noviembre de 1971. LXVIII, 258.

VII.—FARMACIAS :

Traslado:

Sentencia de 23 de junio de 1971 LXVII, 264.
Sentencia de 29 de noviembre de 1971. LXVIII, 262.

VIII.—TRABAJO:

Naturaleza del Derecho Laboral:

Sentencia de 30 de octubre de 1971 LXVIII, 263.
Sentencia de 14 de febrero de 1972. LXIX, 238.

IX.—TRANSPORTES :

Competencias administrativas:

Sentencia de 17 de junio de 1971. LXVII, 265.
Sentencia de 28 de marzo de 1972. LXIX, 239.
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X.—VIVIENDA:

De renta limitada:

Semencias de 9, 11 y ]5 de junio de 197). LXVII, 268.
Sentencia de 27 de noviembre de 1971. LXVIII, 264.
Sentencias de 18 de enero y 9 de febrero de 1972. LXIX, 237.

XI.—PROPIEDAD INDUSTRIAL:

Nombre comercial:

Sentencias de 14 de abril y 14 de octubre de 1971. LXVII, 270.

Marcas: modelos de utilidad:

Sentencias de 26 de mayo y 3 y 6 de julio de 1971. LXVII, 271.
Sentencias de 30 de octubre, 5 de noviembre y 15 de diciembre de 1971.

LXVIII, 266.
Sentencias de 21 de diciembre de 1971, 18 de marzo y 13 de abril de 1972

I.XIX, 235.

XII—ARRENDAMIENTOS URBANOS :

Extinción por declaración administrativa:

Sentencia de 24 de enero de 1972. LXVIII, 265.

XIII.—ASOCIACIONES :

Inscripción en el Registro de Asociaciones:

Sentencia de 22 de diciembre de 1971. LXVIII, 267.

XIV.—ACTIVIDAD SANCIONADORA :

Potestad sancionadora:

Sentencia de 23 de junio de 1971. LXVII, 275.
Sentencia de 30 de octubre de 1971. LXVIII, 269.
Sentencias de 2 y 25 de marzo de 1972. LXIX, 251.

Faltas:

Sentencia de 3 de julio de 1971. LXVII, 276.
Sentencias de 9 y 24 de marzo de 1972. LXIX, 254.

XV.—OKDF.N PÚBLICO:

Pasaporte: naturaleza de las facultades administrativas para su concesión o
privación:

Sentencia de 25 de octubre de 1971. LXVII, 277.

Actos contrarios:

Sentencias de 8, 18 y 29 de febrero de 1972. LXIX, 246.

Requisito del previo pago:
Sentencia de 19 de octubre de 1971. LXVII, 281.

XVI.—PRENSA:

¡.imites al derecho de libre expresión:

Sentencia de 22 de enero de 1972. LXVIII, 268.
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Fallas:

Semencias de 28 de octubre y 6 de noviembre de 197]. LXVIII, 269.

XVII.—ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA:

Personalidad jurídico-pú btica:

Sentencia de 13 de noviembre de 1971. LXVII, 270.

Delegación de competencias:

Sentencia de 15 de noviembre de 1971. LXVIII, 270.

Potestad organizaloria de la Administración:
Sentencia de 25 de marzo de 1972. LXIX, 263.

XVIII.—EXPROPIACIÓN FORZOSA:

Concepto, naturaleza y junción:

Sentencia de 30 de octubre de 1971. LXVIII, 275.

El Jurado: recurso de la Administración contra un acuerdo del mismo:

Sentencia de 2 de octubre de 1971.. LXVII, 281.

Justiprecio:

Sentencias de 25 y 29 de septiembre, 4, 7 y 11 de octubre de 1971. LXVII, 282.
Sentencias de 29 de diciembre de 1967 y 3 y 11 de noviembre de 1971.

LXVIII, 277.
Sentencia de 11 de abril de 1972. LXIX, 256.

Intereses de demora:

Sentencia de 6 de octubre de 1971. LXVII. 286.
Sentencia de 24 de enero de 1972. LXVKL 280.

Reversión:

Sentencias de 15 de noviembre y 4 de diciembre de 1971. LXVIII, 281.

XIX.—URBANISMO:

Licencias de construcción: Facultades del Ayuntamiento de Madrid:

Sentencia de 16 de octubre de 1971. LXVII, 287.
Sentencias de 11 de noviembre y 16 de diciembre de 1971. LXVIII, 283.
Sentencia de 13 de marzo de 1972. LXIX. 257.

Planes: E¡celos, validez y ejecutoriedad:

Sentencias de 4 y 23 de junio de 1971. LXVII, 287.
Sentencia de 18 de noviembre de 1971. LXVÍÍÍ, 285.

Acción pública del artículo 223 de la Ley del Suelo:

Sentencias de 8 de noviembre de 1971 y 24 de enero de 1972. LXVIII, 286.

Solares e inmuebles de edificación forzosa:
Sentencias de 2 de abril y 4 de junio de 1971. LXVII, 290.
Sentencias de 9 y 13 de marzo de 1972. LXIX, 258.

Edificaciones ruinosas: •

Sentencia de 11 de octubre de 1971. LXVII, 291.
Sentencias de 15 y 26 de noviembre y 23 de diciembre de 1971. LXVIII, 290.
Sentencias de 15 de marzo y 10 de abril de 1972.; LXIX, 260.
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Expropiaciones urbanísticas:

Sentencia de 11 de noviembre de 1971. LXVIII, 293.
Sentencias de 26 de febrero y 11 de marzo de 1972. LXIX, 261.

Policía: Facultades administrativas de ordenación de edificaciones:
Sentencia de 16 de marzo de 1972. LXIX, 245.

XX.—PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO:

Iniciación:
Sentencia de 23 de junio de 1971. LXVII, 299.
Sentencia de 11 de noviembre de 1971. LXViri, 294.
Sentencia de 28 de febrero de 1972. LXIX, 232.

Audiencia de los interesados:
Sentencia de 6 de noviembre de 1971. LXVIII, 295.

Caducidad:
Sentencia de 6 de julio de 1971. LXVII, 300.

Deber administrativo de dictar resolución:
Sentencia de 19 de octubre de 197). LXVII, 301.
Sentencias de 16 y 23 de marzo de 1972. LXIX, 232.

Procedimiento de devolución de ingresos indebidos:
Sentencia de 2 de noviembre de 1971. LXVIII, 295.

Revisión de ojicio:
Sentencias de 2 y 14 de abril de 1971. LXVII, 301.
Sentencia de 11 de abril de 1972. LXIX, 233.

Error de derecho e incongruencia:
Sentencia de 2 de junio de 1971. LXVII, 301.

XXI.—RECURSOS ADMINISTRATIVOS :

Desistimiento por representante del interesado:
Sentencia de 17 de noviembre de 1971. LXVIII, 296.

XXII.—RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO :

Naturaleza, extensión, límites:
Sentencias de 18 de junio y 13 de octubre de 1971. LXVII, 303.
Sentencia de 15 de diciembre de 1971. LXVIII, 297.
Sentencias de 23 y 28 de febrero de 1972. LXIX, 267.

Cuestiones de índole laboral:
Sentencias de 30 de junio y 18 de octubre de 1971. LXVII, 304.
Sentencias de 11 y 24 de noviembre de 1971. LXVÍIL. 297.
Sentencias de 4 de febrero y 1 de marzo de 1972. LXIX, 268.

Orden de examen de las cuestiones:
Sentencias de 29 de septiembre y 18 de octubre de 1971. LXVII, 306.
Sentencias de 13 de mayo y 11 de noviembre de 1971. LXVIII, 299.
Sentencia de 4 de abril de 1972. LXIX, 269.
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Congruencia procesal:
Sentencia de 30 de septiembre de 1971. LXVII, 306.

Recurso previo de reposición:
Sentencia de 24 de enero de 1972. LXVIII, 301.
Sentencia de 2 de marzo de 1972. LXIX, 275.

Legitimación activa:
Sentencias de 2, 4 y 17 de junio, 3 de julio, 25 de septiembre, 3, 19 y 25

de octubre de 1971. LXVII, 306.
Sentencias de 6 y 17 de diciembre de 1971 y 14 de enero de 1972. LXVIII. 304.
Sentencias de 10 y 13 de marzo de 1972. LXIX, 274.

Objeto:
Sentencias de 30 de abril, 18 de mayo y 9 de octubre de 1971, LXVII, 321.
Sentencias de 12 y 15 de noviembre de 1971. LXVIII, 303.
Sentencias de 4 y 7 de marzo de 1972. LXIX, 272.

Plazo de interposición:
Sentencias de 18 de mayo, 9 de junio, 7, 9 y 19 de octubre de 1971.

LXVII, 318.
Sentencias de 8 de febrero, 13 de marzo y 15 de abril de 1972. LXIX, 270.

Requisito del previo pago:
Sentencia de 19 de octubre de -971. LXVII, 324.
Sentencias de 26 de octubre y 22 de diciembre de 1971. LXVIII, 305.
Sentencias de 18 de marzo y 17 de abril de 1972. LXIX, 276.

Beneficio de pobreza:
Sentencia de 25 de septiembre de 1971- LXVII, 325.

Ampliación del recurso:
Sentencias de 16 y 23 de marzo de 1972. LXIX, 278.

Suspensión del acto impugnado:

Sentencia de 30 de junio de 1971. LXVII, 326.

Motivos de impugnación: desviación de poder:
Sentencia de 7 de octubre de 1971. LXVII. 326.

Prueba:
Sentencia de 3 de julio de 1971. LXVII, 330.
Sentencia de 6 de diciembre de 1971. LXVIII, 309.

Cuestiones de admisibilidad:
Sentencia de 2 de junio de 1971. LXVII, 330.
Sentencia de 11 de abril de 1972. LXIX, 279.

Subsanación de defectos procesales: representación procesal:
Sentencia de 30 de junio de 1971. LXVII, 331.
Sentencia de 25 de febrero de 1972 LXIX, 279.

Costas:
Sentencias de 13 de mayo y 4 de noviembre de 1971. LXVIII, 309.

Cosa juzgada:
Sentencia de 25 de septiembre de 1971. LXVII, 331.
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Apelación ordinaria:

Sentencia de 29 de septiembre de 1971. LXVII, 332.
Sentencias de 27 de octubre y 30 de noviembre de 1971. LXVIIl. 310.
Sentencia de 15 de febrero de T972. LXIX, 279.

XXIII.—RF.SPONSMULIOAD »F. LA ADMINISTRACIÓN:

Indemnización de daños:

Sentencia de 30 de septiembre de 1971. I-XVII, 333.
Sentencia de 10 de diciembre de 1971. LXVIIl. 311.
Auto de 10 de febrero de 1972. LXIX, 280.

XXIV.—UMVKRSIDAD :

Estatutos: Impugnación:

Sentencia de 21 de marzo de 1972. LXIX, 242.

XXV.—CINEMATOGRAFÍA:

Sentencia de 12 de abril de 1972. LXIX, 213.

XXVI.—RKCIMF.N LOCAL:

Régimen especial de Barcelona:

Sentencia de 26 de enero de 1972. LXIX. 264.

B) PERSONAL

I.—CUEKPOS DF. FUNCIONARIOS :

Cuerpos Generales del Estado:

Sentencia de 22 de octubre de 1971. LXVII, 338.
Sentencias de 3 de enero y 14 de febrero de 1972. LXVIIl, 314.

Selección de funcionarios:

Sentencias de 11 y 28 de octubre de 1971. LXVII, 339.
Sentencia de 5 de febrero de 1972. LXVIIl, 315.
Sentencia de 22 de marzo de 1972. LXIX, 281.

II.—DERECHOS:

Trienios:

Sentencias de 19 y 22 de abril y 28 de octubre de 1971. LXVII, 341.
Sentencias de 18 de enero y 7 de febrero de 1972. LXVIIl, 320.
Sentencias de 16 y 18 de marzo de 1972. LXIX, 283.

Incentivos:

Sentencia de 27 de septiembre de 1971. LXVII, 344.

Derechos pasivos:
Sentencias de 4 y 25 de octubre de 1971, LXVII, 345.
Sentencias de 8 y 10 de marzo de 1972. LXIX, 287.
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Inamovilidad en el cargo:

Sentencia de 5 de febrero de 1972. LXVIII, 319.

III.—FALTAS Y SANCIONES:

Prescripción de ¡altas:

Sentencia de 10 de marzo de 1972. LXIX, 289.

Competencia de la Administración en la elección de correctivo:

Sentencia de 29 de febrero de 1972. LXIX, 290.

O TRIBUTARIO

I.—PARTE GENERAL:

Fuentes del Derecho Tributario:

Sentencias de 19 de junio, 6 de octubre y 17 de noviembre de 1971. LXVII, 349.
Sentencias de 14 y 22 de febrero y 25 de marzo de 1972. LXIX, 293.

Naturaleza especial de la Ley aprobatoria de los Planes de Desarrollo Económicos-
Sociales:

Sentencia de 6 de octubre de 1971. LXVII, 349.

Jerarquía de normas y disposiciones de carácter general:

Sentencias de 19 de junio y 17 de noviembre de 1971. LXVU, 353.

Exenciones, desgravaciones:

Sentencias de 30 de septiembre y 6 y 7 de octubre de 1971. LXVII, 358.
Sentencias de 11, 17 y 24 de febrero; 27 de marzo, y 24 de abril de 1972.

LXIX, 294.

Eficacia de las normas tributarias:

Sentencia de 28 de septiembre de 1971. LXVIF, 358.

Procedimiento de gestión:

Sentencias de 2 y 28 de septiembre y 5 y 16 de octubre de 1971. LXVII, 360.
Semencias de 5 de febrero y 20 y 25 de marzo de 1972. LXIX, 306.

Procedimiento económico-administrativo:

Sentencias de 27 de septiembre; 2 de octubre, y 23 y 29 de noviembre de 1971.
LXVII, 375.

Sentencias de 10, 12 y 22 de febrero; 4 y 16 de marzo; 5 y 18 de abril, y 24 de

mayo de 1972. LXÍX, 310.

Jurados tributarios:

Sentencias de 7 y 28 de febrero de 1972. LXIX, 309.

Jurisdicción contencioso-adminíslrativa:
Sentencias de 24 y 27 de septiembre II, 15, 16 y 20 de octubre, y 5, 9 y 18

de noviembre de 1971. LXVII, 382.
Sentencias de 1 de febrero; 6 y 7 de marzo; 6, 12 y 24 de abril, y 10 y 16 de

mayo de 1972. LXIX, 313.
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Infracciones tributarias, sanciones, contrabando:
Sentencias de 30 de septiembre; 2, 15, 17, 19 y 20 de octubre, y 22 y 26 de

noviembre de 1971. LXVII, 365
Sentencias de 6, 9 y 24 de febrero; 10, 24 y 29 de marzo; 4, 20, 24 y 29

de abril, y 10 de mayo de 1972. LXIX, 317.

II.—IMPUESTOS DIRECTOS :

Contribución Territorial Rústica y Pecuaria:
Sentencias de 27 de septiembre y 8 de noviembre de 1971. LXVII, 388.
Sentencias de 7 de febrero y 10 de mayo de 1972. LXIX, 330.

Contribución Territorial Urbana:
Sentencia de 15 de noviembre de 1971. LXVII, 390.

Impuesto Industrial. Licencia Fiscal:
Sentencia de 19 de octubre de 1971. LXVII, 392.
Sentencia de 17 de mayo de 1972. LXIX, 340.

Impuesto Industrial. Cuota de beneficios:
Sentencia de 29 de abril de 1972. LXIX, 341.

Impuesto sobre los rendimientos del trabajo personal:
Sentencia de 7 de abril de 1972. LXIX, 333.

Impuesto sobre las rentas del capital:
Sentencias de 29 de abril y 25 de mayo de 1972. LXIX, 337.

Impuesto General sobre la Renta de las Personas Físicas:
Sentencias de 18 y 19 de octubre de 1971. LXVII, 397.

Impuesto sobre Sociedades:
Sentencias de 25 y 27 de septiembre; 14 y 19 de octubre, y 2 de noviembre
" de 1971. LXVII, 402.
Sentencia de 7 de abril de 1972. LXIX, 341.

Impuesto de Sucesiones:
Sentencia de 18 de noviembre de 1971. LXVII, 407.

III.—IMPUESTOS INDIRECTOS:

Impuesto de Derechos Reales:

Sentencias de 11 y 17 de febrero y 22 de abril de 1972. LXIX, 357.

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales:
Sentencias de 24, 25 y 28 de septiembre; 20 de octubre; 2, 5, 6, 9, 11, 25 y 29

de noviembre de 1971. LXVII, 409.
Sentencias de 9 de marzo; 13, 20 y 27 de abril, y 16 de mayo de 1972.

LXIX, 342.

Impuesto General sobre el Tráfico de las Empresas:
Sentencia de 24 de septiembre de 1971. LXVII, 415.
Sentencia de 29 de abril de 1972. LXIX, 353.

Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados:
Sentencia de 16 de mayo de 1972. LXIX, 352.

•— 12 —
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Impuesto sobre el Lujo:

Sentencias de 30 de septiembre y 12 y 18 de noviembre de 1971. LXVII, 417.
Sentencias de 14 de febrero y 29 de abril de 1972. LXIX, 355.

Impuesto sobre el Gasto:

Sentencia de 17 de abril de 1972. LXIX, 356.

Renta de Aduanas:

Sentencias de 28 de septiembre y 4 y 7 de octubre de 1971. LXVII, 423.
Sentencias de 8 y 25 de febrero; 5 de abril, y 18 de mayo de 1972. LXIX, 363.

Desgravación fiscal a la exportación:

Sentencia de 4 de octubre de 1971. LXVII, 424.
Sentencia de 20 de abril de 1972. LXIX, 366.

Tasas y exacciones parajiscales: Seguridad Social:

Sentencias de 7, 17 y 26 de mayo; 19 y 23 de junio; 2, 3 y 6 de julio; 25,
29 y 30 de septiembre, y 5 y 8 de octubre de 1971. LXVII, 427.

IV.—HACIENDAS LOCALES:

Arbitrio municipal sobre el incremento de valor de los terrenos: Tasa de equi-
valencia:

Sentencias de 30 de septiembre; 4 y 7 de octubre, y 2, 5, 18 y 19 de no-
viembre de 1971. LXVII, 436. :

Sentencias de 3 y 14 de febrero; 23, 25 y 29 de marzo; 29 de abril, y 12, 15
y 18 de mayo de 1972. LXIX, 368.

Contribuciones espaciales:

Sentencias de 22 y 29 de abril, y 19 de mayo de 1972. LXIX, 383.

Arbitrio de radicación:

Sentencias de 4, 19, 22 y 29 de febrero; 15, 23 y 25 de marzo; 15, 21, 22
y 28 de abril, y 8, 16 y 22 de mayo de 1972. LXIX, 393.

Arbitrio municipal de solares sin edificar:

Sentencias de 29 de febrero; 2, 9 y 10 de marzo, y 2 de mayo de 1972-
LXIX, 396.

Tasas por servicios municipales:

Sentencia de 2 de noviembre de 1971. LXVII, 435.
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EL INSTITUTO DE ESTUDIOS POLITICOS 

acaba de publicar: 

SOCIALIZACION, 
ADMINISTRACION, DESARROLLO 

por LUIS LEGAZ Y LACAMBRA 

Colección de Biblioteca de Cuestiones Actuales. Volumen en rústica 
de 17 x 25, 152 págs. Precio: 175 ptas. Instituto de Estudios Polí- 
ticos, 1971. 

Sobre tres conceptos básicos, el autor recoge en este volumen tres estudios, que, 
aunque escritos en forma independiente, expresan diversos problemas de una misma 
preocupación. 

Los tres trabajos, motivados por distintas actividades académicas e intelectuales del 
profesor Legar. y Lacambra, aparecen aquí unidos y actualizados sin alterar la estruc- 
tura fundamental que les dio origen. 

La socialización es un hecho observable y una estructura subyacente. Tras las dis- 
tintas ideas socializadoras hay muchos y muy varios problemas que afectan a la adap- 
tación del hombre a su medio social, a la red de organizaciones y asociaciones en la 
vida humana y a todo un sistema de organización social con los correspondientes medios 
de producción. 

El concepto administración evoca el poder cada vez más absorbente del Estado. No 
es posible pasar sin la Administración, hoy gobierno de técnicos, saber práctico como 
fundamento de la tecnocracia moderna. 

La idea del desarrollo supone un proceso analítico de lo que es la sociedad, especial- 
mente observada en su crecimiento económico. El desarrollo pretende alcanzar un tipo 
de hombre satisfecho, integrado en un grupo, quizá socializado. 

Es evidente que estos tres estudios tienen una temática unitaria: su planteamiento 
filosófico-jurídico. El autor no duda en aceptar las consecuencias de un planteamiento 
iusnaturalista para explicar estos tres conceptos y mantenerse fiel a una trayectoria 
que viene marcando desde hace muchos años su vida universitaria como catedrático de 
Filosofía del Derecho. 

Ea libro actual sobre temas que interesan a todos, porque son en el fondo problemas 
de la sociedad contemporánea. 




